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1) TEXTO DE LA CITACION 


Montevideo, 11 de junio de 1999. 


LA CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordinaria, el 


próximo martes 15 a la hora 16, a fin de informarse de los asuntos entrados y 


considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1%) Discusión general y particular del proyecto de ley por el que se extiende el 


2) 


39) 


49) 


beneficio de la asignación familiar a todos los hogares de menores recursos. 
Carp. N* 1198/98 - Rep. N* 795/98. 
Anexo 1/99. 
Elección de miembros de la Comisión Permanente del Poder Legislativo 
(artículo 127 de la Constitución). 
Continúa la discusión particular del proyecto de ley por el que se regulan las 
técnicas de reproducción humana asistida. 
Carp. N* 410/96 - Rep. N* 774/98. 


Discusión general y particular del proyecto de ley por el que se declara falta 

laboral grave de la parte empleadora todo acto de violencia, injuria, amenaza, 

malos tratos, acoso sexual o cualquier otra violación al deber del respeto de la 

personalidad física o moral del trabajador, cometidos por el empleador o 
representantes o por familiares. 

Carp. N* 636/97 - Rep. N* 813/98. 

Anexo 1/99. 

Anexo 11/99. 


C.S.-129 
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59) Discusión particular del proyecto de ley por el que se declara que las 
trabajadoras públicas o privadas en estado de gravidez, no podrán ser 
destinadas a cumplir tareas que por su naturaleza pudieran afectarlas. 

Carp. N* 1185/98 - Rep. N* 749/98. 
Anexo 1/99 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos de ley: 


6% por el que se modifica la legislación vigente tendiente a combatir la 
usura. 
Carp. N* 417/96 - Rep. N* 728/98. 


7% por el que se establece que el Ministerio del interior deberá hacer 
efectivo el pago de los aportes al Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales correspondientes a las remuneraciones que los funcionarios 
perciben por tareas extraordinarias (artículo 222 de la Ley N* 13.318, de 
28 de setiembre de 1964). 

Carp. N* 1184/98 - Rep. N* 784/98. 


8% por el que se tributan diversos homenajes a integrantes de las Fuerzas 
Armadas y Policiales abatidas en la lucha contra la sedición. 
Carp. N* 1189/98 - Rep. N* 820/98. 


9% por el que se aprueba el Tratado sobre Asistencia Mutua en Materia 
Penal entre el Gobierno de ta República y el Gobierno de Canadá. 
Carp. N* 1284/98 - Rep. N* 880/99. 


10) por el que se aprueba el Tratado de Asistencia Jurídica Mutua en 
Asuntos Penales entre la República y la República de Venezuela. 
Carp. N* 1282/98 - Rep. N* 881/99. 
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por el que se reglamenta el ejercicio de la profesión de psicólogo. 
Carp. N* 1364/99 - Rep. N* 883/99. 


12) Continúa la discusión única de las modificaciones introducidas por la Cámara 
de Representantes al proyecto de ley por el que se prohíbe ja introducción al 
país de desechos químicos, biológicos o radiactivos. 


Carp. N* 100/95 - Rep. N* 657/98. 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos de ley: 


13) 


14) 


15) 


16) 


por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República y el 
Gobierno de Canadá, para la Cooperación en los Usos Pacíficos de la 


Energía Nuclear. 
Carp. N” 1549/89 - Rep. N* 896/99. 


por el que se aprueba el Protocolo sobre Promoción y Protección de 
Inversiones Provenientes de Estados no Partes del MERCOSUR. 
Carp. N* 794/97 - Rep. N* 892/99 


por el que se aprueba el Acuerdo para la Promoción y Protección de 
Inversiones entre el Gobierno de la República y el Gobierno de Malasia. 
Carp. N* 467/96 - Rep. N* 897/99, 


por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República y el 
Gobierno del Estado de Israel para la Promoción y Protección Recíproca 
de Inversiones. 

Carp. N* 1142/98 - Rep. N* 893/99, 


C.S.-131 
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17) 


18) 


19) 


20) 


21) 


22) 


23) 
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por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República y el 
Gobierno de la República de Venezuela para la Promoción y Protección 
Recíproca de Inversiones. 

Carp. N* 1267/98 - Rep. N* 895/99. 


por el que se autoriza la salida de aguas jurisdiccionales del Buque 
ROU “General Artigas” y su tripulación para participar en la Operación 
“Júpiter VIf”. 

Carp. N* 1382/99 - Rep. N* 901/99. 


por el que se autoriza la salida de aguas jurisdiccionales del Buque 
ROU “Vanguardia” y su tripulación para participar en la Operación 
“Salvex VIII”. 

Carp. N* 1396/99 - Rep. N* 903/99, 


por el que se reglamenta el artículo 118 de la Constitución fijando plazos 
para la respuesta de los pedidos de datos e informes. 
Carp. N* 1052/98 - Rep. N* 904/99, 


por el que se sustituye el inciso final del artículo 42 de la Ley N* 16.095, 
de 26 de octubre de 1989, referente a las personas discapacitadas. 
Carp. N* 1066/99 - Rep. N* 927/99. 


por el que se designa con el nombre de “Ansina” la Escuela Pública 
N* 260 de Montes de Solymar, departamento de Canelones. 
Carp. N* 782/97 - Rep. N* 905/99. 


por el que se designa con el nombre “Paul Harris” la Escuela N* 240 
para Discapacitados intelectuales de Montevideo. 
Carp. N* 861/97 - Rep. N” 907/99, 
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29) 


30) 
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por el que se designa con el nombre “Tula Suárez de Cutinella” la 
Escuela Rural N* 83, del departamento de Canelones. 
Carp. N* 862/97 - Rep. N* 908/99. 


por el que se designa con el nombre “Paul Harris” la Escuela N* 114 del 
departamento de Rivera. 
Carp. N* 932/97 - Rep. N* 909/99. 


por el que se designa con el nombre “Alberto Meyer” la Escuela N* 20 de 
ter. Grado Rural, de Cañada Paraguaya, departamento de Soriano. 
Carp. N* 945/99 - Rep. N* 910/99. 


por el que se designa con el nombre “Juana de Ibarbourou” la Escuela 
N? 32 de 2do. Grado, de Ombúes de Lavalle, departamento de Colonia. 
Carp. N* 947/98 - Rep. N* 911/99. 


por el que se designa con el nombre “Juan Linares” la Escuela N* 158 
del departamento de Canelones. 
Carp. N* 1103/98 - Rep. N* 913/99, 


por el que se designa con el nombre “Confraternidad Uruguayo 
Argentina” la Escuela N* 133 del departamento de Canelones. 
Carp. N* 1104/98 - Rep. N* 914/99. 


por el que se designa con el nombre “Franklin Cappi” la Escuela N* 69, 
14* Sección Judicial del departamento de Canelones. 
Carp. N* 1105/98 - Rep. N* 915/99. 
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31) 


32) 


33) 


34) 


35) 


36) 


37) 
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por el que se designa con el nombre *Dr. Víctor Hugo Briozzo” la 
Escuela N* 80 de la ciudad de Castillos, departamento de Rocha. 
Carp. N* 1153/98 - Rep. N* 916/99. 


por el que se designa con el nombre *Ramón Errecarte” la Escuela Rural 
N* 75 de Colonia Española, departamento de Colonia. 
Carp. N* 1154/98 - Rep. N* 917/99, 


por el que se designa con el nombre “Maestra Alicia Pardini” la Escuela 
N* 132, Jardín de Infantes, departamento de Colonia. 
Carp. N* 1180/98 - Rep. N” 918/99. 


por el que se designa con el nombre “Angel Dodera” la Escuela Rural 
N* 206 del departamento de Canelones. 
Carp. N* 1182/98 - Rep. N* 919/99. 


por el que se designa con el nombre “Julián Rojas” la Escuela Rural 
N? 38, del departamento de Canelones. 
Carp. N* 1183/98 - Rep. N* 920/99. 


por el que se designa con el nombre “Doctor Alberto Gallinal Heber” la 
Escuela N* 32 de La Casilla, departamento de Flores. 
Carp. N* 1207/98 - Rep. N* 921/99, 


por el que se designa con el nombre “Sabas Olaizola” al Instituto de 
Formación Docente de Salto. 
Carp. N* 1255/98 - Rep. N* 922/99. 
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42) 


43) 


38) 


39) 


40) 


41) 
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por el que se designa con el nombre “Dr. Carlos Núñez” la Escuela 
N* 101 de Playa Pascual, departamento de San José. 
Carp. N* 1357/99 - Rep. N* 923/99. 


por el que se designa con el nombre “Jaures Lamarque Pons” la Escueia 
de Música N* 129 del departamento de Salto. 
Carp. N* 1358/99 - Rep. N* 924/99. 


por el que se designa con el nombre “Olintho María Simoes” la Escuela 
N* 147 del departamento de Rivera. 
Carp. N* 1359/99 - Rep. N* 925/99. 


por el que se designa con el nombre “Ramón Manuel Alvarez” el Liceo 
de Villa 25 de Agosto, departamento de Florida. 
Carp. NO 1271/98 - Rep. N* 926/99. 


Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos relacionado con la 


solicitud de venia del Poder Ejecutivo para destituir de su cargo a una 


funcionaria del Ministerio de Economía y Finanzas. (Plazo constitucional 


vence 4 de agosto de 1999), 


Carp. N* 1377/99 - Rep. N* 900/99. 


Mensaje del Poder Ejecutivo solicitando venia para designar integrantes de la 
Junta Asesora en Materia Económico Financiera del Estado, al Dr. Carios 


Balsa, Dr. Eduardo José Piaggio y señor Jorge Sambarino. 


Carp. N* 1351/99 - Rep. N* 836/99, 


C.S.-135 
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44) Proyecto de resolución elevado por la Comisión de Asuntos Internacionales 


por el que se crea la Asociación de Amistad Parlamentaria entre la República 


y la República Arabe Saharaui Democrática. 


JORGE MOREIRA PARSONS 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Astori, At- 
chugarry, Bentancur, Bergstein, Cid, Carvalho, Casartelli, 
Couriel, Chiesa, Dalmás, Gandini, Garat, Gargano, Heber, 
Irurtia, Iturria, Iturralde, Korzeniak, Mallo, Millor, Pais, 
Pereyra, Quarneti, Ricaldoni, Santoro, Sarthou, Semproni 
y Virgili. 


FALTAN: con licencia, el señor Presidente del Senado, 
Lic. Hugo Fernández Faingold y los señores Senadores Aris- 
mendi, Brezzo, García Costa, Hierro López, Michelini y 
Segovia. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 14 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
«Montevideo, 15 de junio de 1999. 


La Presidencia de la Asamblea General destina Men- 
sajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan los si- 
guientes proyectos de ley: 


por el que se extiende la prestación de la Asignación 
Familiar a todos los hogares de menores recursos. 
-AGREGUESE A SUS ANTECEDENTES Y REPAR- 
TASE. 


por el que se autoriza la salida de aguas jurisdic- 
cionales del Buque ROU «Montevideo» y su tri- 
pulación a efectos de participar en la Operación 
UNITAS XL. 

-A LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


Carp. N* 1361/99 - Rep. N* 842/99. 


MARIO FARACHIO 
Secretario 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje comunicando 
la promulgación del proyecto de ley por el que se modi- 
fica la legislación electoral vigente. 

-TENGASE PRESENTE Y AGREGUESE A SUS AN- 
TECEDENTES. 


La Suprema Corte de Justicia remite Mensaje en 
respuesta a la solicitud formulada por la Comisión de 
Constitución y Legislación testimonio de las actuacio- 
nes cumplidas en relación a la denuncia presentada con- 
tra el Senador Jorge Gandini, procedente del Juzgado 
Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 17” Turno. 

-A LA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGIS- 
LACION. 


El Ministerio de Salud Pública acusa recibo de las 
palabras pronunciadas por los señores Senadores Nel- 
son Fernández y Alberto Cid, y adjunta información, 
relacionada con la situación de la industria del chacina- 
do y la enfermedad «brucelosis», que contagia a los 
trabajadores de la carne. 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADO A LOS 
SEÑORES SENADORES NELSON FERNANDEZ Y AL- 
BERTO CID. 


El Presidente de la Comisión Honoraria Administra- 
dora del Fondo Nacional de Recursos -Ley N* 16.343- 
Instituto de Medicina Altamente Especializada, remite 
nota en relación con el proyecto de ley sobre Técnicas 
de Reproducción Humana Asistida. 

-TENGASE PRESENTE Y AGREGUESE A SUS AN- 
TECEDENTES. 


La Cámara de Representantes remite un proyecto de 
ley por el que se concede una pensión graciable a favor 
del señor Fausto Iseo Rossello Zachini. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 
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La Cámara de Representantes remite nota transcri- Corresponde convocar al señor Senador Casartelli, quien 
biendo la exposición presentada por el señor Diputado ya ha prestado el juramento de estilo por lo que, si se encontra- 
José Carlos Cardoso relacionada con las dificultades, ra en la Antesala, se le invita a pasar al Hemiciclo. 


en todo el territorio nacional, para acceder al suero an- 
tiofídico aplicable a seres humanos con destino a la 
Comisión de Salud Pública. 

-A LA COMISION DE SALUD PUBLICA. 


(Ingresa a sala el señor Senador Casartelli) 
-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente: ) 
La Junta Departamental de Flores remite nota adjun- 


tando la resolución aprobada por la que apoya la inicia- «El señor Senador Hierro López solicita licencia hasta 
tiva de la Junta Departamental de Río Negro de solicitar el próximo jueves 17.» 
la exoneración tributaria para el sector agropecuario. 
-Léase. 
La Junta Departamental de Colonia remite nota ad- (Se lee:) 
juntando la exposición del señor Edil Roberto Arocena 
relacionada con el llamado a interesados para la explo- «Montevideo, 15 de junio de 1999, 
tación de frecuencias radioeléctricas en el interior del 
país. Sr. Presidente del Senado. 
Lic. Hugo Fernández Faingold 
La Junta Departamental de Florida remite nota ad- Presente 
juntando la exposición del señor Edil Mario Sánchez 
planteando la aspiración de que se declare feriado no De mi consideración: 
taberaple, parareso Oeparramento e efa ade Junto: Por la presente, solicito licencia al Cuerpo hasta el 
-TENGANSE PRESENTE. » NO A 
próximo jueves 17 por razones de índole personal. 
4) SOLICITUDES DE LICENCIA Asimismo, pido que se convoque al suplente respec- 
SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de dde 
licencia. Le saluda muy atentamente, 
(Se da de la siguiente:) Luis A. Hierro López. Senador.» 
«La señora Senadora Arismendi solicita licencia por -Se va a votar la licencia solicitada. 
el día de la fecha.» 
(Se vota:) 
Léase. 
-11 en 16. Afirmativa. 
(Se lee:) 
5) INTEGRACION DEL CUERPO 
«Montevideo, 15 de junio de 1999. e 
SENOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de varias notas de 
CAMARA DE SENADORES desistimiento. 
Sr. Presidente 
Presente (Se da de la siguiente:) 
De mi mayor consideración: «Los doctores Alberto Scavarelli, Matías Rodríguez, 
la doctora Adela Reta, el contador Ricardo Zerbino, el 
Motiva la presente solicitar licencia por el día de la Dr. Elías Bluth, el contador Ariel Davrieux, los docto- 
fecha. Razones de índole personal motivan mi ausencia, res Ruben Correa Freitas, Carlos Bastón, Didier Opertti 
solicitándole se convoque a mi suplente el Sr. Victorio y Washington Bado, el señor Tabaré Hackenbruch y el 
Casartelli. Representante Nacional señor Luis Batlle Bertolini co- 
munican que, por esta vez, no aceptan la convocatoria 
Saluda muy atentamente. de que han sido objeto.» 


Marina Arismendi. Senadora.» -En consecuencia, corresponde convocar al señor Senador 


Quarneti, quien ya ha prestado el juramento de estilo por lo 
que, si se encontrara en la Antesala, se le invita a pasar al 
(Se vota:) Hemiciclo. 


-Se va a votar la licencia solicitada. 


-13 en 16. Afirmativa. (Ingresa a sala el señor Senador Quarneti) 
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6) CONSECUENCIAS DE LA APLICACION DE LA 
LEY DE PROMOCION FORESTAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la hora pre- 
via, para la cual están anotados, hasta este momento, los seño- 
res Senadores Pereyra y Pais. 


Tiene la palabra el señor Senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: como se recordará, 
en el año 1987, el Parlamento aprobó la Ley N” 15.939 desti- 
nada a promover la forestación en el país. Esta aprobación 
creó grandes expectativas que, en parte, han sido colmadas. 
Por ejemplo, se procuraba por medio de la disposición legal la 
utilización de tierras de exclusiva aptitud forestal, a los efectos 
de un mejor aprovechamiento que redundara en beneficios para 
los intereses generales del país. 


Como consecuencia, también, de la avidez por tierras de 
este tipo, se produjo un aumento general en su valor, que hasta 
entonces había aparecido bastante deprimido. Surgieron posi- 
bilidades de trabajo, si bien zafral, pero que en definitiva pue- 
den convertirse, en el momento en que comience la explota- 
ción de los nuevos bosques sembrados al amparo de los bene- 
ficios otorgados por esta ley, en un aumento cierto de la mano 
de obra en el interior y, también, en lo que tiene que ver con el 
transporte y la actividad portuaria. Porque otra de las cosas 
que el Uruguay ha visto es el acrecimiento de la generación de 
divisas debido a la exportación de madera. 


Reitero, entonces, que gran parte de las expectativas que la 
ley promovió se han ido cumpliendo con creces. Ello ha traído 
como consecuencia que se hayan forestado grandes zonas del 
territorio nacional. 


Ahora bien, detrás de estas perspectivas beneficiosas, luego 
se plantean algunas dudas, por ejemplo -quienes recorremos el 
país lo podemos apreciar a simple vista- en torno a tierras que 
no son de exclusiva aptitud forestal, que han sido consideradas 
muy buenas y de alto Indice CONEAT, y que se han adquirido 
con destino a la forestación, privándole seguramente a la agri- 
cultura y a la ganadería de tierras de mucha utilidad. 


En algún momento quisimos averiguar si esa forestación en 
tierras buenas ha sido como consecuencia de la modificación 
del Indice CONEAT, pero fue imposible obtener esa informa- 
ción. Inclusive, todos sabemos que luego hubo un caso especí- 
fico que fue al ámbito de la Justicia y no dio ningún resultado 
acerca de si se había aprovechado mal el fondo forestal o si la 
forestación se había hecho con fondos propios, en cuyo caso 
no se tocaban los recursos creados por los artículos 52 y si- 
guientes de la Ley N* 15.939. 


De todas maneras, a quienes recorremos el país nos queda 
la duda sobre si realmente la Ley estaba destinada a forestar 
esas tierras de alta productividad o si el interés del Legislador 
y de quienes impulsaron esa iniciativa era aprovechar, funda- 
mentalmente, las tierras de exclusiva aptitud forestal. 
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Otras de las dudas que han surgido es si la extensión muy 
grande del territorio nacional que hoy está forestado no está 
absorbiendo una cantidad desmedida de agua lo que, con el 
transcurso del tiempo, podría perjudicar las importantes reser- 
vas que, felizmente, el país tiene. Algunos casos llevan a au- 
mentar estas dudas; me refiero a la disminución del agua en 
aquellas zonas muy forestadas, siendo que antes ese recurso 
aparecía en forma abundante. Por ejemplo, tengo algunas de- 
nuncias concretas de Pueblo Furtado, ubicado en la 9* Sección 
del departamento de Tacuarembó. 


No sé si el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca ha 
realizado un estudio profundo y serio de esta situación, difícil 
de valorar para los legos en la materia. De todas maneras, se 
nos da como un hecho en algunas zonas importantes del país. 


Otra de las dudas que el país tiene planteada es si en el 
momento en que se produzca el corte y el transporte de la 
madera para proceder a su exportación al amparo de esta ley, 
nuestras rutas terrestres no sufrirán grandes perjuicios; es de- 
cir, sería importante saber si nuestras carreteras van a soportar 
el peso de las enormes cargas que cada pocos minutos van a 
surcar el territorio nacional al transportar la madera provenien- 
te de esta nueva explotación que en el país ha tenido tanto 
incremento hacia los puertos. 


Por otro lado, se nos ha planteado una inquietud en el 
departamento de Tacuarembó que tiene que ver con que las 
tierras forestadas están cubriendo zonas que estaban destinadas 
a servidumbre de paso. Naturalmente, todo esto está reglado 
por las normas nacionales y si se cierra una servidumbre de 
paso, los vecinos tienen determinados instrumentos para recu- 
rrir a la apertura de los mismos. Sin embargo, todos sabemos 
que eso implica una cantidad de trámites burocráticos que sue- 
len ser muy largos; o, por lo menos, puede generar conflictos 
que no siempre se dilucidan fácilmente. En tal sentido, por 
ejemplo, se nos ha denunciado el caso de familias provenientes 
de Cerro de Clara, 3* Sección del departamento de Tacuarem- 
bó. Insisto, se trata de familias que desde hace cincuenta o 
sesenta años están establecidas y utilizaban esas servidumbres 
de paso que hoy la forestación ha cubierto, generando situacio- 
nes difíciles de resolver. 


En resumen, en estos minutos que la hora previa me permi- 
te he realizado este planteamiento a los efectos de promover el 
interés del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca sobre 
las dudas aquí expresadas, las que nos han hecho llegar distin- 
tos pobladores del interior del país. 


En tal sentido, solicitaría que la versión taquigráfica de mis 
palabras fuera enviada al Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca a los efectos de que se ejerza la vigilancia necesaria 
para que no se cierren servidumbres de paso y se nos informe 
acerca de si se ha estudiado profundamente el tema de la afec- 
tación de las reservas de agua por el aumento de la forestación 
que se ha producido en los últimos años en el Uruguay. A su 
vez, también quisiera que mis palabras fueran enviadas al Mi- 
nisterio de Transporte y Obras Públicas a los efectos de cono- 
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cer si existe planificada una forma de transportar esta riqueza 
desde las fuentes de producción hacia los lugares de salida 
para la exportación, y qué medidas se han tomado en ese caso. 
Por su parte, a los efectos de la información necesaria o del 
concurso que se nos pueda brindar para un conocimiento más 
cabal del tema, también solicito que la versión taquigráfica de 
mis palabras sea remitida a la Federación Rural, a la Asocia- 
ción Rural del Uruguay, a la Comisión Nacional de Fomento 
Rural y a la Sociedad de Fomento y Defensa Agraria del país. 
Formulo moción para que se le dé el curso solicitado a mis 
palabras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
7) RESPALDO ENERGETICO URUGUAYO 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor Senador 
Pais. 


SEÑOR PAJS.- Cuando tuvimos oportunidad de integrar el 
Directorio de UTE, uno de los grandes temas que nos preocu- 
pó en ese momento -al igual que había sucedido con los Direc- 
torios anteriores- era estudiar y proyectar el respaldo energéti- 
co uruguayo, fundamentalmente, viendo la posibilidad de la 
instalación de nuevas plantas de generación en nuestro país. 
Durante años se hicieron estudios técnicos muy profundos que, 
en todo momento, trataron de observar todas las probabilida- 
des; no se descartó absolutamente nada. Cabe señalar que una 
de las primeras opciones que se descartó fue la instalación de 
centrales nucleares en nuestro país, fundamentalmente por ra- 
zones técnicas y, luego, porque en cada una de las instancias 
en que el tema era estudiado, se notaba una fuerte resistencia 
de parte de los uruguayos. Las razones técnicas tenían que ver 
con el tiempo de instalación que lleva una central de ese tipo, 
los riesgos que ello implica, el costo y el destino final de los 
desechos nucleares que hasta el día de hoy sigue siendo un 
problema no resuelto en aquellos países que cuentan con esta 
clase de instalación. 


El artículo 27 de la Ley N* 16.832, conocida como nuevo 
marco regulatorio del sistema eléctrico nacional, establece que 
se prohíbe el uso de energía de origen nuclear en el territorio 
nacional y que ningún agente del mercado mayorista de ener- 
gía eléctrica podrá realizar contratos de abastecimiento de ener- 
gía eléctrica con generadores nucleares ni con generadores ex- 
tranjeros cuyas plantas contaminen el territorio nacional. No- 
sotros, que fuimos defensores de esta Ley, sostuvimos que este 
artículo era bastante inoperante en la realidad, ya que el hecho 
de que no esté instalada una central nuclear en nuestro país no 
significa que en el continente, y sobre todo en la región, ya no 
existan instalaciones de ese tipo. Efectivamente, así sucede. 
Por otra parte, la comercialización de la energía nuclear se 
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vuelca a un mercado mayorista y a un control central que la 
administra, por lo que es muy difícil, a posteriori, saber el 
origen de la energía que se compra. 


En los últimos días del mes pasado nos enteramos por la 
prensa de un accidente ocurrido en la Central Atucha l, que es 
una de las dos centrales nucleares que funciona en el territorio 
argentino. La otra es la Central Embalse. 


Mientras integramos el Directorio de UTE muchas veces 
estas centrales salieron de servicio sin que se conociera, a 
ciencia cierta, cuáles eran las causas que habían determinado 
esa resolución. 


Conocido este último incidente, trascendió que había habi- 
do una falla en las barras de control. Como se sabe, dicha 
central cuenta con 29 barras y en una operación de apagado 
habían fallado alrededor de 12. Se dijo que en el momento en 
que ocurrió esta falla, la central prácticamente no estaba fun- 
cionando, pero si lo hubiera estado, quizás este tipo de acci- 
dente hubiera tenido otras consecuencias. 


Mi exposición no pretende ser alarmista ni ser un llamado 
de atención demasiado trascendente sobre un hecho que, qui- 
zás, sea una Operación cotidiana en una central de este tipo. No 
lo sabemos, y eso es lo que realmente nos preocupa. Creemos 
que detectada este tipo de situación, tal vez el Uruguay debería 
contar en forma mucho más regular con una información técni- 
ca que incluya, entre otras cosas, qué vida útil se espera de 
estas centrales. En la República Argentina hay una discusión 
interna y algunos expertos opinan que esta central debería salir 
de funcionamiento en el año 2004, mientras que otros dicen 
que podría seguir hasta el 2015. Al mismo tiempo, pienso que 
deberíamos conocer más acerca de las operaciones de manteni- 
miento, de las condiciones de seguridad y de todos los aspec- 
tos técnicos que consideren nuestros expertos en la materia, a 
los efectos de que en la eventualidad de que ocurra algún 
accidente, contemos con los planes de contingencia en conse- 
cuencia. 


Creo que recurriendo a las naturales excelentes relaciones 
que tenemos con nuestro hermano país Argentina y a los lazos 
de cooperación que en materia energética siempre han existido 
entre los dos países, esto no debería ser difícil de instrumentar. 
Confiamos, asimismo, en la responsabilidad y en la competen- 
cia de los técnicos argentinos, pero nos parece que, en primer 
lugar, sería conveniente que el Uruguay conociera exactamente 
-sobre todo, en materia técnica- lo que ocurrió en esta oportu- 
nidad y qué riesgos podríamos tener en el futuro ante la opera- 
ción de estas dos centrales. 


Hemos traído este tema al Senado con la intención de que 
se establezca algún sistema de intercambio de información per- 
manente entre los dos países, que nos permita a nosotros -por 
estar directamente involucrados en razón de la distancia geo- 
gráfica que tenemos con esas centrales- tener un conocimiento 
y un control adecuado de la situación. 
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Por lo tanto, señor Presidente, voy a solicitar que la versión 
taquigráfica de mis palabras pase a las Comisiones de Medio 
Ambiente, de Industria y Energía y a la de Asuntos Internacio- 
nales del Senado. En segundo lugar, pido que la misma pase a 
los Ministerios de Industria, Energía y Minería -especialmente, 
a la Dirección Nacional de Tecnología Nuclear- de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -con especial re- 
ferencia a la Dirección Nacional de Medio Ambiente- y de 
Relaciones Exteriores, y a la Universidad de la República, so- 
bre todo, al Centro de Investigaciones Nucleares. Por último 
desearía, también, que la versión taquigráfica de mis palabras 
pase al Sistema Nacional de Emergencia con que cuenta el 
Poder Ejecutivo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


S) UBICACION PARA LA CONSTRUCCION DEL LI- 
CEO N* 2 DEL DEPARTAMENTO DE CANELONES 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor Senador 
Sarthou. 


SEÑOR SARTHOU.- Señor Presidente: con motivo de cierta 
vinculación que tengo con la ciudad de Santa Lucía, mantuve 
contactos con sectores relacionados con la enseñanza y con 
padres, quienes han planteado una situación de discrepancia 
importante con la construcción del Liceo N* 2 en el predio que 
ocupa la Escuela N* 104. Por sus características, este edificio 
prácticamente es un monumento histórico y ha sido recuperado 
en los últimos años. 


Por su parte, la Comisión departamental de Edificación Edu- 
cativa de Canelones, integrada por la arquitecta Tucci, la ins- 
pectora Curti y el doctor Germán, se expidió en el sentido de 
que no era conveniente la construcción del Liceo N* 2 en el 
predio de aquella escuela, porque se procura fortificarla y se 
está logrando mejorar su identidad. A fines de 1998 se aconse- 
jó que el predio, que fue recuperado en los últimos años -con 
el esfuerzo del Director y de los docentes- y que tiene un 
parque con añosos árboles, se conservara para el uso de la 
escuela y de la ciudad. Por tales motivos, solicitan que se 
revea la decisión adoptada respecto a la edificación del nuevo 
local. Esta posición contó, inclusive, con la conformidad de la 
Junta Departamental de Canelones que elevó al CODICEN, 
por unanimidad, una solicitud para que se diera una ubicación 
distinta al Liceo N* 2. Si bien consideraban que era importante 
su construcción, estimaron que no era imprescindible que estu- 
viera a una cuadra y media del Liceo N* 1, y que podría ubi- 
carse en un lugar más racional en la distribución del plano de 
la ciudad. Inclusive, veintitrés maestros de esa escuela nos 
hicieron llegar una adhesión a esta defensa que los padres y 
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vecinos han hecho de la identidad de la Escuela N* 104. Entre 
lo que expresan, señalan que no es conveniente desde el punto 
de vista del aspecto de relación etárea, que en el mismo predio 
esté un entorno de alumno escolar con adolescentes ya que, 
incluso, no habría una separación muy tajante. Además, mani- 
fiestan que en el predio -por sus características, espacio, árbo- 
les, por su tradición y por ser un referencial histórico- no sería 
conveniente edificar el Liceo N* 2. Entonces, estos docentes 
corroboran, de alguna manera, el planteo que hacía la Comi- 
sión departamental de Edificación Educativa de Canelones. Al 
mismo tiempo, la sicóloga María Carbajal ha aportado a los 
vecinos la idea de que la pérdida de este espacio vital, con lo 
cual también se verían limitadas las posibilidades de jugar, no 
sería buena cosa. La supresión de árboles, desde el punto de 
vista ecológico, no sería positivo para el alumnado de la escue- 
la. 


Queremos señalar este tema porque ha levantado una gran 
inquietud en la población el ver llegar a una empresa que ha 
replanteado todo lo relativo a esta obra. 


Por lo tanto, solicitamos que, de algún modo, la versión 
taquigráfica de nuestras palabras sea enviada al CODICEN, al 
Ministerio de Educación y Cultura, a la Junta Departamental 
de Canelones y al Club «23 de Marzo», donde se reúnen los 
padres y vecinos que tratan de defender la identidad de esta 
escuela de larga data, quienes consideran que debe mantenerse 
con sus características actuales, ya que existe la posibilidad de 
que el Liceo N* 2 se ubique en otra zona o terreno. De esta 
forma, se descentralizaría el problema liceal y, de algún modo, 
se permitiría mantener la identidad de la Escuela N*104. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador Sarthou. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) ESTIMULO PARA LA INDUSTRIA DE LA CONS- 
TRUCCION EN EL DEPARTAMENTO DE MALDO- 
NADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Sanabria. 


SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: en este tiempo de 
globalización de la economía, donde tenemos que asumir que 
las dificultades de comercio, de los productores, de la industria 
y del país en general están atadas en un porcentaje muy impor- 
tante a las consecuencias de las políticas económicas de la 
región y del mundo, estamos analizando a nivel del departa- 
mento de Maldonado y de la industria de la construcción -una 
de las industrias fundamentales, vinculada al quehacer social 
del país, en cuanto a la importante inversión que el Gobierno 
ha propuesto y está llevando a cabo a través del plan quinque- 
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nal, del Presupuesto que precisamente ha aprobado este Parla- 
mento, que incluye más de U$S 1.280:000.000 de inversión en 
construcción de viviendas entre el Banco Hipotecario y el Mi- 
nisterio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente en todo el país y en las distintas modalidades, lo que, 
por suerte, se va llevando adelante de acuerdo con lo previsto 
y lo aprobado- la posibilidad de incursionar en mecanismos 
novedosos vinculados al estímulo de esta industria en el área 
privada. 


El Parlamento ya ha aprobado la desmonopolización de los 
créditos vinculados a la construcción de viviendas con un éxito 
importante, no solamente en la realización de las mismas, sino 
también en lo que tiene que ver con la mano de obra y, funda- 
mentalmente, con la reactivación económica de toda esta in- 
dustria, ya que es una de las que redistribuyen la riqueza más 
rápidamente en virtud de que el trabajador que ingresa en una 
nueva obra puede llevar dinero a su casa a los quince días. 


Evidentemente, el tema de Maldonado es más complejo. 
Hasta los años 1994 y 1995, los ingresos por el área de los 
servicios y el turismo corrían paralelos a los ingresos de marzo 
a noviembre, a raíz de los 400.000 ó 500.000 metros cuadra- 
dos que se construían por año. La industria de la construcción 
en esta zona está vinculada al turismo, a los servicios y a las 
infraestructuras de los apartamentos, de las casas y de los hote- 
les. Esta actividad hoy está paralizada, pero no como conse- 
cuencia de las políticas que estemos aplicando en esa área 
sino, fundamentalmente, por la recesión existente en los países 
vecinos. No olvidemos que el 90% o 95% de la inversión en 
Punta del Este y sus zonas aledañas está vinculada a la econo- 
mía argentina y los propietarios de ese país. 


Estamos generando una propuesta política tendiente a esti- 
mular la industria de la construcción en el departamento de 
Maldonado que, tal vez, podría ser aplicada en otras zonas 
turísticas del país. En este caso, hay que tener en cuenta que 
hay 1:200.000 metros cuadrados de proyectos que duermen 
una larga siesta en la Intendencia Municipal de Maldonado. Se 
trata de proyectos turísticos que como consecuencia del enca- 
recimiento de los costos de la contribución inmobiliaria no 
tienen posibilidad de ser reflotados. No son una fantasía, sino 
una realidad, porque todos tienen la tierra comprada, el estudio 
de factibilidad y el proyecto aprobado por el propio Munici- 
pio. Reitero que estamos hablando de 1:200.000 metros cua- 
drados, algo así como dos «booms» de la construcción de los 
años 1979-1980. Como sabemos, en esos años se construían en 
el departamento de Maldonado algo así como 600.000 metros 
cuadrados. Estos 1:200.000 metros cuadrados duermen una larga 
siesta en la Intendencia Departamental. 


Estamos estudiando a nivel de la Junta Departamental y, 
por supuesto, en coordinación con el Gobierno departamental 
de Maldonado, la posibilidad de crear un estímulo en el pago 
de la contribución inmobiliaria, permitiendo que se pague re- 
cién en la primera escritura del bien que se construya. Estaría- 
mos hablando de los primeros 50.000 metros cuadrados que se 
construyan en ese departamento. Para darle transparencia a la 
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propuesta, decimos que se trata de no hacer exigible la contri- 
bución inmobiliaria de esos nuevos apartamentos o casas hasta 
la primera escritura. Evidentemente, por cada apartamento que 
no se vende de los 100 ó 120 que constituyen una torre que 
hoy se construye y que se finaliza en un año, se genera una 
contribución inmobiliaria de U$S 3.000 o U$S 4.000. Eso sig- 
nifica que una construcción de 100 apartamentos inexorable- 
mente tiene que pagar, solamente por concepto de contribu- 
ción inmobiliaria, U$S 300.000 por año. Es notorio que las 
cuentas de los inversionistas no dan, entre otras cosas, porque 
saben que está demorada la posibilidad de venta en virtud de 
que existen dificultades en la región, fundamentalmente, en 
Brasil, Argentina y Paraguay, que son los posibles comprado- 
res de esos futuros apartamentos. 


En función de las rondas de conversaciones que se han 
mantenido con empresarios, inversores, integrantes del Gobierno 
Departamental y el propio Sindicato de la Construcción, se 
pretende estimular un proyecto experimental según el cual a 
los primeros 50.000 metros cuadrados que se construyan en el 
departamento no les será exigida la contribución inmobiliaria 
hasta la primera venta. Eso significa que el inversionista va 
a aportar los demás impuestos, pero contará con un tiempo 
-estamos pensando en un máximo de cinco años- para que si la 
venta no se realiza, no le signifique una carga en el costo 
financiero de la reactivación que por algún lado hay que lo- 
grar. Maldonado ha visto crecer su población casi en un 70% 
en los últimos diez años, no solamente en el área de los servi- 
cios y del turismo, sino en la de la industria de la construcción 
vinculada al turismo. 


Evidentemente, creo que se trata de algo novedoso y está 
apuntando a reactivar una de las industrias imprescindibles. Se 
trata de una industria sin chimenea, pero que genera trabajo y 
que reactiva no solamente al departamento sino también al 
país. Ahí está en juego el hecho de que los materiales y los 
insumos de la gente que trabaja directa o indirectamente con 
esa importante industria podrían actuar como un complemento 
fundamental al esfuerzo que está haciendo el Gobierno a través 
del Banco Hipotecario del Uruguay y del Ministerio de Vi- 
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, como in- 
versión pública. La inversión privada ha quedado rezagada en 
virtud de que no está a la vista, precisamente, una venta en 
forma inmediata. 


Creo que se trata de aspectos que estimulan la voluntad 
política de todos los partidos y pienso que vamos a lograr la 
unanimidad en los consensos políticos, más allá de que esta- 
mos en una situación embrionaria de esta propuesta. Este siste- 
ma de proyecto departamental nos está permitiendo una idea 
novedosa que ha tenido un efecto muy positivo en el área de 
los inversores y de los contratistas vinculados a la industria de 
la construcción. Reitero que en estas horas se están estable- 
ciendo contactos con el Sindicato de la Construcción, así como 
también reuniones políticas para tratar de llevar adelante un 
proyecto que nos permita reactivar en el sector privado una 
industria tan importante para el departamento de Maldonado y 
para todo el país. 
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Si esta situación se cristaliza -por supuesto que habría que 
contar con la iniciativa de la Intendencia Municipal de Maldo- 
nado y la aprobación de la Junta Departamental- estaríamos 
frente a una posibilidad cierta, que mucho nos entusiasma y 
que ya ha empezado a encontrar voluntad política, después de 
que propusimos este tema en un régimen de consultas y de 
conversaciones a nivel de todos los sectores y partidos políti- 
cos hace diez o quince días. Creo que se trata de una buena 
noticia para seguir apoyando e incursionando en su concre- 
ción. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras se en- 
víe al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Me- 
dio Ambiente, al Banco Hipotecario y a todas las Intendencias 
del país, porque esta situación puede ser válida para otros 
departamentos en este tiempo en que los sectores trabajadores 
tienen gran necesidad de sentir que a nivel político estamos 
encontrando consensos y caminos para reactivar una de las 
industrias más importantes del país, como es la de la construc- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
10) PERSONAS DISCAPACITADAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una moción de 
orden llegada a la Mesa. 


CAMARA DE SENADORES 


15 de Junio de 1999 


(Se da de la siguiente:) 


«Varios señores Senadores solicitan la alteración del 
orden del día.» 


Léase. 
(Se lee:) 


«Los abajo firmantes mocionan para que se declare grave y 
urgente, y se considere de inmediato el proyecto de ley que 
figura en el punto 21) del orden del día de hoy: “Sustitución 
del inciso final del artículo 42 de la Ley N* 16.095 de 26 de 
octubre de 1989 referente a personas discapacitadas.” Luis B. 
Pozzolo, Edgardo Carvalho, Jorge Gandini, Reinaldo Gargano, 
Helios Sarthou, Luis A. Heber y Wilson Sanabria. Senadores.» 


-S1 no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


De acuerdo con lo resuelto por el Senado, se pasa a consi- 
derar el asunto cuya urgencia fue votada: «Proyecto de ley 
por el que se sustituye el inciso final del artículo 42 de la Ley 
N* 16.095, de 26 de octubre de 1989, referente a las personas 
discapacitadas. (Carp. N” 1066/98 - Rep. N* 927/99) 


(Antecedentes:) 
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CÁMARA DE SENADORES -—'- o 
COMISIÓN DE PRESUPUESTO á 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


Artículo único. - Sustitiyese el inciso final del artículo 42 de la Ley N* 16,095, de 26 de 
octubre de 1989 por las siguientes disposiciones: 


“El Tribunal de Cuentas, la Contaduría General de la Nación, y la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, dentro de sus competencias, deberán remitir a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil la información que resulte de sus registros relativa a la cantidad 
de vacantes que se produzcan en los organismos y entidades obligados por el inciso 
primero. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil solicitará cuatrimestralmente informes a los 
organismos y entidades obligadas, incluidas las personas de derecho público no estatales - 
y éstos deberán proporcionarlos - sobre la cantidad de vacantes que se hayan generado y 
provisto en el año. Dichos organismos deberán indicar también el número de personas 
impedidas ingresadas, con precisión de la discapacidad que padecen y el cargo ocupado. La 
Oficina Nacional del Servicio Civil, en los primeros noventa días de cada año, comunicará 
a la Asamblea General el resultado de los informes recabados, tanto de los obligados como 
del Tribunal de Cuentas, la Contaduría General de la Nación, y la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, expresando el total de vacantes de cada uno de los obligados, la cantidad de 
personas impedidas incorporadas en cada organismo, con precisión de la discapacidad que 
padecen y el cargo ocupado, e indicando además, aquellos organismos que incumplen con 
este artículo (artículo 768 de la Ley N* 16.736). 


Las personas que presenten discapacidad - de acuerdo a lo definido en el artículo 2* 
de la Ley N? 16.095, de 26 de octubre de 1989- que quieran acogerse a los beneficios de la 
presente ley, deberán inscribirse en el "Registro de Discapacitados” que funciona en la 
órbita de la "Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado” (artículo 768 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996). ó 


A dichos efectos el Ministerio de Salud Pública deberá certificar la discapacidad. 
La evaluación se realizará con un Tribunal integrado por tres médicos de probada 
especialización, sin perjuicio que se disponga la integración con sicólogos, asistentes 
sociales u otros profesionales. En dicho dictamen deberá precisarse la discapacidad que 
padece la persona, con indicación expresa de las tareas que puedan realizar, así como 
aquellas que no pueden llevar a cabo. Dicha certificación expresará si la discapacidad cs 
permanente, y el plazo de validez de la certificación. Al vencimiento de la misma deberá 
hacerse una nueva evaluación. A los efectos de realizar la certificación, el Ministerio de 
Salud Pública podrá requerir de los médicos e instituciones tratantes de las personas 
discapacitadas - y éstos estarán obligados a proporcionarlos -, los informes, exámenes e 
historias clínicas de los mismos. Los profesionales intervinientes, tanto en la expedición del 
certificado, como los tratantes de las personas discapacitadas, actuarán bajo su más seria 
responsabilidad; en caso de constatarse que la información consignada no se ajusta a la 
realidad, serán responsables civil, penal y administrativamente, según corresponda. 
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A los efectos de dar cumplimiento a la obligación contenida en el presente artículo, 
se establece que: 


A) Se consideran vacantes a lodas aquellas situaciones, originadas en cualquier 
circunstancia, que determinen el cese definitivo del vinculo funcional. lista 
disposición no incluye las provenientes de lo dispuesto en los artículos 32, 723, 724 
y 727 de la Ley N” 16,736, de 5 de enero de 1996, ni las originadas cn los 
Escalafones: “K”, Militar, “L”, Policial; *G”, “HP?” y “3% Docentes y “M”, 
Servicio Exterior. 


3) El incumplimiento en la provisión de vacantes de acuerdo a lo preceptuado en el 
inciso primero, aparejará la responsabilidad de los jerarcas de los organismos 
respectivos, pudiéndose llegar a la destitución o cesantía de los mismos por causal 
omisión, de acuerdo a los procedimientos establecidos en la Constitución de da 
República, Leyes y Reglamentos respectivos. Esta disposición será aplicable a los 
jerarcas de las Personas de Derecho Público No Estatales. 


Cy El Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil será responsable por el 
incumplimiento de los contralores cometidos a dicha Oficina, pudiéndose llegar a la 
destitución o cesantía del mismo por causal omisión, de acuerdo a los 
procedimientos establecidos en la Constitución de la República, Leyes y 
Reglamentos respectivos. 


D) La Oficina Nacional del Servicio Civil deberá claborar un proyecto de 
reglamentación del presente artículo en el plazo de 60 días a partir de la 
promulgación de esta ley, que elevará al Poder Ejecutivo; éste dispondrá a su vez de 
un plazo de 30 días para su aprobación. En la reglamentación deberá preverse la 
forma en que los organismos deberán cubrir las vacantes, los requisitos de 
idoneidad para desempeñar los cargos y el régimen sancionatorio para los 
infractores de la misma, estableciéndose que la omisión cn el cumplimiento de la 
ley, será pasible de destitución o cesantía. 


E) El Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial, Tribunal de Cuentas, 
Corte Electoral, Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Gobiernos 
Departamentales, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y Personas de 
Derecho Público No Estatales, deberán dictar sus Reglamentos a efectos de la 
aplicación de este artículo, en un plazo máximo de 60 días contados a partir del día 
siguiente al de aprobación del dictado por el Poder Ejecutivo, debiendo remitirlos, 
una vez aprobados, a la Oficina Nacional del Servicio Civil para su conocimiento. 


') La Oficina Nacional del Servicio Civil deberá impartir los instructivos y 
directivas para el efectivo cumplimiento del presente artículo.” 


El cálculo del cuatro por ciento de las vacantes a ocupar por personas impedidas se 
determinará sobre la suma total de las que se produzcan en las distintas unidades 
ejecutoras, reparticiones y escalafones que integran cada uno de los organismos referidos 


15 de Junio de 1999 CAMARA DE SENADORES C.S.-145 


en el inciso primero de este artículo. Cuando por aplicación de dicho porcentaje resultare 
una cifra inferior a la unidad, pero igual o mayor a la mitad de la misma, se redondeará a la 
cantidad superior 


Sala de la Comisión, 9 de junto de 1999 - 


J 


EDGARDO CARVALHO 
Miembro Informante 


REINALDO GARGANO 
JORGE GANDINI 
LUIS A. HEBER 
LUIS B. POZZOLO 
WILSON SANABRIA 


HELIOS SAR'PHOU 
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Artículo Unico.- Sustitúyese el artículo 42 de la Ley 
N* 16.095, de 26 de octubre de 198), por el siquiente: 


"ARTICULO 42.- El Estado y las personas de derecho público 
no estatales, están obligados a ocupar personas impedidas 
que reúnan condiciones de idoneidad para el cargo, en una 
proporción mínima no inferior al 4% (cuatro por ciento) 
de -sus vacantes. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil controlará el 
cumplimiento de dicha disposición, debiendo comunicar a 
la Asamblea General, en los primeros treinta días de cada 
año, el número de vacantes que se hayan generado y provisto 
en el año anterior, indicando el número de personas 
impedidas incorporadas en cada organismo, con precisión 
de la discapacidad que padecen y el cargo' ocupado,. y si 
se ha dado cumplimiento al porcentaje establecido en el 
inciso primero, | 


A los efectos de dar. cumplimiento a la obligación 
contenida en el presente artículo, se establece que: 


OPROEL 


15 de Junio de 1999 
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A) Se consideran vacantes a todas aquellas situaciones, 
originadas en cualquier “circunstancia, que 
determinen el cese definitivo del vínculo funcional, 
inclusive las provenientes de lo dispuesto en los 
artículos 32, 723, 124 y 727 de la Ley N" 16.736, 
de 5 de enero de 1996. 


B) El incumplimiento en la provisión de vacantes de 
acuerdo a lo preceptuado en. el inciso primero, 
aparejará la responsabilidad de los jerarcas de los 
organismos respectivos, configurando falta grave 
“y pudiéndose llegar a la destitución de los mismos 
por causal omisión, de acuerdo a los procedimientos 
establecidos en la Constitución de la República, 
leyes y reglamentos respectivos. Esta disposición 
será aplicabie a los jerarcas de las personas de 
derecho público no estatales. 


C) El Director de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil será responsable por el incumpl imá ento de los 
contralores cometidos a dicha Oficina, configurando 
falta grave, pudiéndose llegar a la destitución del 
mismo por causal omisión, de acuerdo a los 


procedimientos establecidos en la Constitución de 
la República, leyes y reglamentos respectivos. 


D) El Poder Ejecutivo deberá reglamentar el presente 
artículo en el plazo de noventa días a partir de 
la promulgación de esta ley, debiendo preverse la 
forma en que los organismos deberán cubrir las 
vacantes, los requisitos de idoneidad para 
desempeñar los cargos y el régimen sancionatorio 
para los infractores de la misma, estableciéndose 
que la omisión en el cumplimiento de la ley 
constituirá falta grave pasible de destitución. 


E) El Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo, el Poder 
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Judicial, el Tribunal de Cuentas, la Corte 
Electoral, el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, y las personas de derecho público 
no estatales deberán dictar sus reglamentos a 
efectos de la aplicación de este artículo, en un 
plazo máximo de treinta días, luego de dictado el 
reglamento del Poder Ejecutivo, debiendo remitirlos, 
una vez aprobados, a la Oficina Nacional del: 


Servicio Civil, para su conocimiento. 


F) La Oficina Nacional del Servicio Civil deberá 
impartir los instructivos y directivas para el 
efectivo cumplimiento del presente artículo". 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 13 de mayo de 1998. 


JAIME MAKIO TROBO 
Presidente 
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EXPOSICION DE MOTIVOS 


La Ley N* 16.095, de 26 de octubre de 1989, sobre Sistema de 
Protección Integral de Personas Discapacitadas, en su artículo'42 
preceptúa que "El Estado, los Gobiernos Departamentales, los Entes 
Autónomos, los Servicios Descentralizados y las personas de derecho 
público no estatales, están obligados a ocupar personas impedidas que 
reúnan las condiciones de idoneidad para el cargo, en una proporción 
mínima no inferior al cuatro por ciento de sus vacantes". En su inciso 
final se establece que "La Oficina Nacional del Servicio Civil 
controlará el cumplimiento de dicha disposición". 


El artículo 727 de la Ley N” 16.736, de 5 de enero de 1996 (Ley de 
Presupuesto Nacional) referido a los créditos presupuestales correspon- 
dientes a vacancias netas de cargos O funciones contratadas no 
provistas -incluso las que correspondieren a declaraciones de exceden- 
cia- expresa en su inciso segundo que lo establecido es sin perjuicio 
de la supresión de las referidas vacantes en cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 11 de la Ley N* 16.462, de 11 de enero de 
1994. Dicho artículo” -que preceptúa la supresión de los cargos 
presupuestales vacantes- contiene una serie de excepciones, entre ellas 
el numeral 8) que se remíte a las vacantes que hace referencia el 
artículo 12 de la Ley N*” 16.226, de 29 de octubre de 1991. Este 
artículo 12 exceptúa de la supresión de vacantes, a los efectos del 
cumplimiento de la Ley N* 16.095, la cantidad que responda al 4%.del 
total existente en cada unidad ejecutora. 


Por otra parte la prohibición de ingreso de funcionarios a la 
Administración Pública prevista en el artículo 32 de la Ley N* 16.697, 
y extendida a diez años por el artículo 20 de la Ley N”*” 16.736, no 
alcanza a las personas discapacitadas de acuerdo a lo preceptuado por 
el artículo 768 de esta última norma legal. 


Organizaciones que nuclean a los discapacitados han expresado que 
la Ley N” 16.095 no es cumplida, lo cual, además de ser una deuda de 
nuestra sociedad, revela un incumplimiento de una norma jurídica, que 
debe ser inmediatamente revertido poniéndose en práctica la misma, y 
previéndose las sanciones correspondientes por dicha omisión. 


Sin duda, se necesita que todas las personas ge integren a la 
sociedad con la capacidad que posean, aunque la misma sea diferente, de 
forma que puedan volcar todo su potencial e insertarios en el medio 
adecuado para desarrollar sus habilidades. 


Cabe señalar que la Asamblea General de la Naciones Unidas en su 
48” Período de Sesiones, aprobó por Resolución 48/96 (1994), las 
"Normas Uniformes sobre Igualdad de Oportunidades para las Personas con 
Discapacidad". "La finalidad de estas normas” -expresa el texto- "es 
garantizar que niñas y niños, mujeres y hombres con discapacidad, en su 
calidad de miembros de sus respectivas sociedades, puedan tener los 
mismos derechos y obligaciones que los demás". El artículo 7” destaca: 
"Los Estados deben reconocer el principio de que las personas con 
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discapacidad deben estar facultadas para ejercer sus derechos humanos, 
en particular en meteria de empleo. En su calidad de empleadores, los 
Estados deben crear condiciones favorables para el empleo de personas 
con discapacidad en el sector público", Más adelante, en el artículo 17 
relativo a la coordinación de los trabajos, expresa: "Los Estados 
tienen la responsabilidad de establecer comités nacionales de coordina- 
ción o entidades análogas que centralicen a nivel nacional las 
cuestiones relacionadas con la discapacidad". 


Sin duda nuestro país fue un adelantado en estos temas, puesto que 
varios años antes de la aprobación de estas "Normas Uniformes" de las 
Naciones Unidas, ya contaba en su legislación con la Ley N” 16.095; 
pero lamentablemente la misma no se cumple, habiendo quedado en el 


camino de las buenas intenciones una norma pionera en el tema de los 
discapacitados. 


El tema que nos ocupa en el presente proyecto de ley -y en la norma 
original- involucra a los derechos humanos de las personas discapacita- 
das, los cuales se encuentran consagrados en la "Declaración Universal 
de los Derechos Humanos" (1948) y "Declaración de los Derechos de las 
Personas Iwmpedidas”" (1975) prociamados por las Naciones Unidas. 


Cabe resaltar la reciente designación por parte del Gobierno 
inglés, de un ciego en el cargo de Ministro de Educación y Empleo; se 
trata del señor David Blunkett (ciego de nacimiento) habiéndose 
desempeñado como profesor del Instituto de Tecnología de Barnsley, 
electo Consejal de Sheffield en 1970 -siendo el más joven de sus 
integrantes- pasando rápidamente a ser el Principal de dicho Consejo y 
manejando un presupuesto de 500.000.000 de libras esterlinas y treinta 
y cinco mil empleados; en el año 1987 fue parlamentario y actualmente 
se desempeña como Ministro. Este es un ejemplo que en nuestro país 
estamos muy lejos de seguir, puesto que son pocas las posibilidades que 
les damos a las personas discapacitadas, tanto para conseguir un 
empleo, y cuanto menos para designarlos en cargos de responsabilidad. 


Por otra parte, corresponde que esta ley sea reglamentada por el 
Poder Ejecutivo en lo relativo a la aplicación del artículo 42, por lo 
que se le fija un plazo de noventa días para que se dicte la reglamen- 
tación respectiva, debiendo preverse la forma en que los organismos 
deberán cubrir las vacantes, los requisitos de idoneidad para desempe- 
far los cargos, y el establecimiento de un régimen sancionatorio para 


los jerarcas de los organismos que incurran en omisión en el cumpli- 
miento de la ley. 


Se ha advertido además, que la Oficina Nacional del Servicio Civil 
no ha dado cumplimiento al inciso final del artículo 768 de la 
Ley N” 16.736, de 5 de enero de 1996, que preceptúa que dicha Oficina 
remitirá anualmente al Parlamento un informe detallando los organismos 
que incumplen con dicho artículo. 


Es por lo expuesto que todos los Organismos comprendidos en el 
artículo 42 de la Ley N” 16.095, deben dar cumplimiento a dicha norma, 
por lo que proponemos la sustitución del mismo. 
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En el inciso primero se mantiene la redacción original. 


En el inciso segundo se precisan los controles que deberá efectuar 
la Oficina Nacional del Servicio Civil y la información que deberá 


remitir a la Asamblea General relacionada con el cumplimiento de dicha 
ley. be 


En el literal A) del inciso tercero, se incorpora la normativa 
vigente en materia de supresión de vacantes dispuesta eu la Ley de 
Presupuestos N” 16.736, de 5 de enero de 1996. 


En el literal B) se establece que el incumplimiento de la ley por 
parte de los jerarcas de los organismos será falta grave, pudiéndose 
llegar a la destitución de los mismos por la causal omisión. 


En el literal C) se establece la responsabilidad del Director de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil por el incumplimiento de los 
contralores cometidos a dicha Oficina, considerándose falta grave y 
pudiéndose llegar a la destitución por causal omisión. 


En el literal D) .se establece que el Poder Ejecutivo deberá 
reglamentar el artículo 42 de la ley, en el plazo de noventa días desde 
su promulgación, debiendo preverse la forma en que los organismos 
cubran las vacantes, requisitos de idoneidad para el cargo y régimen 
sancionatorio para los infractores de la misma, estableciéndose que la 


omisión en el cumplimiento de la ley constituirá falta grave pasible de 
destitución. 


En el literal E) se preceptúa que los Poderes y Organismos 
obligados por la ley deberán dictar sus reglamentos internos. 


En el literal F) se expresa que la Oficina Nacional del Servicio 
Civil deberá iwupartir los instructivos y directivas para el efectivo 
cumplimiento del artículo 42. 


Montevideo, 14 de octubre de 1997. 


GABRIEL COURTOISIE 
Representante por Montevideo 
FELIPE MICHELINI 
Representante por Montevideo 
IVAN POSADA 
Representante por Montevideo 
GABRIEL BARANDIARAN 
Representante por Montevideo 
RICARDO FALERO 
Representante por Canelones 
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Informe de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración de la 
Cámara de Representantes 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME 


SeñoreóB Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración ha considerado el proyecto de ley 
por el que se modifica el artículo 42 de la Ley N” 16.095, de 26 de 


octubre de 1989, sobre "Sistema de Protección Integral de Personas 
Discapacitadas". 


Mediante esta iniciativa se propone modificar la 
norma vigente que preceptúa que "El Estado, los Gobiernos Departamenta- 
les, los Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y las personas 
de Derecho Público no estatales, .están obligados a ocupar personas. 
impedidas que reúnan las condicionés de idoneidad para el cargo, en una * 
proporción mínima no inferior al cuatro por ciento de sus vacantes". 


En el proyecto de ley que se pone a vuestra 
consideración se prevén fuertes controles y sanciones para quienes 
omitan su cumplimiento, preceptuándose que las omisiones al cumpl imien- 
to de la ley, configuran falta grave de los jerarcas de los respectivos 
organismos, pudiéndose llegar a la destitución de los mismos. 


Se le impone a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil la obligación de remitir a la Asamblea General dentro de los 
primeros treinta días de cada año un informe con la cantidad de 
vacantes generadas en el. año anterior, con indicación de las personas 
impedidas incorporadas en cada organismo. 


También se reconoce .en forma expresa que de las 
vacantes generadas por la reforma del Estado de la Ley de Presupues- 
to N* 16.736 —y demás normas concordantes y complementarias— deberá 


reservarse el cuatro por ciento para dar cumplimiento a la Ley 
N”*” 16.095. : 


El proyecto impone al Poder Ejecutivo la 
obligación de reglamentar el texto legal, atento a que la Comisión 
Nacional Honoraria del Discapacitado —la cual es presidida por el 
Ministro de Salud Pública— no lo ha hecho. 


Este proyecto de ley busca hacer efectiva una 
ley a la que no se ha dado cumplimiento en los ocho años de su 


vigencia, dando respuesta a un legítimo reclamo de un sector importante 
de nuestra población. 


El tema que nos ocupa en el presente proyecto de 
ley -y en la norma original- involucra a los derechos humanos de las 
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personas discapacitadas, los cuales se encuentran consagrados en lá 
"Declaración Universal de los Derechos Humanos" (1948) y "Declaración 


de los Derechos de las .Personas Impedidas" (1975) proclamados por las 
Naciones Unidas. 


La Asamblea General de las Naciones Unidas en su 48% Período de 
Sesiones, aprobó por Resolución 48/96. (1994), las "Normas Uniformes 
sobre Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad". La 


Finalidad de estas normas -expresa el texto "es garantizar que uiñas 
y niños, mujeres y llombres con discapacidad, en su calidad de miembros 
de sus respectivas sociedades, purdan tener los mismos dereclios y 
obligaciones que los demás”, destacando en su artículo 7% que "Los 


Estados debe reconocer el principio de que las personas con discapaci- 
dad deben estar facultadas para ejercer sus derechos humanos, en 
particular en materia de empleo. En su calidad de empleadores, los 
Estados deben crear condiciones favorables para el empleo de personas 
con discapacidad en el sector público". 


Sin duda nuestro país fue un adelantado en estos temas. Varios años 
antes de la aprobación de estas "Normas Uniformes" de las Naciones 
Unidas, se contaba en su legislación con la Ley N” 16.095; pero 
lamentablemente la misma no se cumple, habiendo quedado en el camino de 


las buenas intenciones una norma, pionera en el tema de los discapacita- 
dos. 


Los integrantes de la Cámara de Representantes han estado atentos 
a la aplicación de la Ley N” 16.095, a través de exposiciones escritas 
Y pedidos de informes, solicitando a los organismos obligados que 
informaran si se ha dado cumplimiento a dicha ley y cuántos discapaci- 
tados habían ingresado. . 

: ñ 

Las escasas contestaciones recibidas, no dan respuestas concretas 
a lo preguntado y ponen de tauifiesto que en algunos casos se desconoce 
totalmente la normativa aplicable y en otros, si bien habrían ingresado 
discapacitados al amparo de la ley, no se responde si se cumplió con el 
porcentaje que marca la misma. 


Es ilustrativa la intervención del Director de la Oficina Ncionás 
del Servicio Civil, doctor Ruben Correa Freitas ante la Comisión de 
Derechos Humanos, dejando patente la falta de datos sobre el ingreso de 
discapacitados a la Administración Pública. También reconoció que la 
Oficina Nacional del Servicio Civil no ha dado cumplimiento a lo 
preceptuado por el artículo 768 de la Ley N” 16.736, que establece que 
anualmente dicha Oficina debe remitir un informe a la Asamblea General 
con los organismos que incumplen la Ley N” 16.095. 


. En definitiva, el proyecto apunta a garantizar que se dé cumpli- 
miento a la Ley N” 16.095. 


Entiende la Comisión que es de estricta justicia implementar los 
controles y sanciones para el cumplimiento de la norma, habiendo sido 
el proyecto dé ley aprobado por unanimidad. 


Es por todo lo expuesto que esta Comisión Asesora aconseja al 
Plenario la aprobación de la presente iniciativa. 


Sala de la Comisión, 16 de diciembre de 1997, 


FELIPE MICHELINI 
Miembro Informante 
WASHINGTON ABDALA 
FERNANDO ARAUJO 
GUSTAVO BORSARI BRENNA 
DANIEL DIAZ MAYNARD 
ALEJO FERNANDEZ CHAVES 
JORGE PANDOLFO B 
FERNANDO SARALEGUI 
DIANA SARAVIA OLMOS 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Observarán los señores Senadores que esta moción fue fir- 
mada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión de 
Presupuesto, que designó para hacer el informe oral al señor 
Senador Carvalho, a quien damos el uso de la palabra. 


SEÑOR CARVALHO.- Se trata de un proyecto de ley ve- 
nido de la Cámara de Representantes, donde fue aprobado por 
unanimidad, y al que la Comisión de Presupuesto, después de 
un estudio detenido, ha introducido algunas modificaciones que 
creemos contribuyen a mejorar considerablemente el texto ya 
aprobado. 


Estas modificaciones se introdujeron fundamentalmente en 
consulta con la Oficina Nacional del Servicio Civil, que ha 
aportado textos y redacciones para facilitar la elaboración o el 
alcance de un consenso por parte de todos los miembros de la 
Comisión. Es a ese consenso que felizmente hemos logrado al 
que me voy a referir brevemente. 


Hace aproximadamente diez años se sancionó por parte de 
nuestro Parlamento la Ley N* 16.095, de 26 de octubre de 
1989, que tiende fundamentalmente a promover los medios de 
integración social, educativa y laboral de las personas discapa- 
citadas o con capacidades diferentes, como se denominan en la 
actualidad. Esta ley, que en su momento representó un paso 
muy importante y que colocó a nuestro país en una posición de 
avanzada en esta materia, establecía que un cierto porcentaje 
de vacantes generadas en organismos públicos y en personas 
públicas no estatales se proveyeran con personas discapacita- 
das. En los antecedentes venidos de la Cámara de Represen- 
tantes se hace notar que años después de la sanción de la ley 
uruguaya, las Naciones Unidas recogieron en su XLVIIMI Perío- 
do de Sesiones una declaración conteniendo las normas unifor- 
mes sobre igualdad de oportunidades para las personas con 
discapacidades. Estas normas recogen ese principio estable- 
ciendo que, en calidad de empleadores, los Estados deben crear 
condiciones favorables para el empleo de personas con disca- 
pacidades en el sector público. 


La norma cuya sanción estamos promoviendo viene a aten- 
der específicamente esta necesidad ya reconocida por las Na- 
ciones Unidas. La dificultad en cuanto al artículo 42 de la Ley 
de octubre de 1989 surgió del hecho de que establecía el con- 
trol de la aplicación de la ley a cargo de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil en una forma tan genérica que hizo difícil 
dicha aplicación. De hecho, quedó librada de alguna manera a 
la voluntad de los Entes y servicios afectados, al extremo de 
que a lo largo del tiempo algunos de ellos la aplicaron, pero la 
mayoría no dio cumplimiento a la disposición legal. En defini- 
tiva, en la actualidad solamente algunas Intendencias están apli- 
cando -por su propia iniciativa y al margen de la reglamenta- 
ción, que aún no se ha dictado- la norma legal que reserva un 
4% de las vacantes a las personas que sufren discapacidad. 
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El proyecto de ley cuya aprobación estamos proponiendo 
establece, en primer lugar, un sistema por el cual, a través de 
información cruzada promovida desde el Tribunal de Cuentas, 
la Contaduría General de la Nación y la Oficina de Planea- 
miento y Presupuesto, así como la que recabará por su parte la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, será posible producir anual- 
mente un informe que dé cuenta a la Asamblea General del 
cumplimiento de la norma legal, expresando el total de vacan- 
tes producidas en cada uno de los Entes, Servicios, Gobiernos 
departamentales o personas públicas no estatales, y la cantidad 
de personas impedidas que se incorporaron efectivamente a 
cada organismo. 


En segundo término, prevé o reitera una norma referente a 
la necesidad de que los beneficiarios potenciales de esta ley se 
inscriban en el Registro de Discapacitados que funciona en la 
órbita de la Comisión Nacional Honoraria de Discapacitados, 
y establece normas muy precisas respecto a la forma en que el 
Ministerio de Salud Pública certificará, con todas las garantías, 
la discapacidad de quienes pretendan ampararse en el benefi- 
cio legal. 


Por otro lado, define el concepto de vacantes -es decir, 
aquellas que originan por cualquier circunstancia el cese defi- 
nitivo del vínculo funcional- determina la responsabilidad de 
los jerarcas que incumplan la disposición legal y establece 
plazos precisos en los cuales la Oficina Nacional del Servicio 
Civil deberá elaborar un proyecto de reglamentación de estas 
normas para elevarlo al Poder Ejecutivo que, a su vez, dispone 
de 30 días para su aprobación. Igualmente, en otro inciso se 
prevé la obligación del Poder Legislativo, el Poder Judicial, el 
Tribunal de Cuentas, la Corte Electoral y otros organismos, de 
dictar sus reglamentos en un plazo preciso, debiendo remitirlos 
a la Oficina Nacional del Servicio Civil para su conocimiento. 


Por último, en el seno de la Comisión, y a propuesta del 
señor Senador Gandini, se incorporó una norma que creemos 
va a hacer más viable la aplicación del principio protector 
contenido en la Ley del año 1989, por cuanto lo que ha ocurri- 
do en muchos casos es que no se ha producido un número tal 
de vacantes cuyo 4% sea posible proveer mediante una desig- 
nación. Se necesita que existan por lo menos 25 vacantes, de 
acuerdo con el texto de la ley actual, para que pueda proveerse 
una de ellas con una persona discapacitada. Con la fórmula 
que los señores Senadores verán incluida al final del inciso 
segundo del artículo 42, ese cálculo se determinará sobre la 
suma total de las vacantes que se produzcan en las distintas 
unidades ejecutoras, reparticiones y escalafones. Además, cuan- 
do por aplicación de dicho porcentaje resultare una cifra infe- 
rior a la unidad, pero igual o mayor a la mitad de la misma, se 
redondeará a la cantidad superior. Vale decir que en aquellos 
casos en los cuales no sea posible el cálculo del 4%, de todas 
maneras existirá la posibilidad, según esa proporción, de de- 
signar por lo menos un discapacitado en una vacante produci- 
da en alguno de los Entes, Servicios o Gobiernos departamen- 
tales comprendidos en esta ley. 
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Es por esto que la Comisión, por unanimidad, aconseja la 
aprobación del proyecto de ley. 


SEÑOR SANTORO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO.- En primer lugar, queremos pedir dis- 
culpas porque como este proyecto de ley estaba ubicado en el 
orden del día a una distancia prudencial, más allá de participar 
de la finalidad que procura, no tenemos mayor conocimiento 
sobre él. 


Vemos que entre las disposiciones contenidas en el artículo 
único, la correspondiente al apartado B) del artículo 42 que se 
sustituye, establece que el incumplimiento en la provisión de 
vacantes configurará falta grave y que puede llegarse a la des- 
titución de los responsables de esa situación. Asimismo, expre- 
sa que se hará de acuerdo con los procedimientos establecidos 
en la Constitución de la República, leyes y reglamentos respec- 
tivos. 


En la última parte, esta disposición dice que será aplicable 
a los jerarcas de las personas de derecho público no estatales. 
La preocupación radica en el hecho de que dichas personas -de 
las cuales ya existe en el país una larga nómina, que se ha visto 
engrosada sobre todo a partir del último Presupuesto, entre las 
que se cuentan organismos como CONAPROLE- están inte- 
gradas por diversos individuos que han sido designados por 
empresas de carácter privado. En consecuencia, me pregunto 
cómo se puede establecer que esos integrantes de las personas 
de derecho público no estatales sean destituidos, de acuerdo 
con este proyecto, cuando no han sido designados por organis- 
mos oficiales. 


Cabe preguntarse de qué manera, aplicando estas disposi- 
ciones, se podrá destituir a un jerarca que no ha sido designado 
por ningún ente del Estado, sino por una empresa particular. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Considero atinada la consulta del 
señor Senador Santoro y trataré de responderla interpretando 
lo que creo fue el sentir general de la Comisión. 


El texto al que ha aludido debe entenderse con relación a la 
frase que lo precede inmediatamente en el literal B) y que se 
relaciona con las leyes y reglamentos respectivos. General- 
mente, las leyes de creación de las personas de derecho públi- 
co no estatales establecen, por lo menos, determinada partici- 
pación en representación del Estado -generalmente del Poder 
Ejecutivo- de uno o más miembros jerárquicos de sus organis- 
mos directivos. Según entiendo, con esta norma se alude a los 
designados en representación del Poder Ejecutivo que actúan 
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en las mencionadas personas de derecho público no estatales, 
generalmente ejerciendo la Presidencia, y que podrían ser los 
responsabilizados por esa vía. 


No creo que haya sido intención de la Comisión establecer 
un régimen general de movilidad de los integrantes de los con- 
sejos directivos de las personas de derecho público no estata- 
les por decisión del Poder Ejecutivo, en caso de incumplimien- 
to de esta norma. Por el contrario, pienso que se quiso recordar 
y hacer patente que, de acuerdo con la ley respectiva, quienes 
son designados por el Poder Ejecutivo, -entre otras cosas, para 
asegurar el cumplimiento de la legislación vigente- en el caso 
particular de que resultaren omisos, podrían llegar, en ejercicio 
de la misma potestad por la que fueron nombrados por el Po- 
der Ejecutivo -no por entidades privadas- a ser sustituidos en 
el cargo que ocupan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa considera que si se agrega 
la expresión «en lo pertinente», podría quedar salvada la obje- 
ción planteada. 


SEÑOR SANTORO.-.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO.- Según la explicación brindada por el 
señor Miembro Informante, quizás haya sido esa la intención 
de la Comisión, pero considero que habría que mejorar la re- 
dacción. De lo contrario, vamos a provocar una situación im- 
posible de superar y los que resultarán perjudicados son los 
propios fines que el proyecto pretende, es decir, beneficiar a 
los discapacitados. 


SEÑOR MALLO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO.- Antes que nada, debo decir que esta 
disposición me toma de sorpresa, al igual que al señor Senador 
Santoro. 


En las personas de derecho público no estatales, los funcio- 
narios no son públicos, sino que están sometidos a la legisla- 
ción privada. Al respecto, debo recordar a los señores Senado- 
res que durante el último Presupuesto, y en ocasiones sucesi- 
vas, siempre me opuse a la creación de estas personas de dere- 
cho público no estatales promovidas por el doctor Sayagués 
que, en su etapa inicial, eran admisibles y se referían, por 
ejemplo, a la Caja Notarial y a la de Profesionales Universita- 
rios, que tenían una finalidad gremial y no suscitaban proble- 
mas. Sin embargo, actualmente hay un aluvión de personas de 
derecho público no estatales. 


Los Legisladores que se negaron a levantar el veto a la Ley 
de Comisiones Investigadoras sostuvieron una clara posición. 
Esa ley fue vetada y el Mensaje del Poder Ejecutivo hizo hin- 
capié para el veto en el hecho de que el Parlamento no podía 
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pedir informes. Así, por un lado, ahora vamos a nombrar y 
destituir a los integrantes de las personas de derecho público 
no estatales y, por otro, antes ni siquiera podíamos pedirles 
informes. La ley se vetó con una fundamentación en el Mensa- 
je -no dispongo de ella en este momento- que no comparto en 
absoluto y que establece que el poder público tiene una potes- 
tad limitada con relación a este tema. 


En estos momentos existe una gran variedad de personas de 
derecho público no estatales, desde CONAPROLE a otras como 
MEVIR, que no han suscitado complicaciones; sin embargo, 
habrá otras que sí van a acarrearlas en grado sumo. Por ejem- 
plo, en caso de que se decida la venta de CONAPROLE, qui- 
siera saber si podremos averiguar quiénes son sus propietarios 
y quines pueden o no decidir la venta. 


En realidad, estoy improvisando a propósito del tema que 
nos ocupa, en base a ideas que siempre he sostenido. Recuerdo 
que en la interpelación que se efectuó en este recinto al señor 
Ministro de Economía y Finanzas, mencioné que hay personas 
de derecho público no estatales cuyos directores y gerentes se 
fijaron 14 sueldos y U$S 6.000 de viáticos, que se niegan a ser 
controladas por el Tribunal de Cuentas, aduciendo que sus 
fondos no son públicos. Me pregunto: si los fondos de la Cor- 
poración Nacional para el Desarrollo no son públicos, ¿quién 
los aportó? ¿Será un aporte extraterrestre? El hecho es que la 
Corporación Nacional para el Desarrollo se ha negado a ser 
controlada y esto ha generado una vieja controversia. Cuando 
hemos pedido en esta Legislatura el dictamen del Tribunal de 
Cuentas para el nombramiento de los integrantes de la referida 
Corporación en aplicación de una disposición constitucional 
que requiere su informe, se nos ha contestado que era imposi- 
ble hacerlo, porque no ejercía sobre ella funciones de auditoría 
ni tenía noticia de cómo administraba sus fondos. 


El gerente de la Corporación Nacional para el Desarrollo, 
que cobra 14 sueldos y recibe viáticos por U$S 6.000, tiene un 
contrato en la Comisión de Reforma del Estado, siendo «full 
time» en ambos cargos. En ocasión de la interpelación al señor 
Ministro de Economía y Finanzas dije que esta persona poseía 
una de las propiedades que los creyentes atribuimos sólo a 
Dios nuestro Señor, es decir, el don de la ubicuidad, por el que 
puede estar en dos lugares diferentes al mismo tiempo. Este 
señor puede estar, a la vez, en la Corporación y en la Comisión 
de Reforma del Estado. 


Considero que de esta manera nos introducimos por una vía 
subrepticia y con una intención noble que comparto en la 
generación de un problema serio que implica intereses comple- 
jos, dado que actualmente el número de las personas de dere- 
cho público no estatales debe contarse por docenas. Sin duda, 
el sistema otorga la posibilidad de nombrar a quien se quiera, 
sin que nadie controle los sueldos. 


Pienso que mientras se provoca una cerrada oposición ante 
la posibilidad de que los funcionarios judiciales puedan verse 
remunerados de acuerdo con lo delicado de su labor, las perso- 
nas de derecho público no estatales se fijan los sueldos que se 
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les ocurre, sin que se ejerza control sobre ellos. Además, acu- 
mulan otras tareas porque son funcionarios públicos y a la vez 
también privados. 


El señor Senador Carvalho sabe que respeto mucho su opi- 
nión y que tengo un gran afecto por su persona. Sin embargo, 
en este caso, compartiendo lo plausible de su intención, de 
ninguna manera puedo votar esta disposición. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Deseo señalar que estamos frente 
a un proyecto de ley que, sin lugar a dudas, tiene un alto 
sentido humanitario, hecho sobre el cual debe haber consenso. 


En segundo lugar, no puedo omitir este sentido humanita- 
rio, porque es correcto y no atiende a las llamadas leyes del 
mercado, sino a los problemas de discapacidad que deben ser 
contemplados por disposiciones legales y por las organizacio- 
nes estatales. Asimismo, el proyecto agrega «personas públicas 
no estatales». Creo que estas no son consideraciones jurídicas, 
sino de orden casi sociológico, y estoy seguro que todos los 
integrantes del Senado tienen una predisposición favorable ha- 
cia este proyecto de ley. 


Por otra parte, quisiera hacer una precisión de tipo jurídico. 
Las personas públicas no estatales son organismos que, efecti- 
vamente, tienen cuatro o cinco características que las tipifican. 
Primero que nada, se rigen en gran parte por el Derecho Públi- 
co y por otro lado, no pertenecen al aparato del Estado; es por 
eso que se llaman personas públicas no estatales o, como dicen 
los jueces, personas de derecho público no estatales. Lamenta- 
blemente, tal como señalaba el señor Senador Mallo, en los 
últimos tiempos una serie de leyes han ido transformando or- 
ganismos que eran estatales en personas públicas no estatales, 
en esa especie de vorágine privatizadora, pero han agregado «y 
se regirán por el Derecho Privado». Esto, desde el punto de 
vista jurídico, es un entripado absolutamente insoluble ya que, 
por definición, las personas públicas no estatales se rigen, en 
principio y en gran parte, por el Derecho Público. Pienso que 
en el mismo artículo mediante el cual se transforma un orga- 
nismo estatal en persona pública no estatal no se puede poner 
«y se regirán por el Derecho Privado», porque de esa manera 
no serían públicas, ya que esta expresión significa que se rigen 
por el Derecho Público. 


No pregunté al señor Senador Carvalho si está de acuerdo 
con esto porque él es uno de los pocos autores en el Uruguay 
que ha estudiado, en una monografía, las personas de derecho 
público no estatales y esa es la única monografía que existe. 
Sayagués Laso dedica a este tema un capítulo de su Tratado, 
pero en el Uruguay la única monografía existente sobre las 
personas públicas no estatales es un estudio muy completo y se 
titula «Recursos jurisdiccionales contra los actos de las perso- 
nas públicas no estatales». Hace pocos días tuve que releerla, a 
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propósito de otro tema, y se la solicité al señor Senador en 
virtud de que no la encontré en la biblioteca. 


SEÑOR SANTORO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR KORZENIAK.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO.- Quisiera matizar el tratamiento de 
este tema en lo que tiene que ver con las personas públicas no 
estatales y con la posibilidad de establecer, como una sanción, 
en las normas que estamos analizando, la destitución de los 
jerarcas que conducen dichas personas públicas no estatales. 
Frente a las manifestaciones efectuadas por el señor Senador 
Korzeniak, quien en materia jurídica brinda opiniones muy 
valiosas e inteligentes, voy a referirme al Tratado de Derecho 
Administrativo, de Enrique Sayagués Laso, y a otros trabajos 
de los doctores Cassinelli Muñoz, Cajarville y algún otro. En 
esta bibliografía se habla de las personas públicas no estatales 
surgidas con anterioridad a la creación de la última Ley de 
Presupuesto. Sin embargo, en todos estos trabajos se dice que 
las personas que trabajan para estas entidades no son funciona- 
rios públicos y, por lo tanto, las normas que rigen a éstos no 
las alcanzan. En consecuencia se aplican las reglas de Derecho 
Laboral, sin perjuicio de las disposiciones expresas que exis- 
tieren. Entonces, aquí se señala que sus actos no son adminis- 
trativos y que estas personas públicas no estatales están regula- 
das por el Derecho Privado. Como el señor Senador Korze- 
niak afirmó en forma muy tajante que están regidas por el 
Derecho Público, entramos en la duda, porque las opiniones de 
que disponemos son tan valiosas como la del señor Senador y, 
según ellas, se aplica el Derecho Privado y no el Derecho 
Público. Pero cabe advertir que estos trabajos son de la época 
en que se iniciaron las personas públicas no estatales: la Caja 
Bancaria en la década del 20, luego la Caja Notarial y, poste- 
riormente, la de Profesionales Universitarios, y no se refieren a 
las personas públicas no estatales creadas en la última Ley de 
Presupuesto. 


A nuestro entender, la naturaleza de las personas públicas 
no estatales siempre estuvo determinada por el hecho de que, a 
pesar de su denominación, les son aplicables las normas del 
Derecho Privado por tratarse de una especie de entidades de 
interés, servicio o actividad de tipo público que se regulan por 
ese Derecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Seguramente, debido a una expo- 
sición demasiado breve, o a una interrupción muy temprana, 
no fue bien entendida mi opinión. Dije que las personas públi- 
cas no estatales se caracterizan por cuatro o cinco circunstan- 
cias que iba a relatar, y había dado solamente la primera; pero, 
si el señor Senador Santoro lee todos los trabajos que mencio- 
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nó más la única monografía que hay en el Uruguay -que, como 
ya dije, es del señor Senador Carvalho- va a ver que hay una 
diferencia entre la definición de personas públicas no estatales 
y personas que se rigen en gran parte -o, como dice Sayagués 
Laso, «en todo o en parte»- por el Derecho Público, pero que 
no pertenecen al aparato del Estado. Cuando decimos «en gran 
parte» o «en todo o en parte», es obvio que hay una parte que 
se rige por el Derecho Privado. Esas son las otras tres caracte- 
rísticas que iba a mencionar: que sus actos no son actos admi- 
nistrativos y, por lo tanto, no se pueden impugnar por el régi- 
men de recursos de los artículos 317 y 309 de la Constitución; 
que sus funcionarios no son públicos; y que su actividad, en 
todo o en gran parte, está regida por el Derecho Público. Ade- 
más, si hablamos con franqueza, cuando se convierte a estos 
organismos en personas públicas no estatales y se dice que se 
regirán por el Derecho Privado, la intención no es establecer 
que sus funcionarios no son públicos -eso es obvio y no hay 
necesidad de decirlo- sino que lo que se pretende, dentro de 
esa teoría neoliberal, es decir que toda su actividad es comer- 
cial y que, por lo tanto, no tienen controles del Tribunal de 
Cuentas, no tienen que llamar a licitación, etcétera. Este es el 
fondo del asunto, y eso es lo que no se quiere que se aplique 
a las personas públicas no estatales, lo que en realidad debe 
hacerse porque, de otra manera, serían personas privadas. 


El señor Senador Santoro concluía su intervención mencio- 
nando a las personas de interés público, que es la vieja defini- 
ción de la Caja Bancaria y que corresponde a una figura que en 
Francia se llama «establecimientos públicos». Pero éstas no 
son personas públicas no estatales; una cosa es una persona de 
interés público, que es una persona privada que se rige por el 
Derecho Privado pero hay interés público en ella, y otra, muy 
distinta -en nuestra jerga- una persona de Derecho Público no 
estatal. Es absurdo decir «personas de Derecho Público que se 
rigen por el Derecho Privado», porque entonces no son de 
Derecho Público. Esto es más claro que el agua, pero puede 
ser que en parte se rijan por el Derecho Privado. De eso no hay 
dudas. 


Al margen de todo esto -aunque no me parece difícil hacer 
una aclaración en torno a estos aspectos para evitar cualquier 
discusión- como todos saben, las personas públicas no estata- 
les tienen cuatro o cinco características que todos los autores 
sostienen: primero, tienen una dirección mixta; segundo, se 
rigen por el Derecho Público, en todo o en gran parte; tercero, 
sus funcionarios no son públicos; cuarto, sus actos no son ad- 
ministrativos, por lo menos al principio, de pronto, luego de 
una impugnación sí pueden serlo. Con respecto a eso hay una 
discusión teórica tratada en esa monografía del señor Senador 
Carvalho. 


Pero lo que está claro -pienso que lo está, pero nada impide 
que se haga la aclaración- cuando se habla de la responsabili- 
dad de quienes no cumplan con este tema en las personas 
públicas no estatales, los dirigentes, Directores o como se les 
llame -es posible nombrarlos de muchas maneras, incluso inte- 
grantes de una Junta Directiva- es que se hace referencia a los 
que son designados por el Estado; si hay alguna duda, no exis- 
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te ningún problema en establecer una aclaración. De todas ma- 
neras, estamos ante un proyecto sustitutivo que irá a la Cámara 
de Representantes, por lo que verdaderamente no existe incon- 
veniente en arreglar ese punto. 


En lo que tiene que ver con la idea de que el Derecho 
Público se pueda aplicar a las personas de Derecho Público no 
Estatal, debo decir que, a mi criterio, es elemental que sí es 
posible. Si se trata de personas de Derecho Público no Estatal, 
el Derecho Público se les puede aplicar. 


Verdaderamente, no creo que este sea el tema de fondo, 
aunque puede ser objeto de una interesante discusión jurídica. 


Quiero decir, también, que el problema que existe con rela- 
ción al tema de los discapacitados es que desde hace mucho 
tiempo se han dictado normas generales para cubrir las situa- 
ciones, pero la aplicación práctica de las mismas siempre ha 
estado dificultada por problemas presupuestales, por normas 
referidas a funcionarios públicos o por aspectos jurídicos. A 
veces, en algunos organismos, se les dice a los discapacitados 
que allí no están alcanzados por tal o cual disposición. 


Entonces, estamos ante un proyecto que soluciona razona- 
blemente el punto; me parece que el mismo debe ser apoyado 
y que, en todo caso, se hace la aclaración que he señalado -es 
decir, que cuando se refiere a la responsabilidad, incluso se 
puede llegar a la destitución, aclarándose que la referencia es a 
los representantes del Estado- o simplemente nos ponemos to- 
dos de acuerdo en que se trata de una norma de Derecho Públi- 
co y por lo tanto es aplicable a todo el mundo. Por más teoría 
de privatización que se alegue, estamos ante una norma de 
Derecho Público que se aplica, por lo que se debe cumplir con 
ella. Cuando se dice, por ejemplo, que si una Sociedad Anóni- 
ma pierde determinado porcentaje de su capital, debe ir a li- 
quidación -normalmente no van- a nadie se le ha ocurrido que, 
por ser así las cosas, las sociedades anónimas sean regidas por 
el Derecho Privado y que el Derecho Público no pueda inter- 
venir, porque hay intereses generales. Así pues, o interpreta- 
mos eso aquí, o establecemos la norma restringida a quienes 
representan al Estado en esos Directorios o Juntas. Concluyo, 
diciendo que me parece sano el hecho de que se dicte esta 
norma porque es una de las formas de ir llevando a la práctica 
una ley que tiene muchos años y que ha generado protestas, 
creo que humanamente fundadas, por parte de los discapacita- 
dos que a veces golpean puertas y, estando realmente en condi- 
ciones serias de ocupar lugares, no pueden hacerlo. A título 
anecdótico, voy a relatar algo que -confieso- me ha conmovi- 
do. Hace pocos días, un alumno de Derecho Constitucional, no 
vidente, salvó un examen -que era escrito, pero, obviamente, 
existe la opción del oral- con altísima calificación. Tiene 31 
años, está en tercer año de la Facultad de Derecho y hasta 
ahora no ha estado en condiciones de atender su vida; me 
refiero a las necesidades de vivienda, comida y estudio. Su 
padre era quien proveía sus gastos más inmediatos; sin embar- 
go, en este momento él no puede trabajar puesto que está 
enfermo e impedido absolutamente en ese sentido. Me sentí 
conmovido frente al relato que me hizo la persona que acom- 
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pañaba al estudiante y lo llevaba a Facultad todos los días; 
precisamente, fue el acompañante quien me contó la circuns- 
tancia que acabo de relatar. Concretamente, el muchacho ten- 
drá que dejar de estudiar porque no consigue siquiera un traba- 
jo de medio tiempo. El muchacho tiene una cultura excepcio- 
nal; incluso, tiene conocimientos de computación. Por mi par- 
te, pienso que existe un descuido del país con respecto al tema 
de los discapacitados que están en condiciones de cumplir fun- 
ciones a veces muy difíciles e importantes. Existe, sí, un des- 
cuido y a veces hay carencias jurídicas. 


A mi juicio, esta ley tiende a salvar las carencias antes 
señaladas, haciendo por lo menos un relevamiento un poco 
más serio. Por supuesto que, jurídicamente, hay dificultades, 
pero también se podría buscar la vuelta en ese sentido; deci- 
mos esto porque, por ejemplo, en la ley no aparecen los Muni- 
cipios. La norma respeta las autonomías municipales y los or- 
ganismos que están aquí tienen sus limitaciones. Sin embargo, 
existen formas de superar esos aspectos jurídicos, porque exis- 
te un problema humano y sociológico que es central. Conside- 
ro que la ley debería ser apoyada en esas condiciones. Si se 
quiere limitar la responsabilidad a los representantes del Esta- 
do, no creo que se quite nada a la ley; de otro modo, que se 
aplique a todos, cosa que se puede hacer con las personas 
privadas. ¿O acaso ahora el Estado no va a poder dictar nor- 
mas de Derecho Público para una Sociedad Anónima? ¿Por 
qué no podría? ¿Porque es privada? ¿Cuál es el problema? Si 
hay interés público, ¿qué derecho existe en la Constitución, 
salvo el de la vida, que no admita limitaciones, por razones de 
interés general, que emanen de la ley formal? Eso siempre se 
puede hacer. Un ejemplo claro es el derecho de propiedad y lo 
que establece a su respecto el artículo 32. Además del hecho 
de que se puede privar del derecho de propiedad con justa 
compensación, el derecho puede ser limitado por razones de 
interés general, sin compensación. Esto es lo que señala la 
Constitución, una Constitución que no es socialista, comunista 
ni subversiva, que habla del derecho de propiedad al igual que 
lo hacen todos los países modernos. Nada impide que la ley, 
por razones de interés general, indique, por ejemplo «esta em- 
presa tiene Directores, es privada», aunque haya una ley dispa- 
ratada -digo disparatada porque hay un problema conceptual- 
que haya dicho que se rige por el Derecho Privado; si es de 
Derecho Privado, no puede ser de Derecho Público, señor Pre- 
sidente. Me parece que esto es muy claro. Podrá decirse que se 
rige «en parte» por el Derecho Privado, pero no que se rige por 
el Derecho Privado, porque entonces no se trata de una perso- 
na de Derecho Público. 


Por consiguiente, no tengo inconveniente en que el proyec- 
to se apruebe tal como está; si se quiere limitar el aspecto a 
que se ha hecho referencia, no creo que pierda eficacia el 
sentido humanitario que tiene la iniciativa que, por otra parte, 
posee el apoyo pluripartidario y, por ende, merece un empuje. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 
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SEÑOR CARVALHO.- Brevemente, quiero recordar que, 
en realidad, el establecimiento de la obligación, para las perso- 
nas públicas no estatales, de proveer un porcentaje de sus car- 
gos vacantes con discapacitados, viene del texto original; con- 
cretamente, me refiero al inciso primero del artículo 42 de la 
Ley N* 16.095, de 26 de octubre de 1989. Quiere decir que en 
esta materia el proyecto no innova en absoluto; esta disposi- 
ción se mantiene y con respecto a ella no se propone ningún 
cambio. 


En lo que tiene que ver con el artículo 2%, me permito - 
aunque ignoro si los demás miembros de la Comisión estarán 
de acuerdo- incorporar la sugerencia del señor Senador Santo- 
ro en el sentido de modificar el texto, al final del literal B). 
Concretamente, allí diría: «Esta disposición será aplicable a 
quienes representen al Estado en los organismos directivos de 
las personas de Derecho Público no Estatal». 


SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- El señor Senador Carvalho ha acla- 
rado ya, que el proyecto se refiere al inciso segundo del artícu- 
lo 42 y que, por lo tanto, se mantiene en vigencia el inciso 
primero del mismo artículo de la Ley N* 16.095, que compren- 
día también a los Gobiernos departamentales. Al respecto, quie- 
ro decir que solamente dos Gobiernos departamentales cum- 
plen con esta disposición: el de Paysandú y el de Montevideo. 
Aun sin reglamentación, se han dado los mecanismos para cons- 
tituir Comisiones «ad hoc» que dictaminan cuáles son las per- 
sonas con discapacidad que pueden acceder a determinados 
cargos o responsabilidades laborales. 


Estoy de acuerdo con que existe un vacío legal en cuanto a 
la relación del Estado con estas personas de Derecho Público 
no estatal, y me hago cargo de las críticas que se han formula- 
do acerca de la liviandad con que muchas veces se manejan las 
responsabilidades jerárquicas en torno a los sueldos y demás. 
Sin embargo, el criterio con que nos hemos manejado en la 
Comisión de Presupuesto para legislar sobre esta materia es, 
de alguna manera, que se precisa que el Estado encuentre me- 
canismos que compelan a los responsables a cumplir con las 
disposiciones legales, lo que no sucede hasta ahora, porque 
hay un serio problema. Hay más de doscientos mil uruguayos 
que tienen problemas de discapacidad, lo que significa un pro- 
blema social y económico para sus familias. Pienso que los 
pasos que quiso dar el proyecto de ley desarrollando el inciso 
segundo apuntaron a comprender al Estado y a aquellas áreas 
más cercanas a él, es decir, las personas de Derecho Público 
no estatal. En la mayoría de ellas el Estado tiene alguna inter- 
vención, entre otras cosas porque destina una parte de los im- 
puestos que recauda -estoy pensando en el INIA, el Plan Agro- 
pecuario, etcétera- y dicta una norma que los comprende en la 
obligación de destinar una parte de los cargos de servicio o 
técnicos -si es posible que los desempeñen- a personas disca- 
pacitadas. Me parece que este es un elemento de sentido co- 
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mún y, si se quiere, que la responsabilidad esté acotada a los 
representantes del Estado, lo establecemos y, de esta manera, 
posibilitamos que se sancione el proyecto de ley. 


Manejándome no con conocimientos de Derecho Adminis- 
trativo, que no los tengo -no llegué a dar esa materia en la 
Facultad- sino de sentido común, creo que el Estado está en 
condiciones de legislar con respecto a que las empresas priva- 
das tengan que dar cabida en sus plantillas a trabajadores que 
tengan algún grado de discapacidad. Si se puede dictar una 
norma para que a las mujeres en estado de gravidez no se les 
den trabajos que no están en condiciones de desarrollar, tam- 
bién se puede legislar en torno a este tema. No hay ningún 
impedimento desde el punto de vista de las funciones del Le- 
gislador que no lo permita. Si podemos hacer lo más, también 
podemos hacer lo mínimo, que es legislar para las personas de 
Derecho Público no estatal. 


SEÑOR MALLO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR GARGANO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO.- Estoy de acuerdo con que el Estado 
puede dictar una norma general aplicable a toda la legislatura 
laboral, para que tengan obligación de tomar determinados dis- 
capacitados, o lo que sea. El Estado puede regular la relación 
de trabajo y establecer condiciones determinadas. De eso no 
tengo la menor duda. De lo que tengo duda es de que pueda 
sustituir a los directores de las personas públicas no estatales. 
Los que han defendido con la no concurrencia a la Asamblea 
General el veto a la Ley de Comisiones Investigadoras nos han 
impedido pedir informes a las personas públicas no estatales, y 
en los fundamentos se dice que en las personas públicas no 
estatales hay capitalistas privados que tendrían un gran recha- 
zo a que el poder público quisiera enterarse de sus negocios. 


Con respecto a la Caja Bancaria, no lo discuto, pero sí lo 
hago en cuanto a que entidades regidas por el Derecho Privado 
ejerzan facultades de poder público. INAC puede prohibir una 
exportación; puede decir quién exporta y quién no. Sin embar- 
go, no integra el Estado, por lo que viola la Constitución de la 
República. La soberanía se delega a los poderes y a los orga- 
nismos establecidos en la Constitución, artículo 82 pero no en 
INAC, que es una persona pública no estatal. Con suspicacia 
se piensa que al instituirla persona pública no estatal, se la 
saca de la órbita del Tribunal de lo Contencioso Administrati- 
vo. Se le dan ciertos recursos judiciales y en casi todos los 
casos se establece un sistema especial para impugnar la resolu- 
ción de la persona pública no estatal. En general, van a un 
Tribunal de Apelaciones, que no tiene el manejo del Derecho 
Público, la especialidad técnica que tiene el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. Alguna vez he dicho en esta Sala 
que la mitología griega decía que Saturno se devoraba a sus 
hijos, pero aquí deberíamos decir que los hijos se devoran a 
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Saturno, porque hay personas públicas no estatales que pleitea- 
ron con el Estado y ganaron en primera instancia. Quiere decir 
que hay dualidades. 


Insisto en que quienes, con su ausencia en la Asamblea 
General, convalidaron el veto a la Ley de Comisiones Investi- 
gadoras, tienen que llevar su doctrina hasta sus últimas conse- 
cuencias y no pueden votar esta ley. Ni siquiera quisieron que 
les pidiéramos informes. Esa es la dualidad. Que el señor Se- 
nador Korzeniak apoye, me parece que está en su línea, que es 
un desenvolvimiento de su pensamiento, pero los que sostuvie- 
ron que no se podía pedir informes porque eso traía una grave 
perturbación, los que convalidan la existencia de una persona 
pública de Derecho Privado que prohíba la exportación lo ha- 
gan, me parece de una seria contradicción. Es transferir el 
ejercicio de la soberanía a sectores particulares. Creo que con 
el señor Senador proponente del proyecto de ley no tenemos 
discrepancias de intención sino de aplicación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: simplemente quiero 
decir que estoy de acuerdo con la modificación propuesta por 
el Miembro Informante y solicito que se vote. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay cuatro oradores anotados 
pero, para una mayor comprensión y para aligerar el trámite de 
la discusión, creo que sería conveniente dar lectura a la dispo- 
sición presentada por el señor Senador Carvalho, que modifica 
la última frase del literal B). 


-Léase. 
(Se lee:) 


«Sustitutivo del literal B).- Esta disposición será apli- 
cable a quienes representan al Estado en los organismos 
directivos de las personas de Derecho Público no esta- 
tal.» 


-Tiene la palabra el señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN-- Si estoy a tiempo, declino mi pedi- 
do para hacer uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor Senador 
Sarthou. 


SEÑOR SARTHOU.- Deseo explicar cuáles son los funda- 
mentos por los que votamos este artículo en Comisión. La idea 
que nos guió fue no habilitar incumplimientos en casos en que 
fuera posible que se asignaran los porcentajes de cargos a los 
discapacitados. Si había una instancia en la que el Estado po- 
día tener la capacidad de generar esa circunstancia favorable, 
había que ampliarla. Por lo tanto, nos pareció correcta la inclu- 
sión de las personas públicas no estatales. De lo contrario, 
sería una forma de evadir la obligación que en general está 
tratando de garantizar esta disposición, ya que hemos tenido 
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problemas y cuestionamientos sobre el cumplimiento del por- 
centaje en la provisión de cargos. Como se ha dicho acá, la ley 
de presupuesto transformó actividades que eran centralizadas y 
las entregó a personas públicas no estatales. Esto también po- 
día seguir haciéndose y de ese modo -digo deliberadamente- se 
ampliaría el campo para la provisión con discapacitados por el 
hecho de no ser estrictamente una función estatal. 


De manera que votamos por esa ampliación necesaria para 
alcanzar, también, a esas personas públicas no estatales en el 
deber de proveer las vacantes. 


Ahora bien; me parece que el instituto de las personas pú- 
blicas no estatales no tiene regulación constitucional en el 
país. En el caso de los Entes Autónomos o de Servicios Des- 
centralizados hay un estatuto jurídico en la Constitución que 
regula y establece cuáles son los alcances de la persona públi- 
ca no estatal. Tan es así que la creación de esta figura fue 
hecha, fundamentalmente, por Sayagués Laso con base en el 
artículo 191 de la Constitución, que habla de administraciones 
autónomas con patrimonio propio. Se usó esa expresión como 
una forma de que allí podía estar representada esa concepción 
de persona pública no estatal. 


¿Qué consecuencias genera ello en mi concepto? Que de- 
pende de la ley que la crea; la ley puede dar las características 
a la persona pública no estatal. Sin embargo, lo que hace usual- 
mente es calificarla de persona pública y de que no sea del 
Estado. En lo demás hay que ir a ver la ley para saber qué 
requisitos establece y las facultades que otorga; generalmente, 
el personal dependiente subordinado se rige por el Derecho 
Privado. Sin embargo, el hecho de que el personal dependiente 
y privado se rija por el Derecho Privado no quiere decir que 
necesariamente también lo hagan los jerarcas, porque la ley 
que crea puede establecer que son representantes del Estado y, 
por ende, esas personas están actuando en esa calidad y no 
regidas por el Derecho Privado. A mi juicio, no se puede decir 
que hay un estatuto jurídico único para las personas públicas 
no estatales; reitero que depende de la ley de creación. Una 
cosa es la Caja Bancaria y otra el instituto que sustituyó a la 
Dirección Nacional de Subsistencias porque, reitero, depende 
en cada caso del contenido de la ley. 


Por lo tanto, nos parece compartimos la solución que 
una ley posterior que diga que los representantes del Estado 
deben cumplir con ese deber es perfectamente lógico, porque 
es una especie de norma de tipo general aplicable a todas las 
personas públicas no estatales en un marco de ausencia total de 
normas generales constitucionales que regulen ese funciona- 
miento. 


Creo que queda claro que la calidad de pública responde a 
que el interés es público; por ejemplo, lo es en materia de 
seguridad social, porque se trata del interés general y no del 
núcleo privado. Eso es lo que distingue a la persona, es decir, 
que si el interés es general, es público, pero la estructura admi- 
nistrativa tiene carácter privado y, por tanto, no pertenece al 
Estado. 
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Esas son las únicas dos características que pueden resultar 
de la doctrina y, de algún modo, de esa especie de artículo 191 
de la Constitución en el que se quiso incluir, de alguna manera, 
esa creación que no aparecía prevista en el cuadro de la admi- 
nistración descentralizada en el país. 


Consideramos que en este caso se procura establecer una 
norma genérica tuitiva, protectora para los discapacitados, con 
alcance y efecto general, sin perjuicio de que una ley posterior 
pueda derogarla para determinado Ente. Lamentablemente, 
como no existe una regulación constitucional, dependerán de 
cada ley los contenidos jurídicos que va a tener en cada caso la 
persona pública no estatal. 


Esa fue mi interpretación y, por tanto, entiendo que perfec- 
tamente se podría establecer -me parece que el texto es más 
esclarecedor- que cualquier ley pueda fijar determinadas con- 
diciones respecto de otras personas públicas no estatales, por- 
que no hay un estatuto específico como en los casos de los 
Entes Autónomos o el de los Servicios Descentralizados. 


Esta es la fundamentación por la que votamos este tema 
con la intención de proteger, en la forma más amplia posible, 
ese derecho de los discapacitados. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor Senador 
Atchugartry. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Señor Presidente: percibo que 
la discusión que inició, a mi juicio con acierto, el señor Sena- 
dor Santoro, y seguida de algún comentario del señor Senador 
Mallo, después tuvo un pasaje en el que me perdí. Digo esto, 
porque creo que no tiene que ver con este asunto el derecho de 
propiedad, ni nada que se le imagine. 


No tengo ninguna duda de que el Estado puede imponer a 
la sociedad cualquier norma sobre contratación de personal; 
después se dirá si es buena o mala o si aumenta los costos o 
no. Pero, insisto, eso no tiene nada que ver con el derecho de 
propiedad y menos aún con el de destituir. 


Por esas razones, considero que hay que modificar este 
artículo, porque puedo decir a una sociedad anónima que dé 
empleo a un discapacitado, pero no que lo destituya. Además, 
¿quién destituye? ¿Acaso el Poder Ejecutivo? No; cuando im- 
pongo una solución de esta naturaleza, habrá un derecho del 
afectado de ir al juez y hacer su reclamo. Podrá haber un 
organismo oficial que imponga multas, pero ¿a quién? Por 
supuesto que no a los directores, sino a la persona jurídica que 
incumple, como sucede en toda obligación jurídica. Puedo im- 
poner a una persona pública de derecho no estatal ésta u otras 
obligaciones, pero está claro que no puedo dar al Poder Públi- 
co el derecho de destituir a quien él no ha designado, pues hay 
una regla básica que indica que sólo puede hacerlo quien de- 
signe. ¿Cómo hago yo para decir al Poder Ejecutivo -pues, de 
lo contrario, no sé a quién- que destituya a alguien que, por 
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ejemplo, surgió de una elección? ¿Hago una elección para des- 
tituir? En el caso de la Caja de Profesionales Universitarios y 
de la Caja Bancaria, varios subdirectores son elegidos por un 
electorado. ¿Cómo se hace para destituirlos? 


Entonces, pienso que la destitución hay que limitarla no 
sólo a quien sea delegado del Poder Ejecutivo sino, también, 
que revista la calidad de funcionario. 


Asimismo, percibo que en esa redacción que presenta el 
señor Miembro Informante -con la que, en principio, estoy de 
acuerdo- tal vez habría que distinguir algo que va de suyo, 
pero que es importante que quede registrado en la versión 
taquigráfica, en la medida en que se apruebe. 


En resumen, estoy a favor de este tema si es que la socie- 
dad asume este tema. 


También quiero dejar constancia de que los gobiernos de- 
partamentales no van a querer aplicar esta disposición, pero no 
en atención a si reúnen o no los dos tercios de votos -ya nos 
ocurrió con la Ley de Funcionarios Públicos de 1990, que 
tenía dos tercios- sino porque van a argumentar que, desde el 
punto de vista constitucional, tienen la facultad originaria, en- 
tre otras cosas, de tomar funcionarios y que el Parlamento 
puede hablar del estatuto de los funcionarios, pero no de la 
facultad del Intendente Municipal o de la Junta Departamental 
de crear o designar cargos. Es así que fueron en son de queja 
por violación de la autonomía departamental, en función de la 
Ley de Funcionarios Públicos, que no sólo hacía esto, sino que 
procuraba establecer algunas limitaciones en la contratación de 
personal. No en vano son las organizaciones que más han cre- 
cido en esta materia. 


En principio estamos de acuerdo con esa salvedad que, 
seguramente, comparte el Miembro Informante en la redacción 
que se ha planteado. Además, dejamos esa constancia, no por- 
que nos guste o no deseemos que las Intendencias Municipales 
sigan este camino o que, incluso, alguna actividad privada pue- 
da seguirlo voluntariamente, sino porque existe ese precedente 
muy concreto de la última vez que el Parlamento intentó regla- 
mentar las facultades de tomar o no personal por parte de las 
Comunas. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Pais. 


SEÑOR PAIS.- Señor Presidente: estoy de acuerdo con las 
expresiones que se han vertido en Sala por parte de algunos 
señores Senadores respecto a que este es un tema de alta sensi- 
bilidad pública y que es una problemática social muy impor- 
tante para el Uruguay. Como bien decía el señor Senador Gar- 
gano, hay más de 200.000 personas que presentan algún tipo 
de discapacidad. 
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Estoy de acuerdo con que la sociedad toda haga un esfuer- 
zO para la inserción laboral de las personas con capacidad 
diferente, pero lamentablemente no lo estoy con respecto a 
este proyecto de ley. 


En primer lugar, entiendo que tal como fue aprobado en 
la Cámara de Representantes, se había apartado del original 
artículo 42 que en su primera parte establecía que «El Estado, 
los Gobiernos Departamentales, los Entes Autónomos, los Ser- 
vicios Descentralizados y las personas de Derecho Público no 
estatales, están obligados a ocupar personas impedidas» y cuan- 
do se refiere al 4%, dice «que reúnan condiciones de idoneidad 
para el cargo, en una proporción mínima no inferior al cuatro 
por ciento de sus vacantes». 


Aquí debo hacer referencia a mi experiencia en el Directo- 
rio de un Ente Autónomo. UTE realizó grandes esfuerzos -no 
solamente en el Directorio que yo integré, sino en anteriores y 
estoy seguro que en el actual también- por integrar a discapaci- 
tados a las tareas de la empresa. Es más; podría señalar ejem- 
plos relevantes a nivel del cuerpo gerencial de funcionarios 
muy destacados de la Administración que presentaban discapa- 
cidad. Sin embargo, cuando se habla de que no se cumple con 
este artículo, creo que se habla en términos algo ambiguos. 
Habría que definir exactamente qué se quiere decir cuando se 
expresa que no se cumple. ¿Lo que se quiere decir es que no se 
cumple con el porcentaje? Tal vez no, pero eso no significa 
que no se esté cumpliendo con la disposición legal, porque en 
el caso de las Empresas Públicas, de los Entes Autónomos y de 
los Servicios Descentralizados, al momento de proveer una 
vacante, se hará una evaluación por los procedimientos que 
cada una de estas empresas tiene, para evaluar justamente las 
condiciones de idoneidad para el cargo, tal como establece la 
ley. Si la persona con capacidad diferente es la más idónea, 
ocupará el cargo y, eventualmente, si fueran las más idóneas, 
se llegará a ese porcentaje y se cumpliría con él. Si esa persona 
no es la más idónea, se estaría cumpliendo con la ley aunque 
no se alcanzara el porcentaje. Esa fue la interpretación que se 
le dio en UTE pacíficamente durante mucho tiempo. Por un 
lado, se hacían grandes esfuerzos por dar igualdad de oportu- 
nidades y por promover la inserción de discapacitados como 
funcionarios del organismo, pero conservando la finalidad últi- 
ma de que se cumplieran los objetivos de la empresa con el 
menor costo posible y con la mayor idoneidad de sus recursos 
humanos. 


Por lo tanto, cuando la iniciativa de la Cámara de Repre- 
sentantes, tendiente a lograr un instrumento jurídico con mayor 
coercibilidad para la aplicación, hace referencia -y sustituye 
todo el artículo 42 de la Ley N* 16.095- a que «El Estado y las 
personas de derecho público no estatales, están obligados a 
ocupar personas impedidas que reúnan condiciones de idonei- 
dad para el cargo, en una proporción mínima no inferior al 4% 
de sus vacantes», deja afuera de la antigua redacción a los 
Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y Gobiernos De- 
partamentales, y creo que acertadamente. 
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Pienso que la solución no es la imposición a las empresas 
públicas, por más loable que sea la finalidad y en esto vuelvo 
a recalcar que estoy de acuerdo con la finalidad que se persi- 
gue y con que la sociedad, el Estado y el Parlamento busquen 
soluciones para esta problemática que existe en cuanto a la 
inserción laboral de los discapacitados. 


Cuando coercitivamente se trata de imponer un porcentaje 
a las empresas públicas, por ejemplo, se va en la dirección 
exactamente contraria a la que hay que ir a juicio de este 
dicente. Creo que uno de los grandes problemas que tienen las 
empresas públicas en sus afectaciones a la competitividad se 
debe a los corsés legislativos que sucesivas normas legales le 
han impuesto en una cantidad de aspectos de su actividad. 
Hemos abogado por ello permanentemente, sosteniendo que 
hay que eliminar dichos corsés, permitiendo una libertad muy 
similar a la que tiene la empresa privada para que puedan 
competir, subsistir y para que no se levanten voces que recla- 
men nuevamente la privatización de las empresas públicas. 


Este proyecto de ley, en sus literales D) y E) -que no logro 
entender en forma clara, naturalmente, por limitaciones pro- 
pias- establece que la Oficina Nacional del Servicio Civil 
deberá elaborar un proyecto de reglamentación del presente 
artículo en el plazo de 60 días a partir de la promulgación de 
esta ley, que elevará al Poder Ejecutivo y éste dispondrá a su 
vez de un plazo de 30 días para su aprobación. En la reglamen- 
tación deberá preverse la forma en que los organismos -¿cuáles 
son? ¿todos los que dice el acápite o el primer inciso del 
artículo 42?- deberán cubrir las vacantes, los requisitos de ido- 
neidad para desempeñar los cargos y el régimen sancionatorio 
para los infractores de la misma, estableciéndose que la omi- 
sión en el cumplimiento de la ley, será pasible de destitución o 
cesantía. 


Me parece que esto es algo que no se adecua, ni siquiera, a 
las disposiciones constitucionales que rigen con respecto a los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 


Digo esto a título de inventario, reconociendo que como 
también me tomó de sorpresa el tratamiento de este proyecto, 
no he tenido tiempo suficiente para estudiarlo en profundidad. 


El literal E) expresa: «El Poder Ejecutivo, Poder Legislati- 
vo, Poder Judicial, Tribunal de Cuentas, Corte Electoral, Tri- 
bunal de lo Contencioso Administrativo, Gobiernos Departa- 
mentales, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y Per- 
sonas de Derecho Público No Estatales, deberán dictar sus 
Reglamentos a efectos de la aplicación de este artículo, en un 
plazo máximo de 60 días contados a partir del día siguiente al 
de aprobación del dictado por el Poder Ejecutivo...». Entonces, 
hace referencia a lo anterior. Y ¿eso significa que el Poder 
Ejecutivo le va a decir a los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados cómo medir los requisitos de idoneidad de su 
personal? Sinceramente, no estoy de acuerdo. Creo que la fina- 
lidad -reitero- es loable; creo que es una inquietud que está en 
la sociedad y en todos nosotros. Creo que razonablemente y 
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dentro del margen que le permite a los Directorios de las em- 
presas públicas obrar sobre este tema, lo han hecho. 


Recuerdo extensas conversaciones sostenidas por integran- 
tes del Directorio de ANTEL, de UTE y autoridades de la 
Comisión respectiva de Salud Pública sobre este tema para 
tratar de acercarnos, en la mayor medida posible, al porcentaje 
establecido por la ley que, por algo, aún no se ha alcanzado. 
¿Nadie se ha preguntado cuál es el motivo por el que no se ha 
cumplido con esta ley después de tanto tiempo de dictada? Si 
lo que era obligatorio era el porcentaje, ¿por qué no se ha 
aplicado? ¿Es que hay insensibilidad en los jerarcas que nece- 
sitan, entonces, ser sancionados y destituidos? ¿Es que nadie 
se ha conmovido ante la situación de los discapacitados en el 
Uruguay y su inserción laboral? No es esa la razón, señor 
Presidente; es porque la instrumentación y aplicación para ha- 
cerla coherente con las finalidades y el logro de los objetivos 
de cada repartición -en este caso, específicamente, las empre- 
sas públicas- no resulta fácil. 


Creo que con esta ley vamos por el camino inverso, desde 
el punto de vista de las empresas, los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados. Reitero que estamos yendo en el 
sentido contrario al cual, a mi juicio, deberíamos transitar. 
Pienso que hay que liberar a las empresas públicas de las nor- 
mativas que las ahogan, que perjudican su competitividad y 
que, de alguna forma, le imponen corsés coercitivos, como 
expusimos muchas veces en el caso de UTE: el porcentaje 
obligatorio de publicidad para el SODRE, el porcentaje de 
protección a la industria nacional, los mayores aportes patro- 
nales, etcétera. Todo esto desnaturaliza la posible subsistencia 
y competitividad y, naturalmente, todo eso se paga con tarifas. 
A la larga, cualquier costo que aumente para la empresa, termi- 
na repercutiendo en su tarifa. 


Por lo tanto, quiero finalizar diciendo que entiendo que el 
problema de los discapacitados es grave para el Uruguay. Re- 
pito esto una vez más para que quede claro y para que mañana 
nadie diga, en algún órgano de prensa que cite parcialmente 
nuestras palabras, que nosotros no estamos de acuerdo con que 
haya mayores oportunidades laborales para los discapacitados. 


Por supuesto que estamos de acuerdo, pero no creemos que 
este sea el camino. Esa es la diferencia. 


Creemos que de alguna manera era mucho mejor el enfo- 
que que hacía -repetimos- la Cámara de Representantes y que 
no es mediante la amenaza de destitución o considerar omisión 
grave y otras calificaciones que hace el proyecto, el camino 
que debemos transitar para lograr el objetivo que se persigue. 


SEÑOR GANDINI- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GANDINI.- Señor Presidente: quiero dejar un par 
de constancias que creo es importante queden evidenciadas en 
el tratamiento de este proyecto. 
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Primero, que estamos promoviendo la sustitución del inciso 
final del artículo 42 de la Ley N* 16.095; por lo tanto, queda 
vigente la redacción actual que establece que el Estado, los 
Gobiernos Departamentales, los Entes Autónomos, los Servi- 
cios Descentralizados y las Personas de Derecho Público No 
Estatal, están obligados a ocupar a personas impedidas en el 
porcentaje que allí se establece. 


Lo que estamos haciendo es modificar el inciso final que 
establecía que «La Oficina Nacional del Servicio Civil contro- 
lará el cumplimiento de esta disposición». Al respecto, se hace 
una extensa redacción de modo que ese control que se enco- 
mendaba exclusivamente a dicha Oficina y que en los hechos 
no ofrecía demasiados resultados, pueda hacerse de una mane- 
ra más efectiva. 


En segundo lugar, incorporamos también -como decía el 
señor Miembro Informante- un último inciso que pretende su- 
perar una situación que muchas veces dejaba sin efecto posibi- 
lidades de ocupar vacantes por parte de personas impedidas, 
dado que sobre todo en el Gobierno Central los cargos revisten 
en planillas que están establecidas en las distintas Unidades 
Ejecutoras, y existiendo en un Organismo, en un Inciso, por 
ejemplo, cien vacantes, estas estaban distribuidas en las diver- 
sas Unidades Ejecutoras y en cada una de ellas, al no llegar al 
mínimo de 25 para que el 4% fuera una unidad, no podía 
llenarse ninguna vacante. 


Este último inciso lo que está estableciendo es que se su- 
mará la totalidad de las vacantes que se produzcan en esas 
Unidades Ejecutoras, reparticiones y escalafones que integran 
cada Organismo para, desde ese número total, calcular el 4% y 
establecer mayores posibilidades para que personas impedidas 
puedan ocupar esos cargos. 


Se trata de un mecanismo que entendemos justo porque las 
vacantes se generan. Es una manera distinta de calcularlo, de 
establecerlo, tomando como base el Organismo y no la Unidad 
Ejecutora, como se podía hacer en los casos anteriores. 


Nos parece que esto es de estricta justicia y que así va a 
tener mejor aplicación la voluntad del Legislador. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el proyecto en general. 


(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 
SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- Deseo hacer el fundamento en dos 
sentidos. Por un lado, en el sentido de que siempre hemos 
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partido de una prioridad de la condición del discapacitado res- 
pecto de la eficiencia eventual de las personas del Estado, es 
decir, de los Entes Autónomos, etcétera. Nos parece que allí 
hay un derecho prioritario. 


Por otra parte, siendo hija de la ley, la persona pública no 
estatal puede perfectamente determinar por un artículo una des- 
titución por incumplimiento de determinados elementos u obli- 
gaciones que establece la ley, porque no hay un texto constitu- 
cional que impida, sin perjuicio de que el texto constitucional 
dice «respetando Constitución, leyes y reglamentos». 


SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: pienso que este 
es un proyecto de ley que apunta a marcar una señal, aunque 
no creo que resuelva la problemática de los discapacitados en 
general, pero es una señal positiva hacia un sector de la pobla- 
ción que evidentemente necesita de estas señales que permitan 
seguir, en el caso de las organizaciones, luchando para encon- 
trar caminos laborales en este caso, pero fundamentalmente de 
solidaridad precisamente a través de ese esfuerzo y de esa 
unidad que el discapacitado a nivel nacional está marcando a 
través de organizaciones departamentales y nacionales. 


Este proyecto de ley, cuyo análisis todos los partidos políti- 
cos asumimos trabajar en ocasión de discutirse el Presupuesto 
General con el compromiso político frente a las organizaciones 
de discapacitados del país, ha sido muy estudiado más allá de 
pequeñas dudas jurídicas o de aplicación del sistema. En este 
sentido creo que es un aporte y una señal muy clara a todo el 
mecanismo de organización institucional del país, en este caso 
a quienes tienen que cumplir con esta ley. 


Además, a nivel de la reglamentación de la propia ley, 
quedará clara seguramente la necesidad de un marco jurídico 
de obligatoriedad que indica la ley y la solidaridad con las 
personas que no están en las plenas condiciones físicas que 
todo ser humano necesita para desarrollarse. Creo que es una 
señal muy positiva y un compromiso asumido que hoy se está 
cumpliendo en esta instancia del Senado de la República. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere dejar una cons- 
tancia. 


Hace unos momentos anunció que la votación de este pro- 
yecto había sido: 24 votos en 25, afirmativa. Posteriormente, 
constató que con el ingreso del señor Senador Heber la vota- 
ción fue: 25 votos favorables en 26. 


En discusión particular. 


Léase el artículo único. 
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SEÑOR SANTORO.- Formulo moción para que se supri- 
ma la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 


Si el Senado lo considera conveniente, se va a votar el 
artículo único con la modificación del inciso final del literal b) 
y la modificación que para el mismo propuso el señor Senador 
Carvalho y al cual nuevamente vamos a dar lectura. 


Léase. 
(Se lee:) 


«Esta disposición será aplicable a quienes representen al 
Estado en los organismos directivos de las personas de dere- 
cho público no estatales.» 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-25 en 26. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(Texto del Proyecto de Ley aprobado) 


«ARTICULO UNICO.- Sustitúyese el inciso final 
del artículo 42 de la Ley N* 16.095, de 26 de octubre de 
1989 por las siguientes disposiciones: 


“El Tribunal de Cuentas, la Contaduría General de la 
Nación, y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
dentro de sus competencias, deberán remitir a la Ofici- 
na Nacional del Servicio Civil la información que resul- 
te de sus registros relativa a la cantidad de vacantes que 
se produzcan en los organismos y entidades obligados 
por el inciso primero. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil solicitará cua- 
trimestralmente informes a los organismos y entidades 
obligadas, incluidas las personas de derecho público no 
estatales --y éstos deberán proporcionarlos-- sobre la 
cantidad de vacantes que se hayan generado y provisto 
en el año. Dichos organismos deberán indicar también 
el número de personas impedidas ingresadas, con preci- 
sión de la discapacidad que padecen y el cargo ocupa- 
do. La Oficina Nacional del Servicio Civil, en los pri- 
meros noventa días de cada año, comunicará a la Asam- 
blea General el resultado de los informes recabados, 
tanto de los obligados como del Tribunal de Cuentas, la 
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Contaduría General de la Nación, y la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto, expresando el total de vacan- 
tes de cada uno de los obligados, la cantidad de per- 
sonas impedidas incorporadas en cada organismo, con 
precisión de la discapacidad que padecen y el cargo 
ocupado, e indicando además, aquellos organismos 
que incumplen con este artículo (artículo 768 de la 
Ley N* 16.736). 


Las personas que presenten discapacidad --de acuer- 
do a lo definido en el artículo 2” de la Ley N* 16.095, 
de 26 de octubre de 1989-- que quieran acogerse a los 
beneficios de la presente ley, deberán inscribirse en el 
“Registro de Discapacitados” que funciona en la órbita 
de la “Comisión Nacional Honoraria del 
Discapacitado (artículo 768 de la Ley N* 16.736, de 5 
de enero de 1996). 


A dichos efectos el Ministerio de Salud Pública de- 
berá certificar la discapacidad. La evaluación se reali- 
zará con un Tribunal integrado por tres médicos de pro- 
bada especialización, sin perjuicio que se disponga la 
integración con sicólogos, asistentes sociales u otros pro- 
fesionales. En dicho dictamen deberá precisarse la dis- 
capacidad que padece la persona, con indicación expre- 
sa de las tareas que puedan realizar, así como aquellas 
que no pueden llevar a cabo. Dicha certificación expre- 
sará si la discapacidad es permanente, y el plazo de 
validez de la certificación. Al vencimiento de la misma 
deberá hacerse una nueva evaluación. A los efectos de 
realizar la certificación, el Ministerio de Salud Pública 
podrá requerir de los médicos e instituciones tratantes 
de las personas discapacitadas --y éstos estarán obliga- 
dos a proporcionarlos-- los informes, exámenes e histo- 
rias clínicas de los mismos. Los profesionales intervi- 
nientes, tanto en la expedición del certificado, como los 
tratantes de las personas discapacitadas, actuarán bajo 
su más seria responsabilidad; en caso de constatarse 
que la información consignada no se ajusta a la reali- 
dad, serán responsables civil, penal y administrativa- 
mente, según corresponda. 


A los efectos de dar cumplimiento a la obligación 
contenida en el presente artículo se establece que: 


A) Se consideran vacantes a todas aquellas situacio- 
nes, originadas en cualquier circunstancia, que determi- 
nen el cese definitivo del vehículo funcional. Esta dis- 
posición no incluye las provenientes de lo dispuesto en 
los artículos 32, 723, 724 y 727 de la Ley N* 16.736, de 
5 de enero de 1996, ni las originadas en los Escalafones 
“K”; Militar, T”, Policial; *G”, "H” y *J”, Docentes y 
“M”, Servicio Exterior. 


B) El incumplimiento en la provisión de vacantes de 
acuerdo a lo preceputado en el inciso primero, apareja- 
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rá la responsabilidad de los jerarcas de los organismos 
respectivos, pudiéndose llegar a la destitución o cesan- 
tía de los mismos por causal omisión, de acuerdo a los 
procedimientos establecidos en la Constitución de la 
República, Leyes y Reglamentos respectivos. Esta dis- 
posición será aplicable a quienes representen al Estado 
en los Organismos Directivos de las Personas de Dere- 
cho Público no Estatales. 


C) El Director de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil será responsable por el incumplimiento de los con- 
tralores cometidos a dicha Oficina pudiéndose llegar a 
la destitución o cesantía del mismo por causal omisión, 
de acuerdo a los procedimientos establecidos en la Cons- 
titución de la República, Leyes y Reglamentos respecti- 
vos. 


D) La Oficina Nacional del Servicio Civil deberá 
elaborar un proyecto de reglamentación del presente ar- 
tículo en el plazo de 60 días a partir de la promulgación 
de esta ley, que elevará al Poder Ejecutivo; éste dispon- 
drá a su vez de un plazo de 30 días para su aprobación. 
En la reglamentación deberá preverse la forma en que 
los organismos deberán cubrir las vacantes, los requisi- 
tos de ideoneidad para desempeñar los cargos y el régi- 
men sancionatorio para los infractores de la misma, es- 
tableciéndose que la omisión en el cumplimiento de la 
ley, será pasible de destitución o cesantía. 


E) El Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Ju- 
dicial, Tribunal de Cuentas, Corte Electoral, Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, Gobiernos Departa- 
mentales, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados 
y Personas de Derecho Público No Estatales, deberán 
dictar sus Reglamentos a efectos de la aplicación de 
este artículo, en un plazo máximo de 60 días contados a 
partir del día siguiente al de aprobación del dictado por 
el Poder Ejecutivo, debiendo remitirlos, una vez apro- 
bados, a la Oficina Nacional del Servicio Civil para su 
conocimiento. 


F) La Oficina Nacional del Servicio Civil deberá 
impartir los instructivos y directivas para el efectivo 
cumplimiento del presente artículo. 


El cálculo del cuatro por ciento de las vacantes a 
ocupar por personas impedidas se determinará sobre la 
suma total de las que se produzcan en las distintas uni- 
dades ejecutoras, reparticiones y escalafones que inte- 
gran cada uno de los organismos referidos en el inciso 
primero de este artículo. Cuando por aplicación de di- 
cho porcentaje resultare una cifra inferior a la unidad, 
pero igual o mayor a la mitad de la misma, se redondea- 
rá a la cantidad superior”.» 
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11) BUQUES ROU «MONTEVIDEO» Y ROU «<COMO- 
DORO COE>» 


SEÑOR SANTORO.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO.- Señor Presidente: solicito que se pro- 
ceda a efectuar el repartido de un proyecto de ley aprobado 
por la Comisión de Defensa Nacional del Senado mediante el 
cual se autoriza que dos buques de nuestra Armada -el buque 
ROU «Montevideo» y el ROU «Comodoro Coe»- puedan asis- 
tir a la República Argentina a los efectos de participar con la 
Armada de ese país en la cuarta etapa de adiestramiento de la 
flota de mar argentina y, a su vez, participar -porque así fue 
invitada la Armada uruguaya- en los actos conmemorativos de 
un nuevo aniversario de la independencia de Argentina. 


Solicito que se proceda a hacer el repartido y mociono para 
que se declare urgente este asunto y se trate de inmediato en 
razón de que las fechas están muy cercanas al comienzo de 
esta operación que es el 1? de julio próximo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da por el señor Senador. 


(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


12) NEOLIBERALISMO Y SU APLICACION EN EL 
URUGUAY 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: aunque voy a 
hacer llegar mi pedido por escrito a la Mesa, quiero solicitar 
-porque creo que igualmente se puede votar mientras se proce- 
de a hacer el repartido del proyecto de ley cuya urgencia se 
acaba de votar- que en la cuarta sesión ordinaria del mes de 
julio se me autorice a hacer una exposición de cuarenta minu- 
tos sobre el neoliberalismo y su aplicación en el Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud plantea- 
da por el señor Senador Korzeniak. 


(Se vota:) 
-25 en 26. Afirmativa. 
13) CODIGO DE AGUAS 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra para una moción de 
orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Luego de realizar consultas con al- 
gunos miembros de las Comisiones de Constitución y Legisla- 
ción y de Ganadería, Agricultura y Pesca, hemos acordado 
solicitar al Cuerpo que se sirva incluir en el orden del día de la 
sesión de mañana el proyecto de ley venido con aprobación de 
la Cámara de Representantes -concretamente, se trata de la 
Carpeta N* 1201/98- referente a definir conceptos, por vía 
interpretativa, del Código de Aguas. 


Esta iniciativa fue aprobada por unanimidad en la otra Cá- 
mara, y tampoco hay discrepancias en el Senado en torno a su 
contenido. Puesto que es menester que entre en vigencia lo 
antes posible, formulo moción para que, reitero, se incluya en 
el orden del día de la sesión de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción del señor 
Senador Gargano. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


14) BUQUES ROU «MONTEVIDEO» Y <COMODORO 
COE>» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
cuya urgencia fue votada por moción del señor Senador Santo- 
ro: «Autorización de salida de aguas jurisdiccionales de los 
Buques ROU “Montevideo” y ROU “Comodoro Coé” y su tri- 
pulación para participar en el adiestramiento de la flota de mar 
argentina.» 


(Antecedentes:) 
«PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


ARTICULO UNICO.- Autorízase la salida de aguas 
jurisdiccionales del Buque ROU «MONTEVIDEO» y 
Buque ROU «COMODORO COE» pertenecientes a la 
Armada Nacional y su tripulación, a los efectos de par- 
ticipar en el ADIESTRAMIENTO DE LA FLOTA DE 
MAR ARGENTINA, que se realizará en el Puerto de 
Buenos Aires, (Argentina), desde el 1” hasta el 15 de 
julio de 1999 y asistir a los actos conmemorativos que 
se llevarán a cabo con motivo de un nuevo aniversario 
de la Independencia de la República Argentina el 9 de 
julio próximo en el citado puerto. 


Sala de la Comisión, 14 de junio de 1999. 


Walter Santoro Miembro Informante (verbal), Raúl 
Iturria, Carlos M. Garat, Pablo Millor, José Korze- 
niak, Wilson Sanabria, Ronald Pais, Albérico Cesar 
Segovia. Senadores.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
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(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Santoro. 


SEÑOR SANTORO.- Señor Presidente: ya dimos cuenta 
de las razones por las cuales se solicita autorización para que 
dos buques integrantes de nuestra Armada puedan salir de aguas 
jurisdiccionales uruguayas, a los efectos de participar, con la 
Armada Argentina, en la Operación denominada «Adiestra- 
miento de la Flota de Mar Argentina» y, a su vez, en los actos 
que se llevarán a cabo en ese país con motivo de un nuevo 
aniversario de su independencia. 


Dado que la operación comenzará el 1” de julio y que el 
proyecto tendrá que ser aprobado por la Cámara de Represen- 
tantes, hemos solicitado que se trate con urgencia y, también, 
ahora pedimos que se vote. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto. 

(Se lee:) 


«Artículo Unico.- Autorízase la salida de aguas ju- 
risdiccionales del Buque ROU “MONTEVIDEO” y Bu- 
que ROU 'COMODORO COPE? pertenecientes a la Ar- 
mada Nacional y su tripulación, a los efectos de partici- 
par en el ADIESTRAMIENTO DE LA FLOTA DE 
MAR ARGENTINA, que se realizará en el Puerto de 
Buenos Aires (Argentina), desde el 1” hasta el 15 de 
julio de 1999 y asistir a los actos conmemorativos que 
se llevarán a cabo con motivo de un nuevo aniversario 
de la Independencia de la República Argentina el 9 de 
julio próximo en el citado puerto.» 
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-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-24 en 25. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


15) NUMERALES 18 Y 19 DEL ORDEN DEL DIA 
SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA.-- Señor Presidente: si el Senado está 
de acuerdo, creo que podríamos tratar, con carácter urgente, 
los numerales 18) y 19) del orden del día y votarlos, puesto 
que también refieren a proyectos de ley que tienen que ver con 
la salida de buques uruguayos para participar en las Operacio- 
nes «Júpiter Vll» y «SALVEX VIID. En ambos casos, las 
iniciativas fueron aprobadas por la Comisión de Defensa Na- 
cional del Senado. Por lo tanto, formulo moción en tal sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
16) OPERACION «JUPITER VID» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el primero 
de los asuntos cuya urgencia fue votada, numeral 18) del orden 
del día: «Proyecto de ley por el que se autoriza la salida de 
aguas jurisdiccionales del Buque ROU “General Artigas” y su 
tripulación para participar en la Operación Júpiter VIP. (Carp. 
N* 1382/99 - Rep. N* 901/99).» 


(Antecedentes:) 
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«Carp. N* 1382/99 
Rep. N* 901/99 


LADBRAHAAORIENTATTDET URUGUAY 


Ministerio de Defensa Nacional 


MENSAJE 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL. - 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES. - 
MINISTERIO DEL INTERIOR.-“ 


2 7 ABR, 1999 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL. - 


Montevideo, 


LICENCIADO DON HUGO FERNANDEZ FATINGOLD.- 

El Poder Ejecutivo remite a bu consideración el Proyec- 
to de Ley que se adjunta, a efectos de que ese Cuerpo conceda 
la autorización establecida en el numeral 12, del artículo 85 
de la Constitución de la República, para la participación del 
Buque R.O.U. "GENERAL ARTIGAS" de la Armada Nacional en la 
Operación "JUPITER VII", que se realizará en la República 


E ii 
La referida Operación se llevará a cabo desde el 17 
hasta el 27 de julio de 1999, fuera. de aguas jurisdiccionales 
nacionales. -- ==. ooo | Lon o--- romero 
Por lo EOS se encarece a dicho Cuerpo la aproba- 


ción del Proyecto de Ley que se acompaña. --===-==-- == -=--- 


Saluda al señor Presidente con la mayor copSideración.-.. 


JUPN 1UISYSTORACE 


PRESIDENTE DULA NEPUBLIGA 


15 de Junio de 1999 CAMARA DE SENADORES 


REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


Ministerio de Defensa Nacional 


PROYECTO DE LEX 


ARTICULO lro.- Autorízase la salida de aguas jurisdiccionales 
del Buque R.0O.U. "GENERAL ARTIGAS" perteneciente a la Armada 
Nacional y su tripulación, a los efectos de participar en la 
Operación "JUPITER VII", que se realizará en la República 


Argentina, desde el 17 hasta el 27 de julio de 1999.--------- 


ARTICULO 2do.- Comuníquese, publíquese, archívese.---=-=------ 


C.S.-173 


174-C.S. 


SEÑOR PRESIDENTE.-Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Sanabria. 


SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: se trata de una 
Operación vinculada al salvataje de vidas humanas en caso de 
accidentes marítimos, consistente en el lanzamiento de un ob- 
jeto a aguas jurisdiccionales argentinas. 


El país sólo ha participado en algunas de estas Operaciones 
que tienen un neto carácter humanitario. Es por ello que la 
Comisión aconseja al Senado la aprobación de este proyecto 
de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

-20 en 22. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1*. 


(Se lee:) 


CAMARA DE SENADORES 


15 de Junio de 1999 


«Artículo 1*.- Autorízase la salida de aguas jurisdic- 
cionales del Buque ROU “GENERAL ARTIGAS” per- 
teneciente a la Armada Nacional y su tripulación, a los 
efectos de participar en la Operación JUPITER VIT, 
que se realizará en la República Argentina, desde el 17 
hasta el 27 de julio de 1999.» 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-20 en 22. Afirmativa. 

El artículo 2” es de orden. 


En consecuencia, queda aprobado el proyecto de ley, que 
se comunicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


17) OPERACION «SALVEX VIID» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el numeral 
19) del orden del día: «Proyecto de ley por el que se autoriza 
la salida de aguas jurisdiccionales del Buque ROU “Vanguar- 
dia” y su tripulación para participar en la Operación 'SALVEX 
VII. (Carp. N* 1396/99 - Rep. N* 903/99)» 


(Antecedentes:) 
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REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY TA «Carp. 1396/99 
o Rep. N* 903/99 


Ministerio de Defensa Nacional 


MINISTERIO DE DEFENSA NACTONAL. - 
MINISTERIO DEL INTERIOR. - 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, - 

99018755 Montevideo, 21 BAYO 1999 
SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAJ,. - 
LICENCIADO DON HUGO FERNANDEZ FAINGOLD.- 

El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a 
ese Cuerpo, a fin de someter a su consideración acorde a lo 
preceptuado por el eri 12 del artículo 85 de la 
Constitución de la República el adjunto Proyecto de Ley por 
el cual se autoriza al Buque ROU VANGUARDIA de la Armada 
Nacional a participar en la Operación "SALVEX VIII" que se 
realizará con la Armada de la República Federativa del 
Brasil.-===--=------- A A 

La referida Operación se llevará a cabo desde el 
liro. hasta el 9 de agosto de (1999, fuera de aguas 
jurisdiccionales nacionales. === nro 

Por lo expuesto, se encarece a dicho Cuerpo la 
aprobación del Proyecto de Ley que se acompaña. --=--=--=----- 

Saluda al .señor Presidente con. la mayor 


consideración. => ooo fa 


A GIA TN 
DE LA REPUBL ICA 


PRESIDENT 
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AICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


Ministerio de Defensa Naciona! 


EBROLIZSE€ TO DE L EX 
ARTÍCULO 1lro.- Autorízase la salida de aguas jurisdiccionales 
del Buque ROU VANGUARDIA perteneciente a la Armada Nacional y 
su tripulación, a los efectos de participar en la Operación 
"SALVEX VITI", que se realizará con la Armada de la 
República Federativa del Brasil desde el 1lro. hasta el 9 de 


agosto de 1999. 


ARTICULO 2do.- Comuníquese, publíquese, archívese. ---==-=-=-“- 


15 de Junio de 1999 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, que en este caso 
lo es el señor Senador Iturria. 


SEÑOR ITURRIA.- Señor Presidente: esta es otra tarea 
que históricamente se cumple con la Armada del Brasil y que 
tiene por objeto la interrelación y un trabajo conjunto que 
procuran un mejor adiestramiento, aprovechando las caracte- 
rísticas especiales y particulares del Buque ROU «Vanguar- 
dia», específicamente, en lo que tiene que ver con el salvamen- 
to de submarinos y de tripulaciones atrapadas. 


Este trabajo conjunto sirve a ambas Fuerzas y, por supues- 
to, a todo lo relacionado con el contralor, la vigilancia y la 
ayuda en el mar en aquellas zonas que ambos países tienen la 
responsabilidad de atender y custodiar la seguridad, concreta- 
mente, en lo que hace a los barcos de transporte de personas y 
de bienes que circulan por la región. 


Por consiguiente, es altamente destacable la tarea simultá- 
nea que ambos países llevan a cabo, así como la buena rela- 
ción que esto genera para sus Armadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 


-22 en 23. Afirmativa. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-177 


-En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


«Artículo Unico.- Autorízase la salida de aguas ju- 
risdiccionales del Buque ROU VANGUARDIA perte- 
neciente a la Armada Nacional y su tripulación, a los 
efectos de participar en la Operación «SALVEX VIID», 
que se realizará con la Armada de la República Federa- 
tiva del Brasil desde el 1ro. hasta el 9 de agosto de 
1999.» 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22 en 23. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


18) ASIGNACION FAMILIAR 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en primer término del orden del día: «Proyecto 
de ley por el que se extiende el beneficio de la Asignación 
Familiar a todos los hogares de menores recursos. (Carp. 
N* 1198/98 - Rep. N* 795/98 Anexo 1/99).» 


(Antecedentes:) 
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«Carp. N” 1198/98 
Rep. N* 795/98 


Camada Hmerententes 


. e 
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Artículo. 1*%.- Extiéndese la prestación prevista en el 
artículo 2”? del Decreto-Ley N” 15.084, de 9 de diciembre de 1980, 
a todos los hogares de menores recursos. 


A tales efectos la reglamentación establecerá: 


A) El límite máximo de ingresos del núcleo familiar para 


ser incorporado a esta prestación. 


B) El orden de prelación que tomará en cuenta 
prioritariamente los hogares en los que los trabajadores 
atributarios, hombre o mujer, que tengan menores a su 
cargo, hayan agotado su cobertura por la Dirección de 
Seguros de Desempleo (DISEDE) sin obtener nuevo empleo 


o en los que la mujer es el único sustento. 


C) El mónto de la prestación, que no podrá ser inferior 
al dispuesto por el inciso primero del artículo 26 de 
la Ley N” 16.697, de 30 de abril de 1995. 
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D) Sin perjuicio de los controles del Banco de Previsión 
Social (BPS), el Instituto Nacional del Menor (INAME) 
realizará el seguimiento del bienestar del menor en las 
condiciones que establezca la reglamentación, a efectos 
de inspeccionar el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la misma, particularmente el cumplimiento 


efectivo de la asistencia escolar obligatoria. 


Artículo 2*%.- Los beneficiarios de la prestación son los hijos 
o menores a cargo de los atributarios referidos en el artículo 1”, 


desde su nacimiento hasta los dieciocho años de edad. 


Artículo 3*%.- En caso de que cualquiera de los atributarios 
obtenga nuevo empleo, las prestaciones serán las que estatuye 
el Decreto-Ley N” 15.084, de 9 de diciembre de 1980, y sus 
disposiciones modificativas y complementarias. 


Declárase incompatible la percepción de la prestación que 
se establece para hogares de menores recursos, con la prevista 
en el Decreto-Ley N” 15.084, de 9 de diciembre de 1980. 

Artículo 4*%.- Las erogaciones correspondientes al presente 


régimen serán atendidas a través de una partida especial por parte 
de Rentas Generales. 


Artículo _5?.- La partida a que refiere el artículo anterior, 
se conformará con la recaudación proveniente de aplicar, sobre 
las remuneraciones fictas de los afiliados activos, el aumento 
de tasa del Impuesto a las Retribuciones Personales dispuesto 
por los artículos 22 y 23 de la Ley N” 16.697, de 30 de abril 
de 1995, que no está comprendida en el artículo 501 de la Ley 
N* 16,320, de 1? de noviembre de 1992. Dicho importe será percibido 
por Rentas Generales, el 50% (cincuenta por ciento) a partir de 
la promulgación de la presente ley y el 50% (cincuenta por ciento) 
restante desde el. 1* de enero del 2000. 


180-C.S. CAMARA DE SENADORES 


Artículo 6*%.- Facúltase al Poder Ejecutivo a realizar las 


economías necesarias en los rubros 2 y 3 de los Incisos 02 a 14 


a los efectos de la presente ley. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 


Montevideo, a 6 de octubre de 1998. 


Az z 
(5 'TROBO 


Presidente 


15 de Junio de 1999 
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CÁMARA DE SENADORES 


COMISIOM DE ASUNTOS 
LABORALES Y SEGURIDAD SOCIAL. a 


INFORME 


Al Senado: 


El Estado uruguayo ha procurado históricamente asegurar a todos los miembros 
de la sociedad condiciones básicas para una vida digna, buscando así proteger a la familia y 
sus integrantes. 


La legislación sobre seguridad social, entre la que ocupa un lugar destacado la 
asignación familiar, ha sido instrumento esencial en el reconocimiento y la preservación de 
estas condiciones de vida. 


Este reconocimiento inplica la concepción del subsidio no como mera 
contrapartida de la productividad del trabajador, sino que basa su función en proteger a 
aquellos miembros del grupo social que por su edad no producen, pero a los cuales por ser el 
futuro de nuestra Nación, el Estado debe asegurar un mínimo de bienestar. 


No obstante el espíritu original que animó el sistema, por razones de 
financiación, la legislación vinculó cl beneficio de asignaciones familiares a la existencia de 
un contrato de trabajo, 


A partir de 1984 asistimos en nuestro país a una sensible disminución de la 
pobreza y a una mejora en la distribución del ingreso. 


Sin embatgo este logro no alcanzó a todos los sectores sociales por igual, 
permancciendo algunos postergados. Entre óstos los más afectados han sido los niños de 
corta edad. Cast la mitad de nuestros niños nacen en cl 20% do los hogares con más bajos 
Ingresos. 


Nos encontramos entonces ante la alarmante realidad de la pobreza extrema 
concentrada en la población infantil. 


Asistimos con gran preocupación a un proceso de disgregación social, al 
ampliarse dramáticamente la brecha que separa las diferentes expectativas de vida en el 
conjunto de la sociedad, 


Cuánto más preocupante cuando son nuestros niños quienes sulten en forma 
inás acucrante esta realidad. 


En este marco, el Banco de Previsión Social informó que ascienden a doscientos 
cuarenta mil los niños que no perciben la asignación familiar, 
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Si las políticas públicas desatienden a los miembros más débiles y vulnerables de 
la sociedad y la inversión no es dirigida a sustentar las potencialidades de su desarrollo e 
inserción, nos arriesgamos a que se debiliten progresivamente las condiciones para la 
sociabilidad futura del país todo. 


La infantilización de la pobreza debe ser jerarquizada como problema nacional y 
ocupar un lugar fundamental en las prioridades del Estado. 


La asignación familiar, por cl origen de su financiamiento, ha tenido vinculación 
dirccta con el activo aportante; pose a que desde hace años cl financiamiento dejó csa 
característica, pues ya no liene aporte vinculante y depende de Rentas Generales. 


Por esta realidad la asignación familiar presenta hoy una gran incongruencia con 
su concepción. A los niños que más necesitan del aporte de la comunidad (esto es cuando el 
jefe de la familia pierde el empleo, y peor aún cuando vence la cobertura del Seguro de 
Desempleo y en los casos en que la mujer es la joía del hogar), el sistema les niega toda 
cobertura, que en cambio sí otorga a hogares con mayores ingresos, 


La asignación por hijo es un subsidio del cual es receptor el padre, poro cuyo 
destinatario final debe ser el miño. 


El presente proyecto de ley, en consecuencia, propone la progresiva 
universalización de la prestación, considerando prioritariamente las situaciones destacadas “ul 
supra”. 


A efectos de posibilitar económicamente este esfuerzo, se propone reencausar un 
aporte que, probablemente en forma no demasiado advertida, hoy no se vierte a su 
destinatario natural. 


Nos referimos al Impuesto de las Retribuciones Personales (LR.P.) de los 
profesionales, que no sigue el mismo destino que el aportado por la Caja Notarial o 
Bancaria. 


Todos los activos, aún los que no dependen del B.P.8S., policías, soldados, 
escribanos y bancarios; entregan el LR.P. a Rentas Generales. Los universitarios, en ejercicio 
liberal de la profesión, pagan el LR.P. y la Caja de Profesionales Universitarios lo vierte al 
Estado. 


lin 1992 el LR.P. era del 2% y significaba U$S 3:000.000 para una Caja que 
casi no tenía superávit. En ese contexto solicita quedarse con ese imporle, requerimiento que 
fue atendido por el gobierno de la época. 
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El ajuste de 1995 elevó del 2% al 6% cl LR.P., agregando U$S 9:000.000 
anuales no solicitados por la Caja. El superávit de la misma se ha visto incrementado hasta 
alcanzar los U$S 18:000,000 en 1997, 

Se propone una solución transaccional que consiste cn mantener como subsidio 
a la Caja el 2% del LR.P. solicitado por ésta en la Rendición de Cuentas de 1992, pero 
retornando a Rentas Generales la recaudación proveniente del incremento de tasa dispuesto 


por el ajuste de 1995. 


Se pretende de costa forma mejorar la calidad del gasto procurando respuestas 
colectivas a favor de los sectores más carenciados. 


En la convicción de que se trata de una opción posible y que no admite demora 


es que se propone la aprobación de este proyeclo. 


Sala de la Comisión, a 23 de noviembre de 1998. 


JORGE GANDINI 
Miembro Informante 


LUTS BREZZO 


CARLOS M. GARAT 


RAFAEL MICHELINI 


LUIS B. POZZOLO 
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CAMARA — DE REPRESENTANTES 


Comisión de Hacienda: 


INFORME 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Hacienda, señala como 
antecedente el proyecto de ley presentado por los señores Representan- 
tes Daniel Corbo y Julio Lara. 


Consideró las opiniones vertidas por el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Ministerio de Economía y 
Finanzas y particularmente las del Banco de Previsión Social, que 
aportó reflexiones y datos relevantes y sugerencias de redacción, que 
fueron debidamente incorporadas. 


, Naturalmente, en cuanto al financiamiento, se 
tomaron en cuenta las consideraciones de la Directiva de la Caja de 
Pensiones y Jubilaciones de Profesionales Universitarios. 


En atención a lo expuesto, y en el convencimien- 
to que la iniciativa es un avance conceptual mayor en materia de 
equidad, y que en términos prácticos comprende una respuesta eficaz a 
quienes mayores necesidades presentan, es que vuestra Asesora aconseja 


la aprobación del adjunto proyecto de ley, sustitutivo y amplían la 
información. 


La asignación familiar-antecedentes 


La asignación por hijo es un subsidio cuyo destinatario final es el 
niño, siendo su receptor el padre. En su origen fue contributiva, esto 
es, se crearon las llamadas Cajas de Asignaciones Familiares, en base 
a aportes obrero-patronales. La consecuencia fue que sólo los hijos de 
los activos recibieron la prestación. 


A partir de comienzos de la década de los 80 se eliminaron los 
aportes vinculados a esta prestación, en consecuencia es un subsidio no 
contributivo, con cargo a Rentas Generales. 


El Banco de Previsión Social informó a la Comisión, que doscientos 
cuarenta mil niños no la perciben. 


Dicho Organismo estima que de ese total, más de ochenta mil niños 
se encuentran en las dos situaciones: 


A) Cuando el padre está desocupado y cubierto por DISEDE (Direc- 
ción de Seguros de Desempleos), pierde la asignación al 
terminar la cobertura y no obtener un nuevo empleo. 


B) En los casos de familias monoparentales, que la mujer es jefe 
de hogar sin ingresos formales. 


say 
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El costo para atender estas dos últimas situaciones puede llegar a 
un máximo de US$ 11.000.000 anuales y el de la universalización 
completa, ronda en los US$ 30.000.000. 


Es de señalar que pese a lo modesto que puede parecer el importe de 
la asignación por hijo, para estos hogares significará un incremento 
relevante de sus ingresos. Por demás hay argumentos de elemental 
equidad para comenzar a dar señales de presencia solidaria de la 
sociedad. 


El financiamiento propuesto 


Se encontró una situación de excepción. En efecto todos los activos 
entregan el Impuesto a las Retribuciones Personales a Rentas Generales, 
aun los que no dependen del Banco de Previsión Social, es decir, 
policías, soldados, escribanos y bancarios. Sólo los universitarios, en 
ejercicio liberal de la profesión, aunque lo pagan, la Caja de: -. 
Profesionales Universitariosno lo vierte al Estado. La cifra es de * 
US$ 13.000.000 al año. ? 


En 1992 el Impuesto a las Retribuciones Profesionales era del 2% y 
significaba US$ 3.000.000 para una Caja que casi no tenía superávit. En 
ese contexto solicita quedarse con este importe, en la misma Rendición 
de Cuentas que introdujo la reforma jubilatoria (la que luego fue 
derogada en el Plebiscito de 1994). En ese contexto, con la expectativa 
de ahorros en el Banco de Previsión Social, fue natural que el Gobierno 
de la época buscara atender a la Caja. 


El ajuste de 1995 realizado para nivelar las cuentas del Estado 
Central, elevó del 2% al 6% el Impuesto a las Retribuciones Profesio- 
nales, agregando US$ 9.000.000 anuales no solicitados por la Caja. 


Esta situación le permitió acumular más de US$ 90.000.000, que le: 


rentan US$ 11.000.000 anuales de intereses, según se detalla más”? 
adelante. 


La Caja en su concurrencia a la Comisión de Hacienda, informó que 
en 1991 el superávit fue de apenas US$ 1.000.000, pero en adelante: 


Año Superávit Total 


1995 


1996 


En millones de dólares 
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Financiamiento acordado 


La Comisión en mayoría propone al Cuerpo una solución transaccio- 
nal, que consiste en mantener como subsidio a la Caja el 2% del 
Impuesto a las Retribuciones Profesionales solicitado por ésta en la 
Rendición de Cuentas de 1992, pero retornar a Rentas Generales la 


recaudación proveniente del incremento de tasa dispuesto por el ajuste 
de 1995, 


En tal sentido corresponde destacar que los fondos que obtuvo la 
Caja por tal concepto son de tal entidad, que sólo por intereses, le 
rinde US$ 11.000.000 anuales, esto es más que el adicional que se 

« retorna a Rentas Generales. 


Por último, se faculta al Poder Ejecutivo a fijar algunos ahorros 
en los Rubros 2 y 3 del Presupuesto excluyendo Educación y Salud 
Pública a los efectos de cubrir la diferencia que eventualmente sugiete 
entre los recursos y las erogaciones dispuestas. " 


Sala de la Comisión, 18 de junio de 1998. 


ALEJANDRO ATCHUGARRY 
Miembro Informante 
' JULIO AGUIAR 
FEDERICO BOSCH 
JOSE CARLOS CARDOSO 
DANTEL GARCIA PINTOS 
ALVARO ALONSÓ, con salvedades 
ENRIQUE RUBIO, con salvedades 
relativas a su financiamiento 
IVAN POSADA, con salvedades 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%.- Extiéndese la prestación prevista en el artícu- 
lo 2” del Decreto-Ley N”* 15.084, de 9 de diciembre de 1980, a todos los 
hogares de menores recursos. 


A tales efectos la reglamentación establecerá: 


A) El límite máximo de ingresos del núcleo familiar para ser 
incorporado a esta prestación. 


B) El orden de prelación que tomará en cuenta prioritariamente 
los hogares en los que los trabajadores atributarios, hombre 
o mujer, que tengan menores a su cargo, hayan agotado su - 
cobertura por la Dirección de Seguros de Desempleo (DISEDE) 
sin obtener nuevo empleo o en los que la mujer es el único 
sustento. 


Cc) El monto de la prestación, que no podrá ser inferior al 
dispuesto por el inciso primero del artículo 26 de la Ley 
N* 16.697, de 30 de abril de 1995. 


D) Sin perjuicio de los controles del Banco de Previsión Social 
(BPS), el Instituto Nacional del Menor (INAME) realizará el 
seguimiento del bienestar del menor en las condiciones que 
establezca la reglamentación, a efectos de inspeccionar el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en la misma, 
particularmente el cumplimiento efectivo de la asistencia 
escolar obligatoria. 


Artículo 2%.- Los beneficiarios de la prestación, son los hijos o 
menores a cargo de los atributarios referidos en el artículo 1”, desde 
su nacimiento hasta los dieciocho años de edad. 


Artículo 3*.- En caso de que cualquiera de los atributarios obtenga 
nuevo empleo, las prestaciones serán las que estatuye el Decreto-Ley 
N* 15.084, de 9 de diciembre de 1980 y sus disposiciones modificativas 
y complementarias. 


Declárase incompatible la percepción de la prestación que se 
establece para hogares de menores recursos, con la prevista en el 
Decreto-Ley N* 15.084, de 9 de diciembre de 1980. i 

Artículo 4*%.- Las erogaciones correspondientes al presente régimen 
serán atendidas a través de una partida especial por parte de Rentas 
Generales, con cargo a los siguientes créditos: 


A) La recaudación proveniente de aplicar, sobre las remuneracio- 
nes fictas de los activos, el aumento de tasa del Impuesto a 
las Retribuciones Personales, dispuesto por los artículos 22 
y 23 de la Ley N” 16.697, de 30 de abril de 1995, que no está 
comprendida por lo dispuesto en el artículo 501 de la Ley 
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N” 16.320, de 1” de noviembre de 1992. Tal recaudación queda 
afectada, exclusivamente, al financiamiento de esta ley, 
habilitándose un crédito anual por igual importe. 


B) La diferencia no cubierta por lo dispuesto en el inciso 
anterior será atendida por transferencia de créditos que 
realizará el Poder Ejecutivo con cargo a los Rubros de funcio- 
namiento 2 y 3 de los Incisos 02 a 14. A tales efectos se 
restringirán las adquisiciones y contrataciones no imprescin- 
dibles para el cumplimiento de los cometidos principales de 
los referidos Incisos. 


Sala de la Comisión, 18 de junio de 1998. 


ALEJANDRO ATCHUGARRY 
Miembro Informante 
JULIO AGUIAR 
FEDERICO BOSCH 
JOSE CARLOS CARDOSO 
DANIEL GARCIA PINTOS 
ALVARO ALONSO, con salvedades 
ENRIQUE RUBIO, con salvedades re- 
lativas a su financiamiento 
IVAN POSADA, con salvedades 
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CAMARA DE REPRESENTANTES 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.- Facúltase al Poder Ejecutivo a extender la prestación 
prevista en el artículo 2” del Decreto-Ley N” 15.084, de 9 de diciembre 
de 1980, a todos los hogares de menores recursos, excluidos del 
artículo 3* de dicha norma. 


A tales efectos la reglamentación establecerá: 


A) El límite máximo de ingresos del núcleo familiar para ser 
incorporado a esta prestación. 


B) El orden de prelación que tomará en cuenta prioritariamente 
los hogares cuyo jefe de familia agotare su cobertura por la 
Dirección de Seguros de Desempleos (DISEDE) sin obtener nuevo 
empleo y en los que la mujer es el único sustento de la misma, 
cualquiera sea su condición civil y edad. 


C) El monto de la prestación, que no podrá ser inferior al 
dispuesto por el inciso primero del artículo 26 de la Ley 
N* 16,697, de 2 de mayo de 1995. 


D) Un sistema de seguimiento del bienestar del menor, que 
incoporará control médico regular y cumplimiento de la 
asistencia escolar obligatoria. 


Artículo 2”.- Derógase el artículo 501 de la Ley N* 16.320, de 1” 
de noviembre de 1992. La totalidad de los recursos que ahorre a Rentas 
Generales la presente disposición, será utilizado, exclusivamente, a 
financiar lo dispuesto por el artículo anterior. 


Montevideo, 11 de marzo de 1998. 


DANIEL CORBO 
Representante por Montevideo 
ALEJANDRO ATCHUGARRY 
Representante por Montevideo 
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EXPOSICION DE MOTIVOS 


Antecedentes 


Desde larga data, el Estado uruguayo procuró a través de la 
legislación sobre seguridad social, entre la que ocupa un lugar 
destacado la asignación familiar, asegurar a los miembros más humildes 
de nuestra sociedad condiciones básicas de vida, protegiendo así a la 
familia y a sus integrantes. 


En el génesis del sistema de asignaciones familiares, la doctrina 
nacional lo concebía como un beneficio debido a todos los menores y no 
sólo a los hijos de los trabajadores asalariados. El subsidio no es una 
contrapartida de la productividad del trabajador, sino que basa su 
función en proteger a aquellos miembros del grupo social que por su 
edad no producen, pero a los cuales por ser el futuro de nuestra 
Nación, el Estado debe asegurar un mínimo de bienestar. 


A pesar del espíritu que animó el sistema, la legislación por 
razones de financiación vinculó el beneficio de asignaciones familiares 
á la existencia de un contrato formal de trabajo. 


Con el propósito de ampliar el universo de niños y jóvenes 
beneficiarios del sistema a los de condición más necesitada, indepen- 
dientemente de la existencia o no de un contrato formal de trabajo, los 
Diputados del Partido Nacional (Sector Manos a la Obra) Daniel Corbo y 
Julio Lara presentaron el 22 de agosto de 1995, un proyecto de ley 
sobre la extensión de la prestación del beneficio de asignaciones 
familiares. 


Dicho proyecto, fue informado a la Cámara en la sesión del día 12 
de junio de 1996, por la Comisión de Seguridad Social, que lo acompañó 
en mayoría. La misma recomendó a la Cámara la aprobación de un texto de 
minuta de comunicación al Poder Ejecutivo. En la aprobación de dicho 
texto, queda expresada la concordancia de todos los Partidos Políticos 
en la aspiración de que el Poder Ejecutivo remita una iniciativa, 
extendiendo la prestación del beneficio de la asignación familiar. 


A partir de esa instancia, fue posible acordar los criterios que 
recoge el texto que se pone a consideración de la Cámara. 


Fundamentos 


Todos los estudios sobre la realidad social del país son concluyen- 
tes: en la década de 1984-1994 disminuyó sensiblemente la pobreza y 
mejoró la distribución del ingreso. 


Esta mejora en la performance del país no alcanzó a todos los 
sectores sociales por igual, permaneciendo algunos postergados. Entre 
éstos los más afectados fueron los niños de corta edad. Si tomamos en 
cuenta los dos métodos usados comunmente para medir Ja pobreza, el 
índice (Necesidades Básicas Insatisfechas) o "la línea de pobreza 
relativa" y teniendo en cuenta la encuesta contínua de hogares para el 


sav 
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año 1994, tenemos que para el primer método mencionado, el porcentaje 
de menores de cinco años por debajo del NBI es cuatro veces mayor que 
el porcentaje correspondiente a la población de más de sesenta años y 
casi el doble de los que están por debajo de ese índice en el total de 
hogares. 


Para el segundo método "línea de pobreza relativa" encontramos que 
cuatro de cada diez niños están por debajo de ella, mientras que en el 
total de hogares sólo dos de cada diez lo está. 


Una explicación parcial de la pobreza en los niños la encontrare- 
mos en el hecho de que en nuestra sociedad la reproducción biológica se 
sustenta en forma creciente sobre los hogares más pobres. Es así, que 
en el quinto (20%) de hogares de mayores ingresos nacen el 7% de los 
niños, mientras en el quinto (20%) de los hogares con menores ingresos 
lo hacen el 42%. 


Se concluye entonces la alarmante cifra de que casi la mitad de. 
nuestros niños nacen en los hogares (20% de menor ingreso) más pobres 
del país, lo que resulta paradójico e inquietante. A 


Prácticamente para cualquiera de los factores de pobreza que 
analicemos, encontraremos en ellos una concentración de la población 
infantil. 


Así, en los asentamientos irregulares, donde existe una fuerte 
deficiencia en los servicios básicos, sobre ciento ochenta y ocho 
asentamientos relevados, los menores de dieciocho años llegaban al 
53,8% y los menores de diez años al 33,5%. 


Si las políticas públicas desatienden a los miembros más débiles y 
vulnerables de la sociedad y la inversión social no es dirigida a 
sustentar las potencialidades de su desarrollo, se corre el riesgo de 
debilitar las condiciones para la sociabilidad futura del país todo. 


La infantilización de la pobreza debe ser jerarquizada como 
problema nacional y ocupar un lugar prioritario en la agenda política 
porque es demasiado importante lo que está en juego. 


Alcance del proyecto 


Los proponentes sentimos que a menudo las políticas sociales son 
tributarias de su origen histórico evolutivo, y por tanto presentan 
inconsecuencias. 


Un caso claro lo constituye la asignación familiar, que por el 
origen de su financiamiento (bipartito) tiene vinculación estrictamente 
con el activo aportante. Pese a que desde hace años el financiamiento 
dejó esa característica, pues ya no tiene aporte vinculante y depende 
de Rentas Generales. 


Hoy presenta la mayor incongruencia: los niños que más necesitan 
del aporte de la comunidad, esto es cuando el jefe de familia pierde no 
sólo el empleo, sino que se vence la cobertura del Seguro de Desempleo 
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y los casos en que la mujer es la jefa de hogar, el sistema les niega 
toda cobertura, que sí otorga a los hogares de mayores ingresos. 


En consecuencia, se propone la progresiva universalización de la 


prestación, considerando prioritariamente las situaciones destacadas 
"ut supra", 


Naturalmente es necesario posibilitar económicamente este esfuerzo, 
para lo que se propone reencausar un aporte que, probablemente en forma 
no demasiado advertida, hoy no se vierte a su destinatario natural. Nos 
referimos al Impuesto de las Retribuciones Personales (IRP) de los 


profesionales, que no sigue el mismo destino que el aportado por la 
Caja Notarial o Bancaria. 


Convencidos que mejorar la calidad del gasto, procurando respuestas 
efectivas a favor de los más carenciados es un camino válido Y 
necesario para el Estado moderno, es que se propone la consideración de 
este asunto a la Cámara. 


Montevideo, 11 de marzo de 1998. 


DANTEL CORBO 
Representante por Montevideo 
ALEJANDRO ATCHUGARRY 
Representante por Montevideo 
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es LE PROFESHOINALES UNIVERSITARIOS 


Montevideo, 22 de octubre de 1998. - 


Señor Presidente de la Cámora de Senadores 
Lic Hugo Fernández Hainsold 


De nuestra mayor consideración: 


Con honda preocupación y con la responsabilidad que implica el 
administrar fondos previsionales de un colectivo de casi cincuenta mil personas, el 
Directorio de esta Caja quiere poner en vuestro conocimiento algunas reflexiones 
sobre el financiamiento del proyecto de ley que extiende el beneficio de las 
asignaciones familiares. 


Como es sabido, la Cámara de Representantes acaba de otorgar media 
sanción al proyecto de ley promovido por los Sres. Diputados ALEJANDRO 
ATCHUGARRY y DANIEL CORBO. 


Para ello, se ha manejado y se ha repetido insistentemente, un extremo que 
ño se ajusta a la realidad de los hechos. 


En efecto, el ánimo fue de no quitarle a la Caja todo el LR.P. de los activos 
que percibe desde 1992, por imperio del artículo 501 de la Ley N* 16.320 (como 
establecía el proyecto en principio), sino que se estableció que sólo debe quitarse el 
aumento (no solicitado por la Caja) del año 1995 consecuencia del aumento de 
tasas del LR.P. por Ley de ajuste fiscal. 


Esta última norma (artículo 23 Ley N* 16.697) le dio en 1995 a la Caja un 
impensado aumento de recursos. que a valores constantes significaron USS 
7.709. 739,00 por año. 


Pero, se ignora o se oculta que a los pocos meses, el Parlamento (artículo 
664 Ley N* 16.736) le quitó a la Caja la afectación del LMES.I que había 
dispuesto también la Ley N* 16.320 en su artículo 503. 
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Esto significó una quita de recursos para la Caja de USS 7,7253 460,00 por 


año a valores constantes, 


Se agrega cálculo de ambos recursos, que demuestran lo informado (Ánexo 
Á). 


, 


En conclusión, pues, salvo un pertodo de unos pocos Meses (entre lu Loy ÑN 


No puede, entonces, decirse - ahora en octubre de 1995 - que le van a quitar 
ela Caja, lo que ya le quitaron HACE TRES AÑOS. 


Un Parlamento ecuánime no puede quitarle dos veces el mismo recurso a un 
organismo de seguridad social, administrado y dirigido en forma correcta y 
transparente, a través de la gestión y contralor de sus interesados. 


Lo segundo e importante a tener en cuenta, que tal como está aprobado en la 
Cámara Baja, el proyecto significa una detracción de recursos de U$S 8.800.000,00 
por año y un déficit genuirño anual de ingresos para el Instituto de USS 2.230.000.00 
a valores del año 1997, d partir del segundo año, sin incluir el producido de las 
reservas técnicas. 


Esto surge claramente de la documentación entregada en la Comisión de 
Hacienda de la Cámara de Representantes y es necesario que todos sean 
conscientes de ello. 


En tercer término, reiteramos que a nuestro juicio, no parece sensato ni 
conveniente afectar o modificar los recursos de la Caja, hasta que no se proceda a 
la modernización de su vieja Ley orgánica (Ley N” 12.997), esto es, cuando el 
Parlamento pueda ujustar la edad de retiro, el régimen de traspaso de servicios con 
actualización de los fondos traspasados, ampliar sus potestades en materia de 
inversiones, hacer viable el ingreso de nuevas profesiones y corregir otras variables 
trascendentes para el futuro actuarial del Instituto. 


En tal sentido, conviene recordar que varias iniciativas de este Instituto 
esperan su turno para la consideración legislativa. 
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Por último, y por si fuera poco, la prensa ha anunciado que está a estudio 
del Sr: Ministro de Economía y Finanzas una iniciativa de la Asociación de 
Promotores Privados de la Construcción para abatir o eliminar el gravamen 
dispuesto por el artículo 23 inc. F de la Ley 12.997 (cet. 49 Ley 13.319; art. 95 Ley 
13.426 y art. 204 Ley N* TA 100) y que significa para la Caja un ingreso de SS 
1927.870,00 annales (ver Anexo B). 


Se ha dicho en relación a este recurso - en forma irresponsable - ¿qué tienen 
que ver los obreros de la construcción con la Caja de Profesionales Universitarios? 


Se ignora o se oculta que tal gravamen que se paga en todo plano 
relacionado con la ejecución de obras es el aporie indirecto del usuario de los 
servicios profesionales (sustitutivo del aporte patronal que 10 existe en el ejercicio 
libre de las profesiones) del colectivo de los Arquitectos e Ingenieros Civiles de este 


, 


Pals. 


Como comprenderá el Señor Presidente de la Cámara de Senadores, tal 
despropósito prácticamente contemporáneo con la aprobación en la Cámara de 
Representantes del proyecto ya mencionado, nos hace reiterar lo expresado en 
nuestra declaración del 11 de marzo ppdo.: 

“El Directorio quiere expresar su enérgico rechazo a esta iniciativa 
inconsulta que pretende confiscar los aportes de los profesionales activos de este 
país, con el propósito de desestabilizar una Caja Paraestatal que goza actualmente 
de buena salud financiera y que se encuentra en plena etapa de emprendimientos - 
de gran significación social - que servirán de base para el pago de futuras 
prestaciones.” 


“Para muchos profesionales, este intento de desestabilización financiera 
significa el paso previo a la ya intentada privatización de su sistema (A.F-A.P.S.) 
que fue rechazada por todos los Gremios universitarios del país, por las otras Cajas 
Paraestatales, y por las diecinueve Juntas Departamentales de toda la República, 


que se pronunciaron durante 1997 en apoyo a la autonomía de estos Institutos.” 


Al agradecer la atención que se sirva dispensar a estas reflexiones, le 
reiteramos las consideraciones de nuestra más alta estima. 


Director Secretario e icepresidente en ejercicio 
; de la Presidencia 
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ASESORIA TECNICA DE PLANIFICACION 


Y CONTROL DE GESTION 
ANEXO A 
Montevideo, 21 de octubre de 1998 
AÑO 1995 AÑO 1995 
(en pesos uruguayos) (en dólares) 


Art. 503 Ley 16320 


(Afectación IMESI) 49:133.924.00 7:125,460.00 
AÑO 1996 AÑO 1996 
(en pesos uruguayos) (en dólares) 
Adicional IRP 
(Art. 23 Ley 16697) 60:984,035.00 7:709./39.00 


A e € € PP € (121.0 0 nd 


Gra. NÉLIDA GAMBOGI 
Gerenta de División 
Asesoría Técnica de- Planificación 

y Gonttol de Gestión 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tal como han sido informados los señores Senadores al 
inicio de esta sesión, cabe recordar que el Poder Ejecutivo 
remitió el Mensaje correspondiente a este proyecto, tal como 
había sido reclamado. 


SEÑOR CARVALHO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Señor Presidente: el artículo 97 
del Reglamento del Senado prohíbe a todo Senador intervenir 
en asuntos que se refieran a su interés individual. En lo perso- 
nal, tengo la condición de jubilado de la Caja de Jubilados de 
Profesionales Universitarios. 


En consecuencia, lamentando el hecho de que mi sector 
quede sin representante en la discusión de un proyecto en el 
que participó activamente en la Cámara de Representantes, 
debo cumplir con la disposición reglamentaria y abstenerme de 
participar, razón por la cual me voy a retirar de Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa entiende que dada la 
honorabilidad e independencia de criterio del señor Senador 
sería lamentable que procediera de esa manera. En tal sentido, 
aconsejaría que el Senado autorizara a que el señor Senador 
permaneciera en el recinto. 


SEÑOR ITURRIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ITURRIA.- A raíz de la intervención del señor 
Senador Carvalho debo decir que cuando el año anterior se 
trató este tema dije que aunque me comprendían las generales 
de la ley, de todas maneras iba a opinar. Tengamos en cuenta 
que si aplicáramos estrictamente ese concepto, probablemente 
el Senado quede sin número ya que aproximadamente el 50 % 
de los señores Senadores son profesionales. En consecuencia, 
unos son contribuyentes y otros jubilados, razón por la cual no 
podríamos tratar el tema. 


No obstante lo expresado, dada la naturaleza del proyecto 
de ley, es lógico que podamos ingresar a su discusión ya que, 
insisto, el impedimento que tiene el señor Senador Carvalho lo 
tenemos un número importante de Senadores de todos los par- 
tidos políticos. 


Por consiguiente, habría que dilucidar este aspecto ya que 
si el Senado quedara sin número, no habría por qué entrar a 
discutir la iniciativa. 
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SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Obviamente, me atengo a lo que 
resuelva el Cuerpo; simplemente me sentí obligado a plantear 
esta situación. De todos modos, el artículo 97 establece que la 
Cámara podrá dar autorización, si así lo estima pertinente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia sugiere conceder 
una autorización genérica para participar en este tema dada la 
honorabilidad reconocida de los señores Senadores compren- 
didos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-25 en 26. Afirmativa. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Gandini. 


SEÑOR GANDINI.- Debo declarar mi emoción por haber 
llegado a este punto después de esperar tanto tiempo en el 
primer lugar del orden del día. 


En nuestras bancas, tenemos un proyecto de ley que provie- 
ne de la Cámara de Representantes con media sanción, el que 
contó con varias iniciativas; una de ellas fue la del Repre- 
sentante Nacional Julio Lara, pero la que reunió la aproba- 
ción -con algunas modificaciones- fue la presentada por los 
Representantes Nacionales Corbo y Atchugarry, hoy integrante 
de este Cuerpo y quien ha venido siguiendo los mismos pasos 
que el proyecto, aunque esperamos que si éste vuelve a la 
Cámara de Representantes, no tenga que seguirlo por allá. 


Cabe señalar que esta iniciativa tiene como principal obje- 
tivo extender el beneficio de las Asignaciones Familiares; no 
modifica ni elimina las disposiciones vigentes sino que, repito, 
extiende ese beneficio a otros sectores. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Wilson Sanabria) 


-En la actualidad, el sistema de Asignaciones Familiares 
está regulado por el artículo 2* del Decreto-Ley N* 15.084, del 
9 de diciembre de 1980. Concretamente, esta disposición esta- 
blece que las Asignaciones Familiares se servirán a todo em- 
pleado de la actividad privada -y luego incorpora otros- que 
presten servicios remunerados a terceros y que tenga hijos o 
menores a su cargo. Por ese motivo, se trata de un beneficio 
cuyos destinatarios son los niños, más allá de que lo perciban 
los trabajadores en actividad o aquellos que estando desem- 
pleados perciben las prestaciones del seguro de paro. Históri- 
camente, este beneficio estuvo regulado a través del aporte 
bipartito obrero patronal organizado en función de las antiguas 
Cajas de Asignaciones. Con el tiempo, fue modificado y quedó 
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remunerado o financiado a través del aporte de Rentas Genera- 
les pero, precisamente por su origen histórico, mantuvo esa 
vinculación entre el beneficio y el contrato de trabajo. Por lo 
tanto, perciben este beneficio los hijos menores de edad de 
aquellos hombres o mujeres que trabajan o que están en el 
seguro de desempleo. Sin embargo, cuando pierden el trabajo 
o dejan de percibir el aporte del seguro de paro, también pier- 
den este beneficio que, insisto, no está dirigido al trabajador o 
al padre, sino al hijo. 


En consecuencia, con la aprobación prácticamente unánime 
de la Cámara de Representantes, con el voto de todos los parti- 
dos y con la opinión favorable del Poder Ejecutivo -que hoy la 
hace expresa a través de esta iniciativa que recoge textualmen- 
te el proyecto que tenemos sobre nuestra mesa- se propone una 
extensión de este beneficio a todos los hogares de menores 
recursos, es decir, incorpora un nuevo concepto vinculado no 
ya al contrato de trabajo sino, repito, a la condición de las 
familias más carenciadas. A tales efectos, señala que la regla- 
mentación establecerá algunos criterios, dentro de los cuales el 
orden de prelación tomará en cuenta prioritariamente aquellos 
hogares en que los trabajadores atributarios, hombre o mujer, 
tengan menores a su cargo, hayan agotado su cobertura en 
DISEDE, o en los que la mujer sea el único sustento de la 
familia y no tenga un trabajo regular o formal. 


Entendemos que esta es una iniciativa de alto contenido 
social, particularmente en este momento donde la desocupa- 
ción ha aumentado en el país, donde ha crecido el empleo 
informal al igual que el número de mujeres con hijos a su 
cargo al frente del hogar, sin otro sustento que aquél que pueda 
obtener por sus medios, muchas veces sin un trabajo formal. 
En los últimos años -quizás pueda decirse desde el adveni- 
miento de la democracia- el país ha logrado que la pobreza 
disminuya y que mejore la distribución del ingreso. Sin embar- 
go, esos indicadores que son objetivos, constatables, dejaron a 
algunos sectores postergados, entre los que se encuentran los 
niños de corta edad. Insisto, estos están claramente fuera de 
esas mejoras que ha tenido la sociedad uruguaya. 


Si se toma el índice de las necesidades básicas insatisfe- 
chas que se usa habitualmente para medir la pobreza, vamos a 
encontrar que los niños menores de cinco años que están por 
debajo de esta línea es cuatro veces mayor que el porcentaje 
correspondiente a la población que tiene más de sesenta años, 
y es casi el doble de los que están debajo de ese índice en el 
total de hogares. Quiere decir que la pobreza está más concen- 
trada en los niños menores de cinco años. Si consideramos 
otros métodos, como el de la línea de pobreza relativa, encon- 
tramos que cuatro de cada diez niños están por debajo de esa 
línea, mientras que en el total de hogares sólo dos de cada diez 
lo están. 


También tenemos otras explicaciones que surgen de los 
datos que el país cuenta para medir estos aspectos y que nos 
permiten concluir que en nuestra sociedad la reproducción bio- 
lógica se sustenta en forma lamentablemente creciente sobre 
los hogares de menores ingresos. 
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En el quinto superior de los hogares con mayores ingresos 
nacen en el Uruguay tan sólo el 7% de los niños, mientras que 
en el quinto inferior -es decir, en el 20% de los hogares de 
menores ingresos de nuestro país- nace el 42% de los niños. 
Quiere decir que casi la mitad de los niños en el Uruguay 
nacen en el 20% de los hogares más pobres y es allí donde la 
sociedad debe actuar reasignando recursos y apuntando a lo 
que creemos es un aspecto prioritario de toda sociedad: aten- 
der a los sectores más débiles y vulnerables, en los que cual- 
quier país debe poner el mayor esfuerzo. 


Allí tenemos un problema, y este proyecto de ley intenta 
extender un beneficio hacia esos sectores que, precisamente, 
quedan al descubierto cuando el padre o la madre pierde el 
empleo, cuando la familia es monoparental y tiene a su frente 
una mujer que, muchas veces, está sola, sin el marido que 
pueda hacer un aporte, o cuando existe abandono en la rela- 
ción familiar. 


Por lo tanto, para nosotros esta iniciativa es de estricta 
justicia y pensamos que debemos aprobarla en forma urgente, 
tal como viene de la Cámara de Representantes, incorporando 
estos nuevos conceptos. 


El artículo 1” del proyecto de ley se remite a la reglamenta- 
ción que fija el límite máximo de ingresos del núcleo familiar 
para ser incorporado a esta prestación. Esto podrá ser variable 
según lo entienda el Poder Ejecutivo. 


Asimismo, en el literal siguiente remite a la reglamentación 
que fije el orden de prelación que se deberá tomar en cuenta, 
estableciendo que son prioritarios los hogares -como decía- 
mos- en los que los trabajadores que tengan menores a su 
cargo hayan culminado su cobertura por la Dirección de Segu- 
ros de Desempleo (DISEDE) o en los que la mujer es el único 
sustento. Esta norma se remite, además, al artículo 26 de la 
Ley N* 16.697, de abril de 1995, que es la que establece cuál 
es el monto de esta prestación, que es el mismo que tienen las 
actuales asignaciones familiares. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- La Mesa 
quiere aclarar que en el proyecto de ley que viene de la Cáma- 
ra de Representantes hay una Fe de Erratas, en la que se esta- 
blece que las fechas de promulgación del Decreto-Ley N* 15.084 
y de la Ley N” 16.697, que figuran en dicha iniciativa, están 
equivocadas. En la iniciativa del Poder Ejecutivo la fecha es 
correcta pues se establece que el Decreto-Ley N* 15.084 es del 
28 de noviembre de 1980 y la Ley N* 16.697 es del 25 de abril 
de 1995. De esta forma, daríamos por salvado el error de co- 
municación de la Cámara de Representantes, por lo que no 
habría necesidad de que el proyecto de ley vuelva a ese ámbi- 
to. 


Puede continuar el señor Senador Gandini. 


SEÑOR GANDINI.- Efectivamente, en el Repartido N* 795 
del Senado -que es con el que nos estamos manejando- en las 
Disposiciones Citadas aparece el Decreto-Ley N* 15.084 con 
la fecha correcta, es decir, el 28 de noviembre de 1980. 
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Como decíamos, el literal C) del artículo 1* establece que 
el monto de la prestación no podrá ser inferior al dispuesto por 
el inciso primero del artículo 26 de la Ley N* 16.697, que fija 
el monto de la asignación familiar en un 16% del Salario Míni- 
mo Nacional por cada beneficiario, es decir, por cada niño, 
siempre que el atributario perciba ingresos que no superen el 
equivalente a 6 salarios mínimos. Entonces, establece para este 
otro tipo de asignación familiar o extensión, para los hogares 
de menores recursos, ese mismo monto. 


El literal D) de este mismo artículo dice que sin perjuicio 
de los controles que obviamente tiene que hacer el Banco de 
Previsión Social, el Instituto Nacional del Menor realizará un 
seguimiento del bienestar del menor en las condiciones que 
establezca la reglamentación, particularmente, el cumplimiento 
efectivo de la asistencia escolar obligatoria. Esto nos parece 
muy importante si es que estos controles y seguimientos pue- 
den establecerse en la práctica, porque en estos sectores es 
donde efectivamente se puede constatar una importante deser- 
ción escolar. Precisamente, la percepción de la asignación fa- 
miliar opera como un estímulo para padres a veces un tanto 
desaprensivos para que los niños concurran al sistema educati- 
vo regular, que ahora abre las puertas a niños cada vez de más 
corta edad a través del sistema de educación preescolar, que es 
la mejor forma para incorporar a nuestra sociedad a los niños 
desde edades muy tempranas, sobre todo a los de más bajos 
recursos, ya que allí perciben alimentación y se les brinda otras 
condiciones que les permiten superar carencias que poseen en 
sus hogares paternos. 


El artículo 2” define que los beneficiarios de esta presta- 
ción son los hijos o menores a cargo de estos trabajadores que 
perdieron el empleo o de estas mujeres que son el sustento del 
hogar, siempre que tengan menos de dieciocho años de edad. 


El artículo 3” establece cuáles son las incompatibilidades y 
dice que cuando se obtenga un nuevo empleo por parte de ese 
desempleado que perdió este beneficio porque, precisamente, 
el sistema no lo cubre cuando queda fuera del trabajo, no 
tendrá derecho a esta prestación que hoy estamos consideran- 
do. Asimismo, es incompatible la percepción de ambos siste- 
mas. El que estamos considerando complementa el actualmen- 
te vigente, pero no se pueden sumar; se percibe uno u otro. 


Las últimas tres disposiciones de este proyecto de ley refie- 
ren al financiamiento de esta medida. El Banco de Previsión 
Social ha establecido que en el Uruguay hay 240.000 niños 
que no perciben el beneficio de las asignaciones familiares a 
través de sus mayores y que unos 80.000 de ellos estarían en 
las condiciones que dispone este proyecto de ley, es decir, que 
pertenecen a hogares donde los padres perdieron el empleo o a 
familias monoparentales en las cuales la madre es el sustento. 
Si tomamos esa cifra, el costo aproximado de esta medida 
alcanzaría los U$S 11:000.000 anuales, aproximadamente. 


El artículo 4% dice que esas erogaciones serán atendidas a 
través de una partida especial por parte de Rentas Generales. 
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El artículo 5” establece que «La partida a que refiere el 
artículo anterior, se conformará con la recaudación provenien- 
te»  -la redacción es un tanto compleja, pero inmediatamente 
la desentrañaremos- «de aplicar, sobre las remuneraciones fic- 
tas de los afiliados activos, el aumento de tasa del Impuesto a 
las Retribuciones Personales dispuesto por los artículos 22 y 
23 de la Ley N* 16.697, de 30 de abril de 1995, que no está 
comprendida en el artículo 501 de la Ley N* 16.320, de 1* de 
noviembre de 1992. Dicho importe será percibido por Rentas 
Generales, el 50% (cincuenta por ciento) a partir de la promul- 
gación de la presente ley y el 50% (cincuenta por ciento) res- 
tante desde el 1” de enero del 2000.» 


Quisiera explicar al Cuerpo que lo que este artículo esta- 
blece es que en el año 1992 la Caja de Profesionales Universi- 
tarios solicita al Gobierno de la época retener lo que percibiera 
el Estado por concepto del Impuesto a las Retribuciones Per- 
sonales. En aquel momento, la Caja de Profesionales Universi- 
tarios tenía un pequeñísimo superávit y podía prever situa- 
ciones complicadas para su bienestar o salud financiera. El 
Gobierno de la época accede y en el artículo 501 de la Ley 
N* 16.320 se contempla esta situación, es decir que el Impues- 
to a las Retribuciones Personales -que en aquel momento era 
del 2%- queda en poder de la Caja de Profesionales Universi- 
tarios. De esta manera, la Caja de Profesionales Universitarios 
percibe un monto equivalente a U$S 3:000.000 anuales, con lo 
que supera el frágil superávit que poseía e inicia un proceso de 
capitalización que le permite mejorar su situación. 


Sin embargo, con la ley popularmente denominada «de ajuste 
fiscal» del año 1995, el Impuesto a las Retribuciones Persona- 
les pasa del 2% al 6%, y ni el Legislador ni el Poder Ejecutivo 
-titular de la iniciativa- advierten que existía una situación de 
excepción para la Caja de Profesionales Universitarios con 
relación al resto de los trabajadores del país. Probablemente 
sin quererlo, dicha ley autoriza a la Caja de Profesionales Uni- 
versitarios a percibir el 6% del Impuesto a las Retribuciones 
Personales, con lo que anualmente recauda alrededor de 
U$S 10:000.000. 


Según cifras remitidas por la Cámara de Representantes, 
desde el año 1993 a la fecha, con la vigencia de este nuevo 
sistema, la Caja de Profesionales Universitarios acumula un 
superávit equivalente a los U$S 94:300.000, que se discrimi- 
nan en: U$S 11:700.000 en el año 1993, U$S 20:900.000 en 
1994, U$S 26:300.000 en 1995, USS 17:400.000 en 1996 y 
U$S 18:000.000 en 1997. No tenemos el monto de 1998. 


A partir de esta capitalización legítima, legalmente estable- 
cida, la Caja de Profesionales Universitarios inicia un proceso 
que le permite mejorar su situación. Ellos mismos nos lo dicen 
en algunos comunicados que nos envían, obviamente, oponién- 
dose a este artículo. Señalan que desde la vigencia de la Ley 
N* 16.320, la Caja ha podido adquirir un campo de 7.500 
hectáreas en el departamento de Florida para la forestación e 
iniciar la construcción de un edificio del orden de los 26.000 
metros cuadrados en el Centro de la ciudad de Montevideo -en 
un terreno ubicado en Colonia y Yaguarón- destinado a coche- 
ras, salones comerciales, microcines y unidades habitacionales. 
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Nos parecen saludables las inversiones de esta naturaleza 
que permiten incorporar ingresos genuinos, provenientes de las 
buenas inversiones que hace una Caja de este tipo. Durante 
todo este tiempo hemos transferido recursos a una Caja que 
tiene este subsidio del resto de la sociedad. Todos los trabaja- 
dores del país que aportan a las distintas Cajas -quienes apor- 
tamos al Banco de Previsión Social como quienes aportan a la 
Caja Bancaria, a la Notarial, a la Militar o a la Policial- tienen 
un descuento por concepto del Impuesto a las Retribuciones 
Personales, que engrosa las sumas de Rentas Generales que el 
Gobierno utiliza para cumplir con diversas obligaciones, desde 
pagar sueldos hasta alimentar escolares en régimen de tiempo 
completo en todo el país. Todos los trabajadores, ganen mucho 
O poco, solidariamente aportan a ese sistema. 


El artículo 5” no propone quitar a la Caja de Profesionales 
Universitarios la posibilidad de retener el Impuesto a las Retri- 
buciones Personales que la Ley del año 1992 estableció y que 
equivale a U$S 3:000.000, sino volver a esa situación. La Caja 
de Profesionales Universitarios solicitó ser considerada con el 
Impuesto a las Retribuciones Personales del 2% y lo fue. No 
pidió que se le otorgara el 6%, pero el Parlamento, con una 
iniciativa del Poder Ejecutivo, se lo dio. 


Nos parece que ahora debemos reasignar recursos y no 
hacer que el resto de la sociedad, a través de otros impuestos, 
tenga que financiar esta extensión del beneficio de asignacio- 
nes familiares. Creo que todo el Senado debe coincidir en que 
es una iniciativa merecedora de nuestro apoyo y no debemos 
cargar con esto al resto de los uruguayos porque alguien debe 
financiarla y, si no le ponemos otro destino que el de Rentas 
Generales, finalmente lo paga toda la sociedad. Por lo tanto, 
tenemos que reasignar recursos volviendo paulatinamente -un 
50% a partir de la promulgación de la presente ley y el 50% 
restante desde el 1” de enero del año 2000- a la situación 
vigente en el año 1992 y los primeros meses de 1993. En ese 
entonces, la Caja de Profesionales Universitarios percibía el 
2% del Impuesto a las Retribuciones Personales, y seguirá per- 
cibiendo dicho porcentaje si este proyecto de ley entra en vi- 
gencia. 


Aquí no hay -como se dijo en algunos ámbitos públicos y 
tal como la Caja de Profesionales Universitarios nos menciona 
en algunos comunicados remitidos a todos los Legisladores- 
una animosidad para con ella. Personalmente, no quiero perju- 
dicar a una Caja que funciona legítimamente en el país y lo 
hace bien. Tampoco deben quererlo el señor Presidente de la 
República, que nos ha remitido una iniciativa en el día de hoy, 
ni los señores Ministros que firman junto a él, ni los 50 Repre- 
sentantes Nacionales que votaron esta ley en 52 presentes por 
una negociación que, precisamente, se llevó adelante sobre 
este artículo 5". 


Pienso que no se trata de tener una animosidad ni una 
actitud de querer desfinanciar a la Caja de Profesionales Uni- 
versitarios. Estamos convencidos de que no se va a desfinan- 
ciar, porque la capitalización de U$S 94:000.000 en el año 
1997, que debe ser algo superior actualmente, que gracias a 
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esta situación de excepción se ha podido generar durante estos 
años, hace que por concepto de rentas la Caja de Profesionales 
Universitarios perciba anualmente algo más de lo que este ré- 
gimen vigente le permite recaudar. 


La sociedad ha hecho un esfuerzo durante algunos años. La 
Caja de Profesionales Universitarios seguramente ha adminis- 
trado bien los fondos y ya es hora de que, tanto éste como 
otros subsidios que el Estado ha otorgado, se retiren para ser 
reasignados a otros sectores que son prioritarios en este mo- 
mento. Considero que es de buena administración tomar este 
tipo de medidas. 


Culminamos la exposición sobre este artículo señalando 
que nos parece justo que se aplique de esta manera, permitién- 
dole a la Caja ser la única que tiene la excepción frente a todo 
el resto del país, y a los trabajadores profesionales que contri- 
buyen a esa Caja, ser los únicos que aportan para su propia 
Caja el Impuesto a las Retribuciones Personales en un porcen- 
taje del 2% -en caso de aprobar este proyecto de ley- y que el 
4% restante pase a Rentas Generales, como lo hace el total del 
aporte de todos los trabajadores del país. 


El artículo 6? y último de este proyecto de ley faculta al 
Poder Ejecutivo a hacer algunos otros esfuerzos realizando 
economías en los Rubros 2 y 3 de todos los incisos correspon- 
dientes a la Administración Central, a los efectos de comple- 
mentar lo necesario para poder cubrir los costos de esta inicia- 
tiva, porque estará cubierta en U$S 6:000.000 ó6 U$S 7:000.000 
a partir de lo que dispone el artículo 5”, pero le estarán faltan- 
do U$S 4:000.000 ó U$S 5:000.000, que tendrá que cubrir por 
Rentas Generales o a través de la aplicación de este artículo 6 
que implica ajustar más el cinturón en los organismos de la 
Administración Central. 


Es cuanto quería decir, y quedo a las órdenes del Cuerpo 
para posteriores aclaraciones. 


SEÑOR ATCHUGARRY - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- El señor Senador Carvalho, 
cuando hizo uso de la palabra, manifestó que este proyecto de 
ley nos comprende. Personalmente, llevo 23 años aportando a 
la Caja de Profesionales Universitarios, y salvo que sueñe que 
me van a reelegir tres o cuatro veces más, es la única jubila- 
ción segura que espero tener. Digo esto para comenzar el tema, 
aclarando cuáles son las intenciones que uno tiene para con la 
Caja. 


Quisiera contarle al Cuerpo acerca de algunas circunstan- 
cias que me han tocado vivir. En primer lugar, la que tiene que 
ver con el origen del proyecto de ley, que fue presentado en 
1995 por los señores Representantes Corbo y Lara y que inten- 
tó ser materia de uno de los elementos que se suelen negociar 
en los Presupuestos y Rendiciones de Cuentas, pero finalmente 
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cedió frente a otro planteo que era el de eliminar la sobretasa 
del «Impuesto a los Sueldos» a los pasivos. En consecuencia, 
el proyecto de ley quedó con aspiraciones y sin financiamien- 
to. Por lo tanto, se generó una negociación para buscar recur- 
sos y un entendimiento con el Poder Ejecutivo. 


Firmé ese proyecto de ley, no por ser su autor -los autores 
son los Representantes que he mencionado- aunque sí me con- 
fieso coautor de la negociación correspondiente que terminó 
con el aval del Gobierno para poder llevar adelante el asunto. 


En segundo término, las asignaciones comprenden parte de 
nuestras políticas sociales que tenemos que revisar porque, 
como muchas de ellas, tienen la estructura que les dio la histo- 
ria y la casualidad. Aquí hay Legisladores, como el señor Se- 
nador Sarthou, que conocen mucho del tema, porque lo ense- 
ñaron en algún momento. 


Como todos sabemos, el tema de las asignaciones familia- 
res nace de la idea de que el salario debía contemplar la nece- 
sidad de la familia, y esto provocó que los casados con hijos se 
quedaran sin trabajo a favor de los solteros sin hijos. Este fue 
el origen de una iniciativa privada, inicialmente de aporte bi- 
partito, acá y en varias partes del mundo. Por eso, no se le 
aplicaba a quien no era activo, porque implicaba parte del 
salario de todos los trabajadores activos, y del patrón que, por 
lo tanto, les pagaba menos salario para generar una prestación 
destinada a los hijos y a la familia. Naturalmente, no podía ser 
destinado a nadie que no estuviera ocupado en una rama de 
actividad. Y así surgieron CHAMSEC y CHASITA, para los 
que somos más viejos y nos acordamos de la etapa en que no 
eran privados, sino paraestatales. 


En 1982, el Ministro de Economía y Finanzas de la época, 
ingeniero Alejandro Végh Villegas, eliminó, en un intento por 
mejorar la competitividad, el aporte a las asignaciones familia- 
res -que era de un 10%- por el patrón. Era lo que quedaba. Es 
decir que a partir de 1982 no hay ningún argumento para que 
hagamos una especie de socialismo al revés. Cobramos IVA, 
IMESI, etcétera, a todos, incluidos los más pobres, para negar- 
les la asignación familiar a los más carenciados, porque esto se 
nutre de Rentas Generales, es decir, de los impuestos que pa- 
gamos todos. Es más: hasta no hace mucho, no había límites; 
cualquiera que fuera el ingreso de la familia, se cobraba igual, 
y ahora se ha puesto un límite de diez Salarios Mínimos Na- 
cionales. 


Pero seguimos excluyendo a todos los hijos que están en la 
peor situación. No en vano el proyecto de ley prioriza dos 
situaciones, consciente de que habrá otros que no están tan 
mal, pero que no se encuentran en la actividad registrada. 


Tal vez la situación más notoria sea que en la actualidad el 
Estado uruguayo le niega esta pequeña prestación -que no debe 
dar para mucho más que para un litro de leche diario- al traba- 
jador cuando se le vence el seguro de desempleo y no tiene un 
nuevo trabajo. Es decir que se paga durante 30 años mientras 
la persona tiene empleo, horas extras, etcétera, y el día que se 
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queda sin el seguro de desempleo y no pudo obtener un nuevo 
trabajo, se suspende. 


La otra situación se da, particularmente, en algunos barrios 
más desamparados de Montevideo y de otras ciudades del inte- 
rior, en las llamadas «familias monoparentales», en las que las 
mujeres están a la cabeza del hogar. Ante estas situaciones, 
muchos sentimos que había que hacer algo. Llegamos al punto 
de preguntarnos cuál era el financiamiento. ¿Por qué el tema 
de la Caja de Profesionales Universitarios? Personalmente, no 
sé si para suerte o desgracia, me tocó vivir todo el proceso. En 
1992, tratando la Rendición de Cuentas de 1991, en la cual el 
Gobierno había insertado las normas de reforma de jubilación 
-derogadas por el plebiscito de 1994- y en función de éstas 
esperaba tener aportes importantes, se incluyó esta disposi- 
ción. Recuerdo el día en que se trató el tema en Cámara de 
Representantes. Fue un tratamiento muy rápido; todos sabemos 
que no se suele votar en presencia de los invitados y, sin em- 
bargo, así se hizo. En aquel entonces, le pregunté al señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social de la época -viejo, 
querido y hoy no presente amigo- y me explicó que la Caja 
tenía apenas U$S 1:000.000 de superávit y tenía previsto, para 
el año siguiente, entrar en números rojos. En esa oportunidad, 
me dijo que era consciente de que no estaba muy bien hacer 
una excepción, porque todos los demás entregaban este im- 
puesto, pero en aquel momento significaban U$S 3:000.000 ó 
U$S 4:000.000 que le permitían nivelarse. Además, en aquel 
contexto en que el Estado iba a tener todos esos ahorros, ¿qué 
eran U$S 4:000.000? Confieso que no lo voté en Comisión, 
pero sí en el Plenario, y con plena conciencia de lo que estaba 
haciendo. Pero en 1995, el Estado necesitó más recursos para 
emparejar sus finanzas y recurrió -para bien o para mal, se esté 
de acuerdo o no, pero es un hecho histórico- a una sobretasa 
de este impuesto. Seguramente, los integrantes del Ministerio 
de Economía y Finanzas y muchos de los señores Senadores 
que estamos hoy en Sala no recordaban que existía aquella 
norma de 1992. 


En consecuencia, la Caja se encontró con una cantidad que 
no había solicitado ni esperado, que triplicaba la cantidad que 
se le estaba derivando. Ante ello, la Caja empezó a preguntar- 
se qué iba a hacer con ese sobreingreso, tras lo cual tomó 
algunas decisiones. Así, durante varios meses disminuyó lo 
que cobraba a los activos, retrasando algo que ellos llaman la 
«parábola», que es una manera de ir corrigiendo o modificando 
los fictos de aportación. Se creó un doble ficto: uno más bajo 
para aportar y uno más alto para jubilarse, con informe a favor 
-frente a las dudas planteadas- del doctor Cassinelli Muñoz. 
Incluso, hasta se llegó a dar una cantidad parecida a un agui- 
naldo, en función de que se encontraron frente a una suma de 
dinero que no habían pedido y que no necesitaban en ese mo- 
mento. Esta fue una situación totalmente diferente a la del año 
1992, cuando se había pedido dinero en función de una coyun- 
tura complicada. 


En momentos en que se comienza a tratar este proyecto, 
la Caja, cerrado el Ejercicio 1998, por diversos conceptos ha 
acumulado, no los U$S 94:000.000 que hemos visto, sino 
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U$S 120:000.000, de los cuales U$S 90:000.000 están inverti- 
dos en colocaciones financieras y alrededor de U$S 30:000.000 
entre edificios y emprendimientos forestales. 


Según lo que nos informó la señora contadora de la Caja 
cuando concurrió a tratar este proyecto, actualmente la Caja 
obtiene, por concepto de rentabilidad de sus colocaciones fi- 
nancieras, más de lo que significa esta sobretasa de la que esta- 
mos hablando, que hoy no llega a los U$S 10:000.000. Por su 
parte, las colocaciones financieras superan los U$S 11:000.000. 
Este tema tan discutido es, tal vez, el primer capítulo de lo que 
la sociedad uruguaya deberá hacer, o sea, ver cómo trata y 
organiza democráticamente su sistema de previsión social, a 
fin de que llegue con mayor eficacia a quienes más lo necesi- 
tan, porque eso es de lo que estamos hablando. Acá nadie dice 
que sea malo que la Caja marche bien. Seguramente, los ban- 
carios, los escribanos, los policías y los retirados militares opi- 
nan lo mismo de sus respectivas Cajas, dado que todos quere- 
mos tener nuestra Caja de Jubilaciones de la mejor manera 
posible. De lo que estamos hablando es de un recurso equis 
que le ha generado una masa crítica a la Caja, que le permite 
obtener ese mismo ingreso por la rentabilidad de las colocacio- 
nes financieras. La contadora de la Caja tuvo la deferencia 
me parece muy bien que así haya sido de informarnos que 
colocan el dinero a muy buenas tasas, obteniendo así una exce- 
lente rentabilidad, lo que les permite conseguir mediante inte- 
reses más de lo que sacarían por medio de esta tasa. Así, de 
U$S 1:000.000 de superávit anual de Caja, hoy se está en los 
U$S 25:000.000 y se tiene un «colchón» de U$S 90:000.000 
líquidos, sin contar las inversiones. Obviamente, no es la mis- 
ma situación de 1992. 


En suma, siendo así las cosas, buscamos un entendimiento. 
Esto va a la Cámara de Representantes y, en primera instancia, 
no logra los votos necesarios. Hay una propuesta del Nuevo 
Espacio de repartir todo en dos cuotas. Es necesario señalar 
que ya existía un acuerdo en Comisión en el sentido de no 
discutir el 2% que originalmente se había pedido y que el 
Parlamento, con conciencia, otorgó. Sin embargo, no se enten- 
dió lo mismo respecto de la sobretasa. Por supuesto que la 
Caja, después, dijo que había un IMESTI que el Senado de la 
República le había quitado para otorgárselo a la Universidad. 
Obviamente, el Parlamento habrá tomado esa decisión por en- 
tender que en ese momento era más importante atender la si- 
tuación de la Universidad. Por otra parte, se trataba de un 
IMESI sobre la venta de automotores, por lo que no se puede 
decir que fuera un ingreso que tenía que ver, específicamente, 
con los profesionales. 


Obviamente, la sociedad ha hecho un gran esfuerzo respec- 
to de la Caja de Profesionales Universitarios, sobre el que más 
tarde podremos hablar. 


Pero con respecto al ingreso al que he hecho referencia, no 
se puede considerar permanente, desde el momento en que ni 
siquiera se pidió. Además, llegó el momento de optar: conti- 
nuamos acumulando en los Bancos o concedemos el 16% de 
un salario mínimo nacional, o sea, $ 160 por mes. Se podrá 
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argumentar que es posible buscar otras fuentes impositivas; 
por ejemplo, se ha hablado del impuesto a los juegos. Al res- 
pecto, si alguien encuentra otra fuente de financiamiento via- 
ble, desde ya expreso que la voy a votar, pero adicionalmente, 
porque con esto no vamos a poder atender a todos los chicos. 
El Banco de Previsión Social nos ha informado que hay más 
de 200.000, sin contar esta situación. Entonces, con este dine- 
ro podremos atender las dos prioridades de casi 90.000 chicos. 


Por supuesto que todos somos conscientes de que el ideal 
sería que estas prestaciones fuesen mayores, porque tienen que 
ver con otro tipo de cosas, con las señales que va a dar la 
sociedad a esos chicos que más tarde serán adultos. Además, 
tienen que ver con nosotros, con el hecho de que la sociedad 
nos dio una oportunidad en la vida, ya que muchos no contába- 
mos con los recursos suficientes cuando nos iniciamos. La so- 
ciedad nos dio una carrera en forma gratuita y la oportunidad 
de abrirnos camino en la vida. También tienen que ver con 
asuntos de otra índole. Por ejemplo, ¿está este Senado en con- 
diciones -en caso de que el temperamento sea el de mantener 
la participación en el impuesto de la Caja y por un mínimo 
sentido de equidad- de decir lo mismo a los bancarios, cuya 
Caja tiene problemas, tal como todos sabemos, porque su rela- 
ción activo-pasivo es de l a 1, mientras la de la Caja de Profe- 
sionales es de casi 4 a 1? ¿Estamos en condiciones de decir lo 
mismo a los retirados policiales y militares? ¿O acaso ellos no 
querrán también obtener esas prestaciones extraordinarias que 
la Caja pudo obtener en función de estos ingresos extraordina- 
rios? ¿Estamos en condiciones de decírselo al Banco de Previ- 
sión Social? Personalmente, creo que una cosa es cuando se 
usa un recurso en una situación de emergencia, por ejemplo, 
ante el hecho de que no se pudieran pagar las jubilaciones. En 
ese caso, se acaba la discusión y hay que lograr los recursos de 
cualquier manera, ya que un jubilado no puede dejar de perci- 
bir su jubilación. Entonces, sea ortodoxa o no la solución, hay 
que alcanzarla; era la situación de 1992. Ahora bien, si el 
problema radica en que queremos seguir aumentando la cuenta 
del Banco, la situación es distinta. Se puede decir que en lo 
que tiene que ver con la previsión social, se puede hacer un 
cálculo a treinta o cuarenta años. Pero aquí ya estamos en otro 
terreno. 


Si queremos hablar de esa área, hablemos, aunque también 
podríamos decir que es la única Caja que no cobra según los 
ingresos y en la que, cuanto más se gana, los aportes son 
menores en relación con los ingresos. Hay un ficto, y el ficto 
es mínimo y máximo. 


Entonces, si queremos hablar del destino de la Caja, creo 
que tendríamos que tener una discusión aparte, porque acá no 
nos estamos refiriendo a la Caja de Profesionales, sino a Ren- 
tas Generales. Y este es un aporte extraordinario para atender 
una situación de emergencia de un organismo, como se ha 
hecho en muchos casos, tal como le pagamos el aporte patro- 
nal a las Intendencias porque no pueden con él, y no porque 
esté bien, sino porque no hay más remedio. En situaciones de 
emergencia todos nos hemos tirado al agua y nos hemos meti- 
do hasta las orejas para rescatar a quien se estaba ahogando; 
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pero cuando ya se ha salvado, tenemos la obligación de pensar 
si ese salvavidas no hay que tirárselo a otro que se esté aho- 
gando y no seguir dándoselo a quien ya llegó a la playa. 


Insisto en que volvería a hacer lo de 1992, así como estoy 
dispuesto a asumir plena, total y cabalmente la responsabilidad 
de estar de acuerdo con este proyecto de ley -que no fue elabo- 
rado por nosotros; simplemente lo firmamos para señalar que 
el señor Ministro de Economía y Finanzas estaba de acuerdo y 
no para hacernos de falsas autorías, aunque, por supuesto, tam- 
bién porque lo compartíamos- y de haberlo impulsado. 


Por suerte, la Caja de hoy no es la de 1992, pero los niños 
están igual que en esa fecha, por lo que creo que el salvavidas 
se lo debemos tirar a ellos. Si alguien tiene imaginación para 
conseguir los recursos de alguna otra fuente, bienvenidos sean. 
Considero que hay mucho por hacer en esta materia y creo que 
la discusión que va a tener que dar este país en los próximos 
cinco o diez años es en torno a cómo su entretejido de protec- 
ción social llega con más eficacia a quienes lo necesitan. He- 
mos invertido bastante en ese entretejido, pero entra una cosa 
y a la gente le llega otra, bastante menor. Esto sucede a nivel 
de la salud, de la previsión social y en muchos otros ámbitos. 
De manera que trabajar para procurar que a la gente le llegue 
mayor proporción de lo que el Estado gasta para reasignar 
recursos, es parte del tema. 


Seguramente, más adelante pediré alguna aclaración. Fun- 
damentalmente, queríamos trasmitir la sensación de haber vi- 
vido esta situación. Esto es lo que sucede por ser un viejo 
integrante de la Comisión de Hacienda; a uno le ha tocado 
vivir muchas cosas y tiene claro cómo fueron por haberlas 
vivido. Es por ello este convencimiento que hoy tenemos; es 
por ello que éste no es el origen de animosidades. Mal puedo 
tener animosidad con mi única jubilación, pero siento que lle- 
gó el momento en que todos debemos dar un empujoncito para 
mejorar la situación. Este es el empujón que nos parece se 
puede dar hoy, y hay que hacerlo. 


SEÑOR ITURRIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ITURRIA.- Compartimos la filosofía de este pro- 
yecto de ley en cuanto procura atender un sector social que 
padece dificultades, que es el de la Seguridad Social. 


Saint-Joist decía que el derecho de la seguridad social im- 
pregna la vida de todos los individuos desde su concepción 
hasta su último suspiro, es decir, desde la primera etapa -aun la 
prenatal- hasta la ancianidad. En principio, ese sistema fue 
llamado «seguro social», pero con el paso del tiempo adquirió 
otras características, en la medida en que hubo una mayor 
intervención del Estado en la atención de estos problemas. 
Adquirió el carácter de generalidad en el sentido de atender a 
todas las personas y cubrir todos los riesgos, es decir, aquellas 
situaciones a que el individuo se ve sometido en cualquier 
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momento de su vida y que significan un aumento de sus egre- 
sos o una disminución de sus ingresos. Por eso el concepto de 
generalidad lleva a que trate de atender todas las situaciones: 
el seguro de paro, el tratamiento de la mujer embarazada, la 
niñez desvalida, la vejez, etcétera. También lleva implícito el 
concepto de unidad en cuanto a unificación de los diversos 
regímenes de seguridad social, que respondían a distintas ca- 
racterísticas o peculiaridades, y trata de englobarlas y coordi- 
narlas. Esta tarea es cumplida por el Estado, por los particula- 
res, y en este caso -como en muchos otros- por personas del 
Derecho Público o personas no estatales pero con una fuerte 
presencia del Derecho Público, y con regímenes establecidos 
por ley. Dichos regímenes asignan obligaciones a las personas 
vinculadas con la institución y también a la propia institución 
en el desarrollo de cometidos de Derecho Público o de interés 
público. Hace unos minutos, durante el tratamiento de otro 
proyecto de ley, se estuvo hablando de las características de 
las personas públicas no estatales. 


Lo que en su época fuera por financiación exclusiva de los 
interesados -es decir, trabajadores, empleados y patrones- fue 
variando, y cambió mucho en la medida en que se produjo esa 
unidad y generalidad, por lo que se trató de establecer una 
financiación en que el Estado participara, como una manera de 
hacer justicia a través de la distribución de los recursos o de la 
renta. Aquí es importante señalar, lo que dice nuestra Constitu- 
ción en su artículo 67; al establecer cómo se financiarán estos 
servicios, expresa que las prestaciones previstas en el inciso 
anterior, o sea las jubilaciones, se financiarán sobre la base de 
contribuciones obreras y patronales y demás tributos estableci- 
dos por ley. Dichos recursos no podrán ser afectados a fines 
ajenos a los precedentemente mencionados. Además, se finan- 
ciarán sobre la base de la asistencia financiera que deberá 
proporcionar el Estado, si fuera necesario. Esto es así por las 
características que señalaba el tratadista Plá Rodríguez con 
respecto a la seguridad social. El la definía como un programa 
que libera a la sociedad, o sea los individuos de cualquier 
comunidad organizada, de las preocupaciones que le acompa- 
ñan en la vida y en el ordenamiento jurídico administrativo que 
debe organizarse con tal fin. 


Luego viene la etapa de la constitucionalización, especial- 
mente en los años treinta, y nuestra Constitución de 1934 in- 
corpora un conjunto numeroso de disposiciones programáticas 
que llevan el tema a un rango constitucional, determinando su 
importancia. 


Siendo así, no hay duda de que todo proyecto de ley que 
trate de atender a los sectores que se encuentran en situaciones 
de riesgo o de dificultad, será bienvenido. Y dentro de las 
posibilidades económicas del Estado, éste debe velar por esos 
sectores, porque si tiene que ocuparse de todos los ciudadanos, 
con mayor razón debe atender a los más débiles. A mi criterio, 
todo lo que tenga que ver con la protección de la niñez es 
fundamental, porque ello va generando igualdad de oportuni- 
dades. Muchas veces no es un gasto sino una de las más 
importantes inversiones que puede hacer el país el tratar de 
mejorar la situación del niño, su futuro y sus oportunidades, 
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para hacer de él un ciudadano útil. En este sentido no podemos 
discrepar con el proyecto de ley y lo vamos a acompañar, 
aunque sí podemos no estar de acuerdo con su financiación. 


El primer gran argumento que se puede dar es que el tema 
de la seguridad social, de la previsión social, ha estado a estu- 
dio en el país y a su respecto se ha dictado una ley madre que 
dispuso, además, que las Cajas paraestatales -es decir, la Ban- 
caria, la de Profesionales Universitarios, la Notarial- y las Ca- 
jas estatales -la de Retiros y Pensiones Militares y la de Reti- 
ros y Pensiones del Ministerio del Interior- serían analizadas. 
A continuación voy a leer el artículo 1? de la Ley N* 16.713. 


«Artículo 1%.- (Ambito objetivo de aplicación y 
principio de universalidad).- El sistema previsional que 
se crea por la presente ley se basa en el principio de 
universalidad y comprende en forma inmediata y obli- 
gatoria a todas las actividades amparadas por el Banco 
de Previsión Social. 


El Poder Ejecutivo, en aplicación de dicho principio 
y antes del 1” de enero de 1997, deberá proyectar y 
remitir al Poder Legislativo los regímenes aplicables a 
los demás servicios estatales y personas públicas no es- 
tatales de seguridad social, de forma tal que, atendiendo 
a sus formas de financiamiento, especificidades, y natu- 
raleza de las actividades comprendidas en los mismos, 
se adecuen al régimen establecido por la presente ley. 


El Poder Ejecutivo designará una Comisión que, en 
consulta con las instituciones mencionadas en el inciso 
anterior, elabore los Proyectos respectivos.» 


Esto viene a cuento de que la disposición establece un pla- 
zo y una manera de comportamiento para el análisis de todas 
las situaciones de previsión social. En este sentido, se enviaron 
dos proyectos sobre las Cajas estatales, pero no se logró acuer- 
do en cuanto a las paraestatales. Posteriormente, el Gobierno, 
la Coalición o los voceros autorizados dijeron -si no me equi- 
voco quien habló fue el señor Senador Brezzo- que no se iban 
a tocar estos temas y que quedaban para ser resueltos por el 
próximo Gobierno, es decir, para el que se elija a fin de año y 
comience su ejercicio el 1? de marzo del año 2000. 


Por todo eso, me parece de muy mala política que se tome 
una de las cinco instituciones que estarán a estudio del próxi- 
mo Gobierno y se ingrese en la parte más sensible, que es la 
financiera. Es el segundo ingreso que se hace en el área finan- 
ciera de la Caja de Profesionales Universitarios, porque ya se 
hizo otro en la última Ley de Presupuesto, que afectó los re- 
cursos de la Caja en una suma similar a aquélla de que se trata 
ahora. No parece lógico que se carguen las tintas sobre una de 
esas instituciones antes del análisis general de todo el sistema, 
y se la utilice como fuente de financiación de distintos proyec- 
tos en dos oportunidades distintas, haciendo en este caso una 
tarea que no creo que sea de buena acción gubernativa. 


La Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Uni- 
versitarios se crea en 1954, y una nueva ley, del año 1961, la 
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reestructura. Allí comienza el funcionamiento actual. Concre- 
tamente, el 1? de enero de 1962 entró en vigencia un régimen 
orgánico de Derecho Público. El mismo establece un conjunto 
de normas que forman parte de su Carta Orgánica o ley madre, 
que la vincula, ordena, o le permite funcionar, con represen- 
tantes de los profesionales, de los jubilados y del Poder Ejecu- 
tivo. 


La ley da a la Caja una serie de recursos vinculados con la 
actividad de los profesionales en las distintas ramas. Debemos 
decir que esta Caja se encontraba en una situación bastante 
difícil cuando se aprueba la reforma constitucional que esta- 
blece un nuevo sistema de reajuste de pasividades. La aplica- 
ción práctica de dicha reforma le crea a la Caja dificultades 
ciertas. Pensemos, en principio, que no hay aporte patronal; 
está sólo el aporte de los profesionales en el ejercicio liberal 
de su profesión. Por eso, hubo que aumentar de un 13% a un 
16.5% el aporte de los profesionales afiliados, y aun así no se 
llegó a solucionar la dificultad financiera por la que se atrave- 
saba. Incluso, varios de los recursos que la ley estableció, fue- 
ron siendo derogados en aplicación de políticas de protección 
a determinados sectores. 


Durante el gobierno de facto, estas Cajas también sufrieron 
una quita, que les significó un importante aporte a Rentas Ge- 
nerales; luego, naturalmente, hubo que quitarse eso de encima 
y restaurar la situación financiera. 


En 1992 la situación era crítica, por lo que se llevan a cabo 
gestiones por parte de la institución ante el Gobierno del mo- 
mento. Es dable destacar que se encontró un gran apoyo en el 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social de aquel entonces, 
doctor Alvaro Carbone, y también en los integrantes de las 
Comisiones de Hacienda del Parlamento; aquí, el señor Sena- 
dor Santoro me confirma que así fue, ya que él tuvo una im- 
portante intervención. El Poder Ejecutivo consideró esa situa- 
ción y otorgó recursos adecuados, en varios rubros. Permitió, 
por ejemplo, establecer reajustes a los recursos, porque la in- 
flación hacía que el caudal se viera disminuido. En los hechos, 
dio participación en el IMESI y otorgó también el recurso del 
que se ha hablado hoy, que es el IPR de los profesionales en 
actividad, porque el de los pasivos los sigue aportando a Ren- 
tas Generales. 


Debemos decir que la situación mejoró y permitió a la Caja 
iniciar una política a largo plazo, como debe ocurrir en un 
organismo de previsión social. Un primer factor que debemos 
tener en cuenta es que vivimos en un país cuya población 
envejece; otro elemento a considerar es que las jubilaciones de 
la Caja de Profesionales son mejores que las del Banco de 
Previsión Social, lo que implica muchos traspasos de servicios 
sin traspaso de fondos. 


También debemos mencionar la Ley de Ajuste Fiscal y 
decir que es verdad que aumentan los recursos. Pero si hay una 
ley que establece determinados recursos, cuando éstos aumen- 
tan, se vuelcan al destino fijado por la ley originaria. Sin em- 
bargo, en la Ley de Presupuesto pasada, se quitaba la contribu- 
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ción de IMESI, lo que significaba una quita similar al aumento 
que recibieron a través de la Ley de Ajuste Fiscal. Concreta- 
mente, la Caja de Profesionales Universitarios, a través de esta 
ley, pierde recursos en comparación con los del año 1992 y 
queda en situación de dificultades futuras. 


Algunas personas me han señalado sus críticas a la cons- 
trucción del edificio sito en Colonia y Yaguarón. También se 
ha comprado un campo para forestar en Florida, que ya se 
empezó a trabajar. No se trata de una invención de la Caja de 
Profesionales Universitarios, sino de seguir políticas de otras 
instituciones similares, que han dado resultado en el tiempo. 
En esto, la pionera fue la Caja Bancaria y luego le siguió la 
Caja Notarial. Verdaderamente, esto es aplicar fondos que tie- 
nen que ser reservas, porque estamos hablando de una institu- 
ción de previsión social que debe tener un fondo de reserva 
para poder atender situaciones futuras; de lo que se trata, tam- 
bién, es de generar riqueza y dar trabajo. 


Si fuera una institución desquiciadora de sus fondos, con 
muchos empleados, con muchos gastos de administración, es- 
taría bien pegarle un tajo y quitarle recursos. Pero el dato que 
yo poseo no es tan halagieño como se ha señalado en Sala en 
cuanto a las finanzas, y la administración está en el 5,95%, con 
139 empleados por todo concepto para atender 43.335 afilia- 
dos entre activos, jubilados y pensionistas. Es decir que la 
Caja se ha destacado por una moderada administración de los 
fondos públicos que se ponen a su cargo, y afirmar que la 
previsión social en el Uruguay se paga con los recursos de los 
contribuyentes no es verdad, porque en la misma ley por la que 
se le dieron recursos a la Caja, en el año 1992, se afectaron 
unos cuantos puntos del IVA para el Banco de Previsión So- 
cial, porque todas las instituciones tienen formas y maneras de 
intervenciones del Estado para ayudar a financiar lo suyo. Y 
vuelvo al principio: es evidente que no es justo, adecuado, ni 
creo que sea de buena administración, tomar una Caja, una 
Institución, quitarle recursos en el Presupuesto de 1996 y ha- 
cerlo nuevamente ahora, en 1999, sin analizar la totalidad de 
los organismos, porque las otras Cajas no fueron examinadas, 
porque las otras instituciones personas públicas no estatales 
que administran fondos de previsión no fueron estudiadas, y no 
creo que deban estudiarse hasta tanto se cumpla lo que fue 
acordado por la coalición de Gobierno, por el Consejo de Mi- 
nistros, en cuanto a enviar el proyecto general de jubilaciones 
y, luego de aprobado, entrar al análisis de los cinco institutos 
que faltan, dos estatales y tres de naturaleza pública no estatal. 


Por otra parte, el fin no justifica los medios. ¿Quién no va a 
estar de acuerdo en asistir a los sectores carenciados y a los 
niños de pequeña edad? Todos estamos de acuerdo. Prueba de 
ello ha dado ya nuestro Partido Nacional y yo personalmente 
en mi vida pública y privada. Desde luego que son muchos 
miles de profesionales los que estudiaron gratis, porque este es 
un país excepcional, en el que no sólo estudian gratis los uru- 
guayos, sino que llega de los países vecinos gente que no pudo 
salvar el examen y lograr la matrícula en su país, y estudia y se 
gradúa en el nuestro. Esa es una de las tantas bendiciones del 
Uruguay. Pero ser profesional en nuestro país no implica inte- 
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grar una «elite»; profesionales son todos aquellos que hacen un 
esfuerzo, que con ayuda de la familia y de la sociedad, ingre- 
san y hacen una carrera, que quitan unas horas al sueño y a la 
diversión para alcanzar su objetivo. Todos los que quieren 
llegan, con excepciones, naturalmente -siempre hay casos ex- 
cepcionales- pero de los estratos más humildes salen muchas 
veces los profesionales más destacados. Y esos profesionales 
también cumplen roles sociales trascendentes. ¡Cuánta ayuda 
se presta a través del ejercicio de las profesiones de médico, 
abogado, ingeniero, etcétera! Es un hecho que se devuelve 
mucho a la sociedad. De modo que no es ajustado a un princi- 
pio de justicia pretender que sean los profesionales universita- 
rios del Uruguay, a través de la institución que cubre los ries- 
gos de vejez, los que tengan que atender cada vez que hay una 
necesidad de recursos. Es muy fácil ir a donde hay y sacar lo 
que está destinado a otros fines; al Poder Ejecutivo natural- 
mente que no le conmueve este proyecto porque no tiene que 
disponer de fondos, y simplemente se va a dar un traslado de 
fondos de la Caja de Profesionales Universitarios a Rentas 
Generales. Después veremos si ese dinero, por dificultades pro- 
pias del reglamento, de la organización del sistema, llega real- 
mente a los niños a quienes se pretende ayudar. Pero a la Caja 
sí le vamos a hacer una segunda quita y le vamos a generar 
dificultades futuras. 


La mejora en las condiciones de vida de la ancianidad que, 
por fortuna, se está dando en la actualidad, hace que se alargue 
cada vez más la vida y, en consecuencia, los organismos de 
previsión social tengan que hacer cada vez mayores contribu- 
ciones. Por otra parte, también tengamos en cuenta especiali- 
dades propias de esta Caja, de esta organización; entre otras, 
digamos que se llega a ella con cierta edad, porque se ingresa a 
contribuir a una edad mucho mayor. 


En cuanto a las prestaciones que hace, diremos que son 
absolutamente moderadas, ya que la jubilación máxima está en 
$ 14.586, la mínima en $ 867, y el promedio en $ 11.851. Es 
decir que si se analiza el número de empleados, los gastos de 
administración y las pasividades que sirve, se concluye que no 
hay un uso abusivo ni una situación de privilegio con respecto 
alos beneficiarios y al manejo de los fondos, que son públicos, 
desde luego, por aquello que decía Plá, por lo que está en la 
Constitución, en todas las leyes y por lo que se ha votado en 
este Parlamento mil veces, es decir que de los recursos se 
destina parte de ellos a distintas actividades. Cuando el Parla- 
mento aprobó esta ley y dio este destino a estos fondos, lo 
efectuó en su soberana capacidad de hacerlo, en la medida en 
que el Poder Ejecutivo envió el Mensaje y ese Mensaje fue 
aprobado, lo cual permitió a la Caja desenvolverse después de 
estar en una situación paupérrima. Pero por la información que 
yo poseo de la Caja, no es que esté en una situación de total 
holgura, sino que está invirtiendo algunos fondos que recibió 
para tener la seguridad futura. 


De manera que creo que hay que buscar otros recursos, 
porque esto es desvestir a un santo para vestir otro, y no me 
parece que esto sea bueno. No es conveniente que así sea, y 
por eso pensamos que no se debe votar este proyecto; como 
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institución de Derecho Público, con un sistema organizado por 
la ley, con cargas también establecidas por ley y con un con- 
junto enorme de obligaciones para atender a un sector de po- 
blación importante, no se puede ingresar a las arcas de la Caja 
mientras no se haga el estudio total. Si luego de que se finalice 
con el estudio de todas las Cajas como está previsto -es volun- 
tad del Gobierno, y lo será también, seguramente, del próxi- 
mo- se encuentra una situación real, tal vez haya que hacer 
algún recorte. Y en esas circunstancias, cuando se analice toda 
la situación, será el momento oportuno de ingresar a las arcas 
de esta u otra institución, si ello se considera necesario. Insis- 
to: evidentemente, en este caso ha faltado una comparación 
con las otras Cajas paraestatales, y tanto es así que ha habido 
manifestaciones de todos los sectores de la actividad profesio- 
nal -el Consejo Consultivo de la Caja, los afiliados, el Colegio 
de Abogados del Uruguay, el Colegio de Abogados de Soria- 
no, el Sindicato Médico del Uruguay, la Federación Médica 
del Interior, el Colegio de Contadores y Economistas del Uru- 
guay, etcétera- en cuanto a la conveniencia de preservar la 
salud financiera de la Caja. Son intereses, naturalmente, pero 
son legítimos, y la legitimidad nace de que el Legislador tiene 
todo el derecho y la obligación de dar los recursos necesarios 
para el cumplimiento de los fines. 


Recientemente se pidió la derogación de otro recurso pe- 
queño que recibe la Caja de Profesionales, y allí hubo una 
manifestación negativa del propio Gobierno, a través de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, señalando que eso no 
era conveniente. La voy a leer, porque se trata de la opinión 
técnica del Gobierno y, por lo tanto, debe ser escuchada. 


El economista Ramiro Llambías, dice en un informe: «La 
Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universita- 
rios manifiesta su preocupación por las manifestaciones verti- 
das a la prensa por parte de la Asociación de Promotores Pri- 
vados de la Construcción del Uruguay en el sentido de elimi- 
nar varios impuestos que gravan al sector de la construcción 
entre ellos, el establecido en el artículo 23 inciso F de la Ley 
N* 12.997, de 28.11.61.», que es la Ley de Creación de la 
citada Caja. 


Continúa: «La citada norma refiere a los recursos de la 
Caja entre los cuales se cuenta el referido a los profesionales 
universitarios que suscriben planos que se presenten ante las 
dependencias del Estado o Municipios del país. En estos casos 
los planos deberán contener timbres por un importe equivalen- 
te al 0.50% del valor declarado de la obra. 


Si bien es claro que lo establecido en la ley constituye un 
costo que incide en el precio de toda construcción, también lo 
es que el Legislador, cuando crea los recursos de los que se 
nutrirá la Caja Profesional, hace que los mismos se generen de 
las actividades de los distintos profesionales universitarios. El 
caso de los profesionales vinculados a la construcción no difiere 
a la de los actos médicos, agrimensores, contadores, etcétera. 


Esta Asesoría considera, salvo mejor opinión, que la elimi- 
nación del gravamen puesto a consideración por la APPCU no 
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es conveniente, a no ser que se revea en su totalidad los recur- 
sos previstos por el artículo 23 de la Ley N* 12.997". 


Puesto el tema a consideración del señor Director de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, éste informa: «Vuelva 
al Minsiterio de Economía y Finanzas, informando que una 
nota similar presentada por la Caja de Jubilaciones de Profe- 
sionales Universitarios, precedida por una exposición oral so- 
bre el mismo tema, fue recibida por esta Oficina. Compartien- 
do el informe de la Asesoría Macroeconómica Financiera que 
este tema sólo puede encararse si se efectúa una revisión glo- 
bal de los recursos de dicha Caja y de la tributación de la 
actividad de la construcción, esta Dirección entiende que debe- 
ría tomarse nota de la preocupación y archivar estas actuacio- 
nes. Cr. Ariel Davrieux. Director». 


Creo que este es el procedimiento adecuado. Cuando se 
analicen todas las instituciones, su situación, su futuro y la 
parte tributaria de cada una, entonces podrán hacerse recortes 
en esta o en otras instituciones. Pero, reitero, no me parece 
buena medida financiar un proyecto -por cierto que muy loa- 
ble, importante y trascendente- haciendo una quita a otro orga- 
nismo que integra el mismo campo de la previsión o de la 
seguridad social con recursos necesarios que le otorgó el Par- 
lamento con la aprobación y el beneplácito del Poder Ejecuti- 
vo de entonces. Además, la Caja cobraba por concepto del 
Impuesto a los Sueldos de los profesionales en actividad, por 
lo tanto cómo se puede decir que no están vinculados. Por 
supuesto que sí lo están, porque es lo que pagaban los referi- 
dos profesionales universitarios y que constituye una fuente 
financiera. 


SEÑOR CHIESA.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CHIESA.- Señor Presidente: solicito que se pro- 
rrogue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Se va a 
votar. 


(Se vota:) 
-23 en 24. Afirmativa. 
19) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Dése cuen- 
ta de una solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente: ) 


«El señor Senador Millor solicita licencia por el día 16 del 
corriente.» 


-Léase. 


208-C.S. 


(Se lee:) 
«Montevideo, 15 de junio de 1999. 


Señor Presidente del Senado 
Licenciado Hugo Fernández Faingold 


Solicito licencia por el día 16 del corriente por mo- 
tivos personales, convocando a mi suplente respectivo. 


Sin otro particular, le saluda atentamente. 
Pablo Millor. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Se va a 
votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-23 en 25. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Nelson Fernández, quien ya ha 
prestado el juramento de estilo. 


20) ASIGNACION FAMILIAR 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Continúa 
la consideración del tema Asignación Familiar. 


Puede continuar el señor Senador Iturria. 


SEÑOR ITURRIA.- Para que quede claro a los señores 
Senadores, quiero señalar que lo que pudo aumentar los recur- 
sos de la Caja por aplicación de la Ley de Ajuste Fiscal de 
1995 que estableció el Impuesto a los Sueldos, fue quitado 
derogándose la contribución que por IMEST tenía la Caja en la 
Ley de Presupuesto de 1996. 


En consecuencia, la Caja ya tuvo una quita importante y 
esta sería la segunda. 


Reitero que estamos de acuerdo con el proyecto de ley; hay 
fórmulas sustitutivas -o puede haberlas- para financiarlo, pero 
no estamos de acuerdo con este mecanismo para hacerlo que 
afecta a un organismo de previsión social, ya que ha demostra- 
do una justa, adecuada y austera administración de los fondos 
puestos en su custodia, sin exceso de empleados y con jubila- 
ciones moderadas. 
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21) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- La Mesa 
desea aclarar que están anotados para hacer uso de la palabra 
los señores Senadores Couriel y Carvalho, pero sólo faltan 15 
minutos para llegar a la hora de término de la sesión. 


SEÑOR COURIEL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR COURIEL..- Señor Presidente: desisto de hablar en 
el día de hoy y solicito que se me anote para la sesión de 
mañana. Además, en virtud de la hora, mociono para que se 
levante la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-23 en 25. Afirmativa. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 46 minutos, presidiendo el señor 
Senador Don Wilson Sanabria, con la asistencia de los seño- 
res Senadores Astori, Atchugarry, Bentancur, Bergstein, 
Carvalho, Casartelli, Cid, Couriel, Chiesa, Dalmás, Gandi- 
ni, Gargano, Irurtia, Iturria, Korzeniak, Millor, Pais, Pe- 
reyra, Pozzolo, Quarneti, Ricaldoni, Sarthou, Semproni y 
Virgili). 
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